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Bogotá, D.C., treinta (30) de septiembre de dos mil diez (2.010).
ASUNTO A DECIDIR
1. Conforme a la competencia  asignada a la Sala por el artículo 19-3º de la Ley 975 de 2005, para los fines allí previstos y agotada la diligencia de Audiencia Pública dispuesta en cumplimiento a lo resuelto por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en providencia del 21 de Septiembre del año retropróximo, en esta decisión ejerce la judicatura los controles legal y  material  respecto de los cargos formulados por la Fiscalía General de la Nación en contra de GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, (a. El Tuerto, Antonio, Luis y/o El Pirata) postulado por el Gobierno Nacional en su condición de patrullero desmovilizado del Bloque Calima de las denominadas  Autodefensas Unidas de Colombia –AUC- .
 
IDENTIDAD DEL POSTULADO
1. Gian Carlo Gutiérrez Suárez (a. El  Tuerto, El Pirata, Luis y /o Antonio) nacido en Buenaventura (Valle del Cauca) el 30 de agosto de 1963, tercero de tres hermanos, identificado con la Cédula de Ciudadanía No 16.485.987 expedida el 25 de agosto de 2005 por la Registraduría Nacional del Estado Civil del mismo municipio, soltero, padre de una menor, formación académica bachiller con 3º semestre de educación superior, laboró en la Armada Nacional, estuvo vinculado a la Policía Nacional, institución a la que perteneció desde el año 1987 hasta el año 1999
. Registra como señal particular pérdida del ojo izquierdo con prótesis ocular.

2. Según manifestó en el proceso, motivado por la lesión que afectó su ojo izquierdo causada durante un combate sostenido en contra de la guerrilla cuando era miembro de la Policía Nacional
, en enero de 2001 ingresó voluntariamente  al  Bloque Calima de las AUC, en el municipio de Barragán y Pardo Alto en el Valle del Cauca,  presentándose personalmente  ante  Alberto García Sevilla alias “Fuete o Móvil 5”, permaneciendo en la organización hasta la fecha de su desmovilización. 
3. Que en la primera quincena del mes de febrero de 2001 pasó a operar al municipio de Pardo alto en Tulúa, permaneciendo hasta finales del mismo mes; que luego incursionò al municipio de Santander de Quilichao hasta antes de semana Santa;  al resultar lesionado intenta retirarse por treinta días, cuando fue detenido durante 4 o 5 días por el hurto de un vehículo, proceso que fue posteriormente archivado; que en julio de 2001 es asignado al municipio de El Tambo en el Cauca hasta diciembre de 2001 bajo las órdenes de quien  se hacia llamar Comandante Maicol. Que luego, hasta  mediados de julio o agosto de 2002 operó en el municipio del El Bordo en el Cauca bajo las ordenes de Nèlson, Romario, Luis y J.C.; Posteriormente también por problemas de salud sale hacia la ciudad de Cali donde permanece hasta noviembre de ese mismo año, regresando en diciembre de esa misma anualidad y es asignado al municipio de Guadalupe y San José de Isnos en el Huila bajo las ordenes de alias Rigo, donde permanece hasta marzo de 2003 cuando fue detenido bajo un nombre supuesto que no recuerda y con el apellido Chávez. Que al recobrar su libertad en septiembre de 2003, intentó posteriormente desmovilizarse con el Bloque Cacique Nutivara; no obstante  no fue posible por su vinculación a una investigación que se adelantaba en su contra en la ciudad de Popayán, por lo que  a través de la oficina de la OEA en Montería se desmoviliza finalmente en Diciembre de 2004 bajo la militancia del Bloque Calima.

4. Relató que la finalidad del Bloque Calima  se orientaba a combatir a las guerrillas de las FARC y ELN y desplazarlos de los territorios que ocupaban. Que con ese propósito,  en su condición de patrullero le asignaron sus superiores hacer inteligencia  sobre los habitantes de las poblaciones, y eliminar a quienes consideraban tenían vínculos, auxiliaban o militaban en  aquellas organizaciones.

5. En relación con el control que ejercían los superiores sobre las acciones de los integrantes del grupo, relata que se ejercían mediante las periódicas reuniones de los comandantes de los distintos municipios y por los comandantes directos al que le reportaban el hecho, y este, a su vez lo reportaba al “que seguía” en orden jerárquico.

6. Que el grupo se hallaba sometido a un régimen disciplinario y que las sanciones, según la gravedad de la falta consistían  en asignar trabajos a doble jornada, suspender la bonificación económica, traslado del infractor a otro grupo, expulsión  y hasta la muerte.

7. Conforme a su relato se concluye que de enero a Junio del 2002 extiende su accionar hasta los municipios de El Bordo y Mercaderes en el Departamento del Cauca; y entre los meses de noviembre y diciembre de 2002 incursiona en el departamento del Huila, municipio de Guadalupe donde permanece hasta enero de 2003 cuando se desplaza  a operar en el Municipio San José de Isnos hasta el mes de marzo de ese mismo año.
8. Durante su permanencia en el bloque Calima de las AUC,  ostentó los rangos de patrullero rural y urbano, por espacio de dos años y dos meses tiempo de duración de su militancia en el grupo armado ilegal al margen de la ley
.
9. Actualmente se encuentra detenido a disposición del Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Popayán
,  en virtud de sentencia condenatoria emitida por ese mismo despacho el seis (6) de Julio de 2007, en la que fue condenando a 328 meses de prisión  por el  delito de homicidio agravado en concurso homogéneo sucesivo del que resultaron víctimas Carmen Pungo de Sánchez y su  primo Ricaurte Román Pungo Vargas, según hechos ocurridos el 2 de Septiembre de 2001 en la Vereda  Novilleros del municipio de El Tambo –Cauca- y Concierto para delinquir agravado en razón de su militancia en las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC). Esta decisión alcanzó ejecutoria  el 19 de julio de 2007. 

ACTUACIÓN PROCESAL
10. GIAN CARLOS GUTIÉRREZ SUÁREZ, alias “el tuerto”, se desmovilizó el 18 de diciembre de 2004, en su condición de Patrullero Urbano del Bloque Calima de las Autodefensas Unidas de Colombia, siendo en consecuencia postulado por el gobierno nacional para acceder a los beneficios de la Ley 975 de 2005.

11. Una vez el postulado ratificó su voluntad de someterse a la Ley de Justicia y Paz mediante memorial dirigido a la Unidad de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación, que fue coadyuvado por su defensor
, el asunto fue repartido para el correspondiente trámite al Fiscal 18 de la Unidad Nacional de Justicia y Paz, que en resolución del 23 de enero de 2007 dispuso adelantar las gestiones pertinentes, entre ellas y antes de programar la diligencia de versión libre, la elaboración, junto con el equipo de Policía Judicial asignado al despacho, del programa metodológico pertinente; así como la citación y emplazamiento de las posibles víctimas del actuar delictuoso del postulado, a través de edicto que se fijó en la Secretaría de la Unidad por el término de 20 días, de conformidad con el artículo 8º del Decreto 3391 de 2006, el que fue publicado en los siguientes diarios de amplia circulación nacional: 

12. Vanguardia Liberal de Bucaramanga, El Heraldo de Barranquilla, El Universal de Cartagena, La Opinión de Cúcuta, La Patria y el Mundo de Medellín, Casa Editorial de las Sabanas y El Meridiano de Montería, La Nación de Neiva, El Diario de Pereira, Uraba Hoy de Apartadó, Diario del sur de Pasto, La Tarde de Pereira, EL Nuevo Día de Ibagué, Diario del Magdalena de Santa Marta, El Liberal de Popayán, El País de Cali, El Informador de Santa Marta, Diario Occidente de Cali, La Verdad de Cartagena y La Libertad de Barranquilla
.   

13. De igual forma para el emplazamiento de víctimas el edicto también  se publicitó por  las siguientes emisoras radiales:

14. RCN Radio Cadena Nacional S.A. en las ciudades de Bogotá, Barranquilla, Bucaramanga, Medellín, Cali, Pereira, Manizales, Cúcuta, Cartagena, Armenia, Ibagué, Neiva, Pasto, Popayán, Santa Marta, Villavicencio, Montería, Sincelejo, Valledupar, Tunja, Tulúa, Sogamoso, San Andrés, Girardot, Barbosa y Florencia; Rumba St de Riohacha, La Voz de Yopal, La Voz del Guaviare, La Voz del Río Arauca, RCN Putumayo y la Voz del Choco; Voz de la Vorágine FM Stereo de Puerto Carreño, Vichada; Caracol Radio Ondas del Amazonas A.M. Ondas del Amazonas.  

15. La diligencia de versión libre se surtió ante el mencionado Fiscal 18 de la Unidad de Justicia y Paz durante los días 29 y 30 de mayo; 29 y 30 de agosto y 20 de noviembre de 2007, todas en la ciudad de Bogotá.

16. En el curso de la misma, el postulado confesó haber militado durante casi tres (3) años en el Bloque Calima de las AUC, ejerciendo tareas de patrullero rural y urbano, en desarrollo de las cuales participó en veintiún (21) hechos delictivos, en los que se ejecutaron veintiocho (28) homicidios; cinco (5) secuestros, portes ilegales de armas de defensa personal y de uso privativo de las fuerzas armadas, un (1) desplazamiento forzado y una (1) extorsión. 

17. Acorde con estos antecedentes, el Fiscal 18 solicitó ante un Magistrado de Control de Garantías de la Sala de Justicia y Paz de Bogotá, la realización de una audiencia preliminar para formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento, a cuya solicitud adjuntó deficientemente como se motivó en auto del 15 de julio del año en curso, la relación de víctimas directas e indirectas, de cada uno de los hechos confesados por el postulado
. 

18. La diligencia se llevó a cabo el 5 de agosto de 2008, no obstante las comunicaciones de la Sala, no  se hizo presente ninguna de las víctimas.

19. En el curso de la diligencia se verificaron los elementos de juicio sobre la plena identidad del postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, identificado con la C.C. No. 16.485.987, conocido con los alias de “Carlos”, “El Tuerto”, “Antonio” y “Luis”, nacido el 30 de octubre de 1963 en Buenaventura, Valle.  

20. Después de reseñar el trámite surtido, el Fiscal imputó al postulado  veintiséis (26) homicidios en persona protegida; cinco (5) secuestros simples; Concierto para delinquir, Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego de uso Privativo y de  defensa personal, desplazamiento forzado, y extorsión.

21. El Magistrado de Control de Garantías determinó que las imputaciones realizadas por la Fiscalía habían sido completas y correctamente formuladas en su aspecto fáctico y jurídico, razón por la cual las declaró ajustadas a la legalidad. 

22. A continuación el Fiscal solicitó la imposición de medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario, a lo cual accedió el Magistrado de Control de Garantías, sin que a ello se opusiera el postulado ni su defensora.

23. Mediante oficio del 20 de octubre de 2008, el Fiscal 18 de la Unidad Nacional para la Justicia y la Paz, solicitó al Magistrado de Control de Garantías de la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior la “prórroga del término para la formulación de cargos”, de conformidad con lo establecido en el Decreto 4760 de 2005, artículo 6º, inciso 2º, aduciendo que por la complejidad del caso, el término inicial de sesenta (60) días que otorga la ley para ello, había sido insuficiente para cumplir las actividades investigativas y de verificación necesarias para establecer si se reúnen o no los requisitos de elegibilidad que contempla el artículo 10º de la Ley 975 de 2005 y en especial los referidos en los incisos 5º y 6º.    

24. En auto del 21 de octubre de 2008, el Magistrado de Control de Garantías accedió a la petición, prorrogando en sesenta (60) días más el término para la formulación y aceptación de cargos.

25. La audiencia de formulación de cargos se llevó a cabo el 4 de marzo de 2009 ante el Magistrado de Control de Garantías de la Sala de Justicia y Paz de Bogotá, en el curso de la cual, previamente a la constatación material de la representación de las múltiples víctimas, el Fiscal 18 de esa Unidad Especial formuló cargos por un total de veintiséis  (26) Homicidios en persona protegida, cinco secuestros, porte ilegal de armas, Concierto para delinquir agravado, Extorsión y Desplazamiento forzado

26. De igual manera, se reiteraron los cargos en su aspecto fáctico y jurídico, tal y como fueron formulados ante el Magistrado de Control de Garantías, cuya aceptación fue igualmente reiterada por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, en forma libre, voluntaria y debidamente informado.
27. En posterior diligencia de Legalización de  cargos esta Sala de conocimiento, luego de señalar que los hechos discriminados en el curso de la audiencia de formulación de cargos, fueron cometidos por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ durante y con ocasión de su militancia en el Bloque Calima de las AUC, durante el período comprendido entre enero de 2001 y marzo de 2003; que por otra parte el juicio de tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad se corresponde con los elementos probatorios señalados en la audiencia; y que la aceptación de cargos ha sido voluntaria, libre, consciente e informada, impartió legalidad a los cargos admitidos; determinación en contra de la cual se interpusieron recursos de apelación por parte de los abogados representantes de victimas Juan Carlos Córdoba, José Hipólito Vargas, Natalia Hidalgo y Soraya Gutiérrez.

28. La Sala de Casación Penal de la Honorable Corte Suprema de Justicia, mediante providencia del 21 de septiembre de 2009 resolvió  anular la decisión recurrida, al considerar que se imponía pronunciamiento respecto de las diferentes posturas de los  defensores de victimas sobre la readecuación típica de algunos de los hechos y, que por otra parte, para un efectivo control material y formal de la aceptación de los cargos, se echaban de menos elementos referidos a la contextualización de los mismos.

Se dijo en la citada decisión:

29. “Entonces, para que no suceda que la construcción de la verdad opere unilateral o ajena a lo realmente ocurrido, o que por virtud de una inadecuada delimitación jurídica se aparte de conceptos ineludibles de justicia, se hace necesario habilitar un espacio adecuado para la forzosa controversia y discusión, en el cual las víctimas puedan ser escuchadas y se les permita abonar desde su conocimiento esa verdad.
30. Ese sitio, como ya lo dejó sentado esta Corporación y la Corte Constitucional, no puede ser otro diferente al de la audiencia de legalización de cargos, dotados los Magistrados de Conocimiento de las amplias facultades arriba reseñadas cuando se hizo el ejercicio de derecho comparado, de manera que el diligenciamiento sólo puede trascender hacia la audiencia de individualización de pena y sentencia cuando se han satisfecho las exigencias de verdad y justicia que implican relacionar amplia y suficientemente todos y cada uno de los hechos ejecutados, dentro de su contexto y definiendo en lo posible las circunstancias de tiempo, modo y lugar, así como la correcta ubicación típica, que incluye el grado de participación, aspectos necesarios en aras de respetar, además de esos conceptos valiosos de verdad y justicia, el principio de congruencia.
31. En consecuencia esta Sala de conocimiento de Justicia y Paz a fin de restaurar la actuación en el sentido indicado, realizó  diligencia de Audiencia pública de Legalización de los cargos formulados durante los días 26, 27, 28, 29 de enero, y 4 de febrero del presente año.
32. En desarrollo de la diligencia, La Fiscalía readecuó algunos de los comportamientos desde la óptica de su ubicación típica, adicionó comportamientos punibles y modificó también las formas de participación en varios de los eventos delictivos.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

33. Atendidas las directrices de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, en lo que tiene que ver con los alcances y proyección de los Controles formal y material que han de surtirse sobre la decisión de legalización de cargos
, la Sala considera en este caso concreto lo pertinente en relación a los cargos formulados.

CONTROL FORMAL

34. Gian Carlos Gutiérrez Suárez, no solo durante la diligencia de formulación de cargos adelantada ante el Magistrado de Control de Garantías, sino también ante esta Sala de conocimiento manifestó que de manera voluntaria y contando con la información que le fuere eficazmente suministrada por su defensora, aceptaba los cargos que en relación con los treinta y un (31) Homicidios en persona protegida, un (1) Desaparecimiento forzado, cinco (5) Secuestros agravados, una (1) Extorsión y un (1) desplazamiento forzado, Porte ilegal de armas  y Concierto para delinquir agravado le fueron formulados.

35. La Sala pudo verificar en el correspondiente registro de versión libre, que el postulado informó con suficiencia las razones que lo llevaron a militar en la ilegal organización, así como la fecha de su ingreso y de su desmovilización.   

36. De igual forma se corrobora con dicho registro, sus manifestaciones en el sentido de que los delitos por él cometidos, lo fueron en cumplimiento de una política antisubversiva informada desde la cúpula de la organización, conforme a la cual, en su condición de patrullero le correspondía hacer inteligencia para obtener información sobre la población civil, en relación con  quienes presuntamente eran señalados como auxiliadores o miembros de la guerrilla, para luego mediante su aporte efectivo o directamente, dar de baja a quienes fueran así señalados.

37. Interrogado por la Sala en relación con la reconsideración relacionada respecto del tipo de  homicidio en persona protegida  y la adición de los cargos respecto de los secuestros realizada sobre los casos Nos. 3, 4, 5, 9, 10, 18, 19, y 21, así como la adición de los cinco (5) Homicidios en persona protegida determinados sobre los casos Nos. 2 y 12, y el Desaparecimiento forzado cuyo cargo fue adicionado al caso No. 15, así como las circunstancias de agravación específica adicionadas en relación con los Secuestros de que tratan los casos 2 y 12 y, sobre el Desaparecimiento forzado que se agregó al caso No. 15, el postulado Gian Carlo Gutiérrez Suárez manifestó que voluntaria y libremente aceptaba tales cargos; solicitó se tuviera en cuenta que su propósito ha sido siempre colaborar con la verdad, que él relató unos hechos y correspondía a la Fiscalía su correcta adecuación típica. En ese sentido, la Sala resuelve la legalización de los cargos, desde la óptica de la formalidad de su aceptación.

38. De igual forma, en diligencia de Legalización de cargos, se hicieron presentes los Defensores de víctimas, siempre en procura de los derechos que les asisten a sus representados.
CONTROL MATERIAL
39. CONCIERTO PARA DELINQUIR. Relata el  Señor Fiscal que durante la diligencia de versión libre para acogerse a los beneficios de la Ley 975 de 2005, el postulado Gian Carlos Gutiérrez Suárez aceptó haber pertenecido a las AUC, específicamente al Bloque Calima, desde enero de 2001 hasta el 26 de marzo de 2003. Que durante su permanencia en el grupo armado  incursionó en varias poblaciones de los departamentos del Valle, Cauca y el Huila, ostentando el cargo de patrullero en la zona rural y luego en la urbana; que fue encargado de realizar labores de inteligencia y de cometer homicidios y otras conductas, todas las cuales cumplió hasta cuando decidió retirarse de la organización criminal.

40. Que confesó que para la ejecución de sus actividades criminales como patrullero rural y urbano,  recibió armas de largo alcance, tipo Fusìl y Uzi; y también de uso personal, como revólver.

41. Señaló la Fiscalía que el Bloque Calima de las AUC, al que perteneció Gian Carlo Gutiérrez Suárez, estaba integrado por unos mil (1.000) hombres aproximadamente. Que el bloque se desmovilizó voluntariamente, entregando armas en el año 2004,  razón por la cual el Concierto para delinquir se ejecutó de manera permanente hasta esa época.
42. Aclara que el postulado estuvo en el grupo hasta el 26 de marzo de 2003 cuando fue capturado por porte ilegal de armas de defensa personal. Luego de salir en libertad, en el mes de septiembre del mismo año, decide no regresar al grupo, pero posteriormente en diciembre de 2004 se desmoviliza con el Bloque Calima, al cual perteneció.
43. Señala que el delito de concierto para delinquir agravado que es objeto de formulación en este caso, fue cometido por el señor Gian Carlo Gutiérrez Suárez durante y con ocasión de su pertenencia a las AUC. 
44. Recuerda que desde la formulación de la imputación se aclaró, que respecto del ilícito del Concierto para delinquir ya se había proferido sentencia condenatoria del 6 de julio 2007 emitida por el Juzgado 1° Penal del Circuito Especializado de Popayán, en contra de Gutiérrez Suárez, por su pertenencia a las AUC, desde su vinculación en enero de 2001 hasta el 2 de septiembre de 2001 fecha de los homicidios de Carmen Pungo y Ricaurte Román; en tal virtud argumenta el señor Fiscal, que se encuentra impune la militancia del postulado a la organización, a partir de ese dos de septiembre de 2001 y hasta el 18 de Diciembre de 2004 fecha de su desmovilización. 

45. El delito, dice, está tipificado en el libro II, Título XII - Cap I - artículo 340, inciso 2° y 342 del Código Penal, modificado por la Ley 1121 de 2006 en su  artículo 19. 

46. En relación con la adición de la agravante  prevista por el artículo 342 del CP., afirma que se deriva de la condición del postulado de ex miembro de la Policía Nacional.

47. Sobre el tema, aludiéndose al tipo previsto por el artículo 340-20 de la Ley 599 de 2000, se dijo en la ya citada sentencia de Julio seis de 2007 del Juzgado Primero penal del circuito de Popayán:

48. “La adopción de la figura del concierto ara delinquir agravado por su finalidad, desde el punto de vista de su objetividad, pese a presentar algún grado de complejidad en el referente de la agravación impuesta solo contra quienes organicen, financien, o promuevan grupos armados al margen de la ley, encuentra sin embargo cabida residual en algunos de los que tan solo hacen parte de las catervas, pues la absurda política que se han trazado en procura de extinguir lo opuesto a sus fines, remata en términos generales, en el perfil de los comportamientos que nacen de la intención de concretar actos que pueden subsumirse en cualquiera de las especies que menciona el inciso 2 del artículo 340 del C.P.”

49. “En esta solución si bien, se parte  de la representación mental de los que se agrupan para exponer las razones del acto mediato de sus corrientes doctrinarias que desgraciada y ocasionalmente concretan en actos de barbarie, se aferra uno de los ingredientes de la estructura subordinada del tipo agravado de la asociación para delinquir .No es extraño pues que desde el punto de vista del origen de la asociación, la participación hacia la consecución de los fines delictivos propuestos hacia el futuro, les resulte ingénito a las agrupaciones armadas que al margen de cualquier condicionamiento legal, desconocen los medios para obtener sus fines.”

50. Se trata entonces de la organización de personas que amparadas en la fuerza de las armas han adquirido desde su formación proyecciones doctrinarias  que hacia el futuro trascienden  sobre lo que previa distribución de tareas será su actividad exclusiva, sin que de semejante orientación se espere el respeto de los medios que se emplearan para alcanzar sus metas. Asociaciones de tal naturaleza, como las que desventuradamente constituyen  los prototipos que desangran la Nación,  se forjan desde el momento en que sus participantes aceptan concientemente el ingreso a las huestes contrarias a la ley, a partir de ese momento  los afiliados participan de los programas de formación, dirección y organización de la empresa a la que deciden ingresar y se comprometen en las tareas de ejecución precedidas e impuestas por sus superiores y estos a su ves, con las directrices que les impone  el hombre de atrás; de ahí, que para efectos de la imputación conforme al párrafo segundo del artículo 340 del código penal, sea indiferente la característica potestativa de la agravación para quienes organicen, promueva, armen o financien, los grupos armados al margen de la ley, por que lo que se intuye del pensamiento del legislador, al tratar a estos últimos como referentes, fue regular y reprimir con mayor drasticidad  las consecuencias punitivas para quienes inciten la constitución  de nuevos grupos con esas tendencias delictivas.”

51. “Entendido así el asunto, la actuación de los aceptantes de pertenecer  a las Autodefensas Unidas de Colombia, queda identificada en el núcleo sobre el que versa la imputación, esto es; acuerdo previo  entre los asociados  sobre lo que previa distribución de funciones y responsabilidades complementarias, tienen  fijado como actividad principal, esto es:  la ejecución dolosa, de acciones irregulares en las que no importan los medios ilegales que se emplearan para el fin especifico de transgredir el ordenamiento jurídico, constituyéndose en paradigma indiscutible el sinnúmero de graves atentados contra la tranquilidad colectiva y seguridad pública, que son precisamente los bienes jurídicos  que se pretenden proteger hacia el futuro por el legislador.”

52. “A partir de entonces del enunciado del concierto para delinquir previsto en el artículo 340 inciso 2, ha de verse, en efecto, asistente con la comprobación anexa al proceso,  la estructura del elemento externo que requiere  la infracción imputada. Sobre ello, las pruebas que corroboran este extremo objetivo de la imputación, resultan plurales y serias, y revelan la existencia de una célula de sujetos conformados para la realización de actos que afectan los derechos humanos a través de seguimientos y pesquisas, sin que sobre este elemento externo surjan controversias que desmientan o coloquen en duda la existencia causalista y finalista de los llamados paramilitares de las AUC”.
53. Con estos argumentos queda claro entonces que, la sentencia proferida por el señor Juez primero penal del circuito de Popayán, sancionó la militancia del postulado a la organización ilegal AUC, desde enero de 2001  -fecha de su vinculación con la organización, hasta septiembre 2 de  2001, fecha de los homicidios de Carmen Pungo y Ricaurte Román. 

54. Importa resaltar que en la misma sentencia condenatoria se consideró que el comportamiento del postulado se adecuaba a los tipos previstos por los artículos 103-104-7º,8º -Homicidio agravado en concurso homogéneo sucesivo- y 340-2º de la Ley 599 de 2000 –Concierto para delinquir agravado-.

55. No obstante que en el juicio de reproche sobre el doble Homicidio no se señaló literalmente  que el desarrollo de  estos hechos se dio en cumplimiento de patrones de conducta sistemáticos que afectaban la generalidad de una comunidad, si observa la Sala que  la ilación conceptual de la decisión informa claramente, que se trató de conductas que se enmarcan en el concepto que sobre delitos de Lesa Humanidad  establece el artículo 7.1 del Estatuto de Roma.

56. Tampoco las motivaciones que soportan el juicio de tipicidad puntual referido al delito de Concierto para delinquir agravado,  dejan duda en cuanto a la militancia del postulado a la organización ilegal que se hacia llamar Autodefensas Unidas de Colombia –AUC-.

57. Analizada la situación planteada por la Fiscalía, la Sala resuelve legalizar el cargo formulado por el delito de Concierto para delinquir agravado, pues teniendo en cuenta que la militancia por la que fue condenado Gutiérrez Suárez  se dio entre la fecha de su vinculación al grupo –enero de 2001- y la fecha de los hechos -2 de Septiembre de 2001-, para la Sala es claro, que si se desmovilizó el 18 de diciembre de 2004, previa individualización y registro como tal por  el Representante legal del Bloque Calima Heber Veloza García, fue precisamente por que hizo parte de esa organización ilegal entre septiembre 2 de 2001 y la fecha de su desmovilización, militancia que no fue cobijada en su marco temporal por la sentencia que previamente se emitió en su contra por el delito de Concierto para delinquir.

58. Finalmente y para lo que interese en su momento a los resultados del incidente que se orienta a la reparación de la víctimas que se llegaran a acreditar ante la Sala, se deja constar que por el doble homicidio se dispuso condenar al postulado Gian Carlo Gutiérrez Suárez “ ….a pagar como indemnización por perjuicios morales a las víctimas causahabientes de los occisos  CARMEN PUNGO DE SÁNCHEZ y  RICAURTE ROMÁN PUNGO VARGAS a cada uno la suma de Mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, lo cual deberá hacer dentro del año siguiente a la ejecutoria de la sentencia”
HOMICIDIOS EN PERSONA PROTEGIDA

59. Destaca la Sala que como los delitos de Homicidio materia de legalización en este asunto se plantean bajo los conceptos de Crímenes de Guerra y/o de Lesa  humanidad,  constituye referencia obligada el análisis de los elementos internos y externos de estas especiales formas de criminalidad.

60. En ese sentido conforme al Derecho penal internacional, se atenderán en su conjunto las comprobaciones referidas al dolo y antijuridicidad
,  así como las que permitan verificar elementos de contexto en ambos  casos y que se relacionan con la existencia de un conflicto armado no internacional en el país, y la sistematicidad y/o generalidad de graves ataques respecto de población protegida o civil.
”  

CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD
Contextualización:

61. La sistematicidad y/o generalidad de graves ataques respecto de población protegida o civil.

62. Como en su conjunto lo solicitaron defensores de víctimas, Fiscalía y delegado de la Procuraduría General de la Nación, los comportamientos desplegados por el postulado en su condición de militante del Bloque Calima constituyen Crímenes de Lesa Humanidad; sus acciones inequívocamente informan grave ofensa a la humanidad, mediante las sistemáticas y generalizadas violaciones a los derechos humanos de los que resultaron víctimas  habitantes de los municipios de El Bordo, Tambo y Mercaderes en el Cauca y Guadalupe y San José de Isnos en el Huila quienes fueron selectivamente asesinados, desplazados y secuestrados.

63. “En  el caso de los crímenes, contra la humanidad, la amenaza para la paz,  la seguridad y el bienestar mundiales,  consiste en el ataque masivo y sistemático de los derechos de la población civil. El hecho global cuestiona a la humanidad como tal, en el sentido de “un Standard mínimo de las reglas de la coexistencia humana”,  el hecho no afecta, por tanto, exclusivamente a la victima individual, sino, a la comunidad internacional en su totalidad. Junto a estos intereses supra individuales, el tipo protege también intereses individuales, a saber,  la vida, la salud, la libertad y la dignidad de las victimas concretas.”

64. Sobre esta especial y alarmante forma de criminalidad, en pretérita oportunidad preciso esta Sala de decisión:

65. “….  aunque nuestra legislación penal no contemple un título especial para esta modalidad de conductas, pero si nuestra Constitución Política al prohibir:  la pena de muerte,  el sometimiento a otro a desaparición forzada, torturas o tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; la aplicación del principio fundamental de la igualdad prohibiendo cualquier tipo de discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica; y, la prohibición  de la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos en todas sus formas142, así como instrumentos internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia143 y que en palabras de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, “las autoridades colombianas deben observar no sólo la normatividad interna sino aquella  integrada en el bloque de constitucionalidad y las decisiones proferidas por organismos internacionales, tales como el Comité de Derechos Humanos, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos” 

CRÍMENES DE GUERRA
Contextualizaciòn:
66. (I).Conflicto armado interno y/o  internacional . (ii) Graves ataques contra población protegida o civil. 
67. El derecho internacional humanitario (DIH),  que rige los conflictos armados, relaciona los conceptos de conflictos armados internacionales en el que se enfrentan dos o más Estados, y conflictos armados no internacionales, que pueden surgir entre fuerzas gubernamentales, entre grupos armados no gubernamentales, o entre si. El derecho de los tratados de DIH  perfila los conflictos armados no internacionales en el sentido de los artículos 3 común a los Convenios de Ginebra de 1949 y 1º del Protocolo adicional II.
68. El artículo 3 común se aplica a un "conflicto armado que no sea de índole internacional y que surja en el territorio de una de las Altas Partes Contratantes".  Quiere ello decir que las hostilidades han de trabarse  entre  uno o más grupos armados no gubernamentales o gubernamentales o, entre actores de igual naturaleza. La situación de conflicto debe superar en su proyección de violencia, a la que es usual en conflictos menores y disturbios internos. “Los grupos no gubernamentales que participan en el conflicto deben ser considerados "partes en el conflicto", en el sentido de que disponen de fuerzas armadas organizadas. Esto significa, por ejemplo, que estas fuerzas tienen que estar sometidas a una cierta estructura de mando y tener la capacidad de mantener operaciones militares.”  

69. Una definición más restringida de conflicto armado no internacional fue adoptada para los fines específicos del Protocolo adicional II. Este instrumento se aplica a los conflictos armados "que se desarrollen en el territorio de una Alta Parte Contratante entre sus fuerzas armadas y fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas y aplicar el presente Protocolo

70. “En este contexto, hay que recordar que el Protocolo adicional II "desarrolla y completa" el artículo 3 común "sin modificar sus actuales condiciones de aplicación". Esto significa que ha de tenerse en cuenta esta definición restringida sólo en relación con la aplicación del Protocolo II, y no con el derecho de los conflictos armados no internacionales en general.” 

71. Conflicto  en Colombia. El origen, evolución y mutaciones de  las distintas pero antiguas situaciones de conflicto en Colombia es tema que por su complejidad ha sido mirado desde múltiples y distintas ópticas por los estudiosos de la Historia Socio Política Nacional; sin embargo  la obligación  de visibilizar en esta decisión si las circunstancias fácticas comprendidas en los cargos formulados por los delitos de Homicidio en persona protegida y de Desplazamiento Forzado del artículo 159 del C.P., cuya legalización nos ocupa, permite a la Sala la caracterización de tales violaciones como actos ejecutados en  desarrollo y con ocasión de un conflicto armado interno sostenido, por miembros de una de sus estructuras criminales, organizada, que detentó algún control territorial y que decidió desmovilizarse y “contribuir decisivamente a la reconciliación nacional” y por tanto constituyen crímenes de guerra, y de igual forma, visibilizar también, si simultáneamente estos delitos se cometieron con el conocimiento del postulado sobre la situación de vulnerabilidad de la población lesionada frente al aparato agresor, su ajenidad con el conflicto, y la verificación de que tales actos se ejecutaron sistemática y/o generalizadamente, en cumplimiento o para promover una política clara de la organización, caso en el cual también  serían delitos de  lesa humanidad, se considera conducente el precisar someramente en esta decisión los antecedentes de violencia que inequívocamente incubaron la subsiguiente situación de conflicto armado interno en cuyo marco se dieron tales comportamientos.
72. La historia de Colombia se ha caracterizado por sostenidas etapas de violencia que en principio se generaron y orientaron básicamente por conflictos vinculados a  la posesión de tierras. 

73. Esa tradición histórica de violencia en una evolución degradada fue gestando en diferentes fechas, también distintas organizaciones que de una u otra forma desplegaron y  para  2010, aún ejecutan acciones armadas al margen de la ley; muchísimas con finalidades terroristas y las que mas violatorias  del derecho de gentes y al hoy del Derecho Internacional  Humanitario.

74. Durante los conflictos de 1930 las luchas por la tierra fueron el denominador común. A partir de 1946  se  vive en Colombia quizás la mayor etapa de violencia que terminó parcialmente en 1958 con el pacto del Frente Nacional.

75. Sin embargo, campesinos inconformes se perfilaron desde entonces  como grupos de resistencia armados que se formaron especialmente en las zonas del campo, movimiento que se proyectó en el tiempo, pues se trataba de campesinos armados y con alguna organización.
76. En la  década de los 60's aparecen,  grupos guerrilleros con ideologías y políticas diferentes.
77. Surgieron entonces como organizaciones de mayor estructura y con algún impacto sociopolítico, las llamadas “guerrillas de autodefensas campesinas”. 
78. De igual forma, como fechas emblemáticas de otras organizaciones vinculadas al conflicto Colombiano se referencian en Mayo 27 de 1964 Fuerzas Armadas revolucionarias FARC, julio de 1964 Ejército de Liberación Nacional E.L.N., 1967 Ejercito Popular de Liberación Nacional EPL., 19 de abril de 1970 M-19., 1978 Quintin Lame (Grupo guerrillero indígena)., 1980  Autodefensas Unidas de Colombia AUC. –Paramilitares-, 2005 Bandas criminales emergentes –BACRIM-, conformadas, según información aportada al proceso, por 21 estructuras que operan en 19 Departamentos y 120 municipios. 
 

LAS AUTODEFENSAS

79. El origen de las autodefensas deriva de campesinos que predicaron haber sido organizados y armados por  ganaderos, narcotraficantes, agricultores  y  empresarios para contrarrestar el accionar guerrillero, los que asumieron según sus ópticas el control de la seguridad pública, mayormente en regiones en las que era nula la institucionalidad. 
80. En 1979 el padre de los hermanos Castaño Gil, Jesús Antonio Castaño González es secuestrado en su finca de Antioquia por el 4º frente de las FARC y muere en cautiverio; desde entonces Fidel y Carlos con el respaldo de ganaderos y terratenientes de la región, crean las Autodefensas Unidas de Córdoba y Urabá, un grupo armado al margen de la ley que reiteradamente publicitó  como objetivo combatir a los distintos frentes de la guerrilla  que operaban en la región.
81. En ese contexto, el MAS –Muerte a Secuestradores- surgió en 1981 en respuesta al secuestro de Martha Nieves Ochoa vinculada a la familia Ochoa Restrepo que para  entonces formaba parte del Cartel de Medellín.
82. La vinculación del sector agropecuario colombiano, y del narcotráfico con las Autodefensas, así como la nociva paramilitarización de esa organización que hasta entonces pregonó  fines delimitados a un propósito auto defensivo, se evidencia con el reencause de aquella estrategia inicial hacia una política de ataque indiscriminado contra población civil, fortalecido  mediante el apoyo estratégico y logístico que para las décadas de los  80, 90 y 2000 recibieron de algunos miembros del Ejército y Policía Nacional. Este letal aporte fue resaltado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos cuando señaló:

83. “Al respecto, tal como fue señalado en el capítulo sobre Responsabilidad Internacional del Estado de esta Sentencia, la Corte tiene presente que se ha documentado en Colombia la existencia de numerosos casos de vinculación entre paramilitares y miembros de la fuerza pública, en relación con hechos como los del presente caso.  En los informes publicados desde 1997 sobre la situación de derechos humanos en Colombia, la Oficina del Alto Comisionado de de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos ha documentado los casos de colaboración entre las fuerzas públicas y los paramilitares, que han representado un gran obstáculo para la observancia de los derechos humanos en Colombia, en opinión del Alto Comisionado. En sus informes, la Alta Comisionada hace constante referencia a la impunidad del Estado frente a las violaciones cometidas por los paramilitares y la connivencia entre estos grupos y la fuerza pública”

84. “ En efecto, la incursión de los paramilitares en Mapiripán fue un acto planeado desde varios meses antes de julio de 1997, ejecutado con pleno conocimiento, previsiones logísticas y la colaboración de las Fuerzas Armadas, quienes facilitaron la salida de los paramilitares desde Apartidó y Neclocí y su traslado hasta Mapiripán en zonas que se encontraban bajo su control y dejaron desprotegida a la población civil durante los días de la masacre mediante el traslado injustificado de las tropas a otras localidades" .
85. “La Corte dio por probado que "el ejército colombiano permitió el aterrizaje de los `vuelos irregulares' que transportaban" los paramilitares a la zona, y "facilitó el transporte de los paramilitares hasta Mapiripán." 

86. Al rodear Mapiripán en el amanecer del día 15.07.1997, los paramilitares "vestían prendas de uso privativo de las fuerzas militares, portaban armas de corto y largo alcance monopolio del Estado, y utilizaban radios de alta frecuencia"
. 
87. Por igual en sentencia del 12 de junio de 2002, la Corte Interamericana  de Derechos Humanos resaltó en el sentido atrás señalado, la evolución de las autodefensas hacia el paramilitarismo cuando precisó:

88. “En 1984 se conformó en el Municipio de Puerto Boyacá un “grupo de autodefensa” denominado Asociación de Campesinos y Ganaderos del Magdalena Medio (ACDEGAM), que “en sus inicios tenía fines sociales y de defensa contra posibles agresiones de la guerrilla. Con el tiempo esta agrupación derivó en un grupo “paramilitar” o delincuencial, que no solo pretendía defenderse de la guerrilla sino también atacarla y erradicarla. Este grupo tenía gran control en los Municipios de Puerto Boyacá, Puerto Berrio y Cimitarra y se encontraba comandado por Gonzalo Pérez y sus hijos Henry y Marcelo Pérez. En la época en que ocurrieron los hechos de este caso el Magdalena Medio era una región en la cual había una intensa actividad de lucha del Ejército y las “autodefensas” contra los guerrilleros, en la cual los altos mandos militares de la zona no sólo apoyaron al referido “grupo de autodefensa” para que se defendiera de la guerrilla, sino que además lo apoyaron para que adoptara una actitud ofensiva.”“

89. Así como la  Jurisprudencia Internacional destacó la existencia de aquella alarmante combinación y sus nefastos resultados, la expansión del aparato criminal mereció la atención y estudio de la Academia, la Doctrina Nacional y de las distintas organizaciones defensoras de derechos Humanos.

90. “Los grupos paramilitares, que ya habían estado presentes en el conflicto en períodos anteriores, para comienzos de los noventa, se encontraban en medio de un proceso de organización. Durante toda esta década, se consolidan coaliciones regionales que, probablemente, tuvieron más que ver, en sus inicios, con un esfuerzo de verticalización del negocio del narcotráfico (que financió estos grupos) que con un ejercicio político. Sin embargo, se debe advertir que la incursión de estos grupos en la violencia política de los años ochenta reveló que sí tenían una vocación de largo plazo de construir, mediante el ejercicio de la violencia, un proyecto político. En ese sentido, hoy día no se pone en duda la responsabilidad de estas fuerzas en la muerte selectiva y organizada de miles de líderes activistas y militantes de la Unión Patriótica y docenas de líderes y militantes del Partido Liberal.”

91. “Para la segunda mitad de la década del noventa, en muchas regiones del país, se contaba con diversas organizaciones paramilitares, con estructuras jerarquizadas, capacidad logística y experticia profesional en las diversas formas y propósitos del ejercicio de la violencia: desde aquella asociada al narcotráfico, hasta labores de protección y violencia selectiva. En ese escenario, los lazos entre estas organizaciones, que existían desde los ochenta en materia de entrenamiento militar y logística, se estrecharon. En abril de 1997, las “Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá, las del Magdalena Medio y las de los Llanos Orientales se unieron para conformar las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC)” (Verdadabierta.com). En mayo del siguiente año, se adhirieron las Autodefensas de Santander y del Sur del Cesar, las Autodefensas del Casanare y las Autodefensas de Cundinamarca, adhesión a la que le siguió la de otros grupos posteriormente.”
92. “El proceso de alianza entre los diversos grupos paramilitares resultó en una federación de grupos regionales que se definieron como “organizaciones contraguerrilleras y aliadas del Estado en su lucha contrainsurgente”. Bajo estas premisas, definieron un plan de expansión territorial y desplegaron una estrategia de violencia que aumentó de manera significativa la intensidad del conflicto, en especial la victimización de la población civil.”
93. “En efecto, el máximo global en la victimización de civiles ocurre en 2001 y corresponde a la época más funesta de las masacres perpetradas por grupos paramilitares. Estos desplegaron una estrategia contrainsurgente, en la que la violencia contra la población civil fue el principal instrumento de su estrategia de terror. El gráfico 6 muestra el incremento acelerado de la victimización de civiles casi desde el inicio del recrudecimiento y su permanencia en niveles cercanos al máximo global entre 1999 y 2002. En el mismo gráfico se observa cómo prácticamente la totalidad de las víctimas de las acciones unilaterales paramilitares fueron civiles: ello indica que hubo una estrategia deliberada de victimización de civiles como estrategia de guerra.”

94. “Sin embargo, esta no fue la única estrategia. A partir del año 2000, esta federación de paramilitares incrementa de manera sustancial el número de combates con las guerrillas, adquiriendo un carácter contrainsurgente, en ocasiones complementario y en ocasiones sustituto, de la estrategia contrainsurgente de las fuerzas estatales.”

95. “En relación con la expansión territorial de las AUC, esta tuvo su principal epicentro en el norte del país, donde se empeñaron en la construcción de un corredor “antisubversivo, que va de la frontera con Panamá (selva del Darién) hasta los límites con Venezuela, y pasa por el norte de Antioquia, Córdoba, Bolívar, el Magdalena Medio y el Cesar”. Luego de lograr establecerse en los santanderes, la expansión paramilitar continuó hacia el oriente, buscando el control del departamento de Arauca. Otro de los ejes de expansión del proyecto de las AUC  fue hacia el suroccidente del país, que tuvo como principales áreas de influencia el norte del Valle (en conexión con el Cañón de las Garrapatas) y Bajo Putumayo, ejes a partir de los cuales se expandieron por el Valle, Cauca, Nariño, Putumayo y parte de Huila.”
96. “En relación con la expansión del paramilitarismo hacia el sur del país, es pertinente anotar que estuvo relacionada, de manera importante, con la intención de estos grupos de proteger y expandir su control sobre rentas provenientes de la producción de narcóticos. En efecto, Cubides señala cómo, si existe algún patrón identificable de la expansión del paramilitarismo, es la expansión “al arbitrio de las oportunidades” (Cubides, 2005: 231). En el caso del suroccidente, esas oportunidades estuvieron en la financiación de sus estructuras armadas a través de las rentas provenientes del cultivo de insumos para la producción de narcóticos y en la disposición y apoyo de las élites locales. En 1999, la expansión paramilitar se evidenció con un incremento en los niveles de violencia de estos grupos .” 

97. En diciembre de 1991, se adelanta en Cimitarra –Santander- la Primera Cumbre de las autodefensas,  con la participación de las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU), Las Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio (ACMM) con la finalidad de unificar a todos los sectores  de autodefensas que con menor impacto operaban a nivel Nacional.
98. En diciembre de 1998 se lleva a cabo una segunda cumbre nacional de Autodefensas con la participación de las  Autodefensas Campesinas del Magdalena Medio (ACMM), las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU) y las Autodefensas Campesinas de los Llanos Orientales con la finalidad de  unificarse a nivel nacional, identificándose a partir de esa cumbre como Autodefensas Unidas de Colombia (AUC).
99. Como quiera que los reiterados ataques en contra de población civil por parte de los grupos de autodefensas paramilitarizados, se pretendieron legitimar sin suerte ante la expansión de los distintos grupos guerrilleros, debe la Sala resaltar que asunto diferente es, que para aquellas fechas, también las distintas guerrillas que operaban en el territorio colombiano, hacían victima de sus acciones a la población civil, tal y como lo verificó la Fiscalía  en relación con los habitantes de los Departamentos del Valle del Cauca, Cauca, Huila y Quindío, quienes fueron sometidos al cobro de impuestos, masacres, secuestros y homicidios selectivos. 

100. “Los secuestros son, como ya vimos, una de las principales bases financieras que permitieron la expansión de los frentes del ELN y las FARC y por ello conviene mirarlos en detalle. No obstante hay que señalar que el análisis de las series construidas presenta dificultades por los cambios en la naturaleza de los hechos. En el pasado eran generalmente secuestros extorsivos individualizados, pero desde 1996 y sobre todo desde 1997, se introduce la modalidad de los secuestros masivos por lo que en el pasado reciente las cifras son mucho más elevadas. Según la serie de la Policía entre enero 1992 y el 2000 se tiene que de un total de 1.669 secuestros registrados, 1.048 fueron atribuidos a las guerrillas (62.8%). Analizando solamente estos últimos, se tiene que entre 1992 y 1996 se registró una tendencia a la baja pues pasaron de 88 en 1992 a 42 en 1995 y desde 1996 se tiende al alza hasta llegar al pico de 243 en 1997 y de nuevo tienden a la baja pues en 1998 fueron 221, en 1999 135, y vuelven a subir en los primeros seis meses de 2000. El ELN ha sido el grupo más activo pues de los 1.048 secuestros de las guerrillas entre 1992 y el 2000 le han sido adjudicados 784 que representan el 74.8%; las FARC, de su lado, cometieron 205 que significaron el 19.6% y el resto fueron atribuidos al ERP y al EPL. Hasta 1996, cuando predominaba la modalidad del secuestro extorsivo individualizado, la mayor cantidad de secuestros se concentró en el sur del Cesar y el Magdalena Medio santandereano; a partir de 1997, con el auge de los secuestros masivos, a las dos anteriores se le sumaron el sur de Bolívar, región en la que el ELN concentró a los secuestrados del avión de Avianca, y el Magdalena Medio antioqueño.” 

101. Debe recordarse que aquella evolución degradada del conflicto, fue fortalecida con medidas legislativas que como era de esperarse compartimentaron las obligaciones constitucionales del Estado, al involucrar población civil que sin formación alguna interfirieron en la defensa del orden constitucional, todo lo cual, también como era de esperarse, facilitó el  nacimiento, organización y proyección de toda suerte de concertaciones criminales.  

102. Téngase en cuenta que El Gobierno Nacional había declarado  “turbado el orden público y en estado de sitio el territorio nacional” y con tales facultades, expidió el Decreto  3398 de 1965 “ por el cual se organiza la defensa nacional”, convertido en legislación permanente por la Ley 48 de 1968.
103. “Los artículos 25 y 33 del referido Decreto Legislativo dieron fundamento legal a la creación de “grupos de autodefensa”. En la parte considerativa de esta normativa se indicó que “la acción subversiva que propugnan los grupos extremistas para alterar el orden jurídico, requiere un esfuerzo coordinado de todos los órganos del poder público y de las fuerzas vivas de la Nación” y, al respecto, el referido artículo 25 estipuló que “ todos los colombianos, hombres y mujeres, no comprendidos en el llamamiento al servicio militar obligatorio, podrían  ser utilizados por el Gobierno en actividades y trabajos con los cuales contribuyeran al restablecimiento de la normalidad”. Asimismo, en el parágrafo 3o del mencionado artículo 33 se dispuso que  “ El  Ministerio de Defensa Nacional, por conducto de los comandos autorizados, podrá amparar, cuando lo estime conveniente, como de propiedad particular, armas que estén consideradas como de uso privativo de las Fuerzas Armadas”. Los “grupos de autodefensa” se conformaron de manera legal al amparo de las citadas normas, por lo cual contaban con el apoyo de las autoridades estatales.” 

104. En la misma decisión se aduce por la Corte Interamericana:
105. “En el marco de la lucha contra los grupos guerrilleros, el Estado impulsó la creación de tales “grupos de autodefensa” entre la población civil, cuyos fines principales eran auxiliar a la Fuerza Pública en operaciones antisubversivas y defenderse de los grupos guerrilleros. El Estado les otorgaba permisos para el porte y tenencia de armas, así como apoyo logístico. “En la década de los ochenta del siglo XX, principalmente a partir de 1985, se hace notorio que muchos “grupos de autodefensa” cambiaron sus objetivos y se convirtieron en grupos de delincuencia, comúnmente llamados “paramilitares”. Primeramente se desarrollaron en la región del Magdalena Medio y se fueron extendiendo a otras regiones del país.” 

106. De cara a la proliferación de organizaciones dedicadas a los homicidios por paga o promesa remuneratoria, escuadrones de la muerte, comercio ilegal de armas, secuestros, extorsiones etc. a fin de frenar su expansión en 1989 se tomaron medidas legislativas entre las que vale mencionar:

107. El Decreto Legislativo 0180 del 27 de Enero de 1988 “por el cual se complementan algunas normas del Código Penal y dictan otras disposiciones conducentes al restablecimiento del orden público”. En este decreto se tipificó, inter alia, la pertenencia, promoción y dirección de grupos de sicarios, así como la fabricación o tráfico de armas y municiones de uso privativo de las Fuerzas Militares o de Policía Nacional. Posteriormente, este decreto fue elevado a legislación permanente mediante el Decreto 2266 de 1991”.
108. El 8 de junio de 1989 se emitió el Decreto 1194 “por el cual se adiciona el Decreto legislativo 0180 de 1988, para sancionar nuevas modalidades delictivas, por requerirlo el restablecimiento del orden público”. En la parte considerativa de esta norma se expuso que “los acontecimientos que vienen ocurriendo en el país, han demostrado que existe una nueva modalidad delictiva consistente en la comisión de actos atroces por parte de grupos armados, mal llamados ‘paramilitares’, constituidos en escuadrones de la muerte, bandas de sicarios, grupos de autodefensa o de justicia privada, cuya existencia y acción afectan gravemente la estabilidad social del país, las cuales deben reprimirse para lograr el restablecimiento del orden y la paz públicos”. En este decreto se tipificó la promoción, financiación, organización, dirección, fomento y ejecución de actos “tendientes a obtener la formación o ingreso de personas a grupos armados de los denominados comúnmente escuadrones de la muerte, bandas de sicarios o de justicia privada, equivocadamente denominados paramilitares”. También se tipificó la vinculación y pertenencia a dichos grupos, así como el instruir, entrenar o equipar “a personas en tácticas, técnicas o procedimientos militares para el desarrollo de las actividades delictivas” de los referidos grupos armados. Asimismo, se estipuló como agravante de las anteriores conductas el que fueran “cometidas por miembros activos o retirados de las Fuerzas Militares o de Policía Nacional o de organismos de seguridad del Estado”. Posteriormente, este decreto fue elevado a legislación permanente mediante el Decreto 2266 emitido el 4 de octubre de 1991. 

109. Con el mismo fin “El 19 de abril de 1989 se emitió el Decreto 0815, mediante el cual se suspendió la vigencia del parágrafo 3 del artículo 33 del Decreto legislativo 3398 de 1965, el cual facultaba al Ministerio de Defensa Nacional para autorizar a los particulares el porte de armas de uso privativo de las Fuerzas Armadas. En la parte considerativa del Decreto 0815 se indicó que “la interpretación del Decreto legislativo 3398 de 1965, adoptado como legislación permanente por la Ley 48 de 1968, hecha por algunos sectores de la opinión pública, ha causado confusión sobre su alcance y finalidades, en el sentido de que se puedan llegar a tomar como una autorización legal para organizar grupos civiles armados que resultan actuando al margen de la Constitución y las leyes”. Posteriormente, mediante sentencia de 25 de mayo de 1989, la Corte Suprema de Justicia declaró “inexequible” el referido parágrafo 3 del artículo 33 del Decreto legislativo 3398 de 1965.” 
Se dijo en esa oportunidad:

110. “En la actualidad los grupos paramilitares son responsables, según los órganos de control y organizaciones no gubernamentales, del mayor número de ejecuciones extralegales, de torturas y de desapariciones forzadas. 
111. La Oficina ha podido igualmente constatar esa relación a partir de las quejas recibidas. Durante el año 1997, la acción de los grupos paramilitares ha continuado extendiéndose en todo el territorio del país, y últimamente en zonas de control de la guerrilla.

112. “En sus desplazamientos al terreno, la Oficina constató el terror generalizado entre la población civil ante las masacres y ejecuciones selectivas, previa tortura de las víctimas, desapariciones, controles ilegales de identidad, de circulación y restricción del acceso a los alimentos y a los medicamentos cometidos por los grupos paramilitares, hechos que están provocando desplazamientos masivos de población.
112. La utilización de estos métodos parece ser la modalidad elegida por estos grupos para sembrar el terror en regiones en las cuales se acusa a la población de ser "auxiliadores de la guerrilla". La presencia de paramilitares en las zonas rurales pudo ser igualmente constatada por los miembros de la Oficina.”
113. …::…….

114. “El problema del paramilitarismo se ha tornado aún más complejo con la existencia de grupos de civiles armados que, con autorización legal, realizan actividades análogas a las de la fuerza pública. Mediante el Decreto extraordinario No. 356 de 1994 se establecieron los "servicios especiales de vigilancia y seguridad privada" cuyos miembros quedaron facultados para promover su propia seguridad en áreas de alto riesgo y para emplear armas de guerra. Así nacieron las asociaciones "Convivir", hoy privadas de tal nombre, que en nada han contribuido a clarificar las relaciones entre el Estado y el fenómeno paramilitar. En la práctica, para quienes observan la situación de los derechos humanos en el país, resulta muy difícil distinguir las acciones de los grupos paramilitares de aquellas de algunas asociaciones, "Convivir" pues entre ellas se dan, en numerosos casos, relaciones de coincidencia, convergencia, complementariedad y suplantación. Las víctimas de tales acciones son incapaces de distinguir a qué grupos pertenecen sus autores, y hablan indistintamente de los "paracos" (paramilitares en lenguaje popular) o de "los de la Convivir". Informaciones fidedignas recibidas por la Oficina dan cuenta de la participación en asociaciones "Convivir" de reconocidos paramilitares, algunos con órdenes de captura pendientes.
115. “Las asociaciones "Convivir" han funcionado sin control efectivo ni supervisión adecuada. En noviembre de 1997, la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, encargada de vigilarlas, reconoció que no tenía capacidad para cumplir eficazmente esa tarea, y en muchos lugares han operado con el exclusivo e irregular aval de los gobernadores de departamentos o de los comandantes militares.”

116. “Según la Fiscalía General de la Nación, a fines de 1997 se adelantaban, por lo menos, 35 investigaciones penales contra miembros de esas asociaciones acusados de homicidio, tortura y otros delitos graves. Quejas recibidas por la Oficina del Alto Comisionado en Colombia dan cuenta igualmente de casos de ejecuciones, torturas, desapariciones y otros crímenes cometidos por miembros de dichas "asociaciones". 
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117. Como viene demostrado, se entronizó un conflicto interno en el territorio Colombiano materializado por subversivos y autodefensas para militarizadas en procura de sus aspiraciones de control territorial, implementaron un sistema generalizado de violaciones a los derechos humanos. En su propósito de expansión, los paramilitares sometieron y ubicaron a la  población civil inerme, -sin su aprobación- entre dos fuegos, resultando víctima de masacres, homicidios selectivos, torturas, desplazamientos, reclutamiento de menores, secuestros, actos de terrorismo, extorsiones, toma de poblaciones, genocidios, desaparecimientos entre otros.

118. Tal apreciación de la Sala no solo se concluye de las verificaciones de la Fiscalía y de los  numerosos estudios que vienen referenciados, por igual esta postura ha sido reiterada por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia que sobre el tema en reciente decisión precisó:

119. “Está demostrado, porque sin excepción todos los actores del conflicto lo aceptan, que el departamento de Córdoba fue uno  de los epicentros de la confrontación entre grupos armados al margen de la ley. Es muy posible que en un principio ese fenómeno obedeciera a la muy cuestionable pretensión de sustituir al Estado democrático para enfrentar un “estado guerrillero.” Sin embargo, la dinámica del conflicto demuestra que no fue así. Al contrario, en nombre de una concepción fundamentalista de ultra derecha que no permitía la menor disidencia, luego de imponer “orden”, las autodefensas armadas decidieron incidir en lo político, en lo económico y en lo espiritual.”
120. “Tal sería el dominio que según Salvatore Mancuso (alias Santander Lozada), uno de los artífices de esa espiral de violencia, las autodefensas se constituyeron en un “estado de facto”, ejercieron el gobierno, cobraron impuestos, decidieron conflictos e incluso “hasta el poder eclesiástico fue reemplazado por nosotros en la zona.” 

121. “Iván Roberto Duque, alias “Ernesto Báez” fue más explícito:

122. “Las autodefensas construyeron unos Estados y a través de esos Estados administraron justicia, ejercieron autoridad, se dictaron leyes, se estableció un sistema impositivo de contribuciones, se pagó servicio militar, es decir todo lo que se hace en un Estado de derecho…Cuando en esas regiones el jefe del Estado de hecho mandaba llamar a alguien y ese alguien no se presentaba de inmediato, la amenaza era contundente y clara: o se presenta o mandamos por usted.” 

123. En ese contexto, como para  facilitar el diálogo y la suscripción de acuerdos con grupos armados organizados al margen de la ley, para su desmovilización, convivencia pacífica y reconciliación Nacional, el artículo 3º de la Ley 782 de 2002, faculta a  los  representantes autorizados expresamente por el Gobierno Nacional para: 
124. “a) Realizar actos tendientes a propiciar acercamientos y adelantar diálogos con los grupos armados organizados al margen de la ley; 
125. b) Adelantar diálogos, negociaciones y firmar acuerdos con los voceros, o miembros representantes de los grupos armados organizados al margen de la ley, dirigidos a: obtener soluciones al conflicto armado, lograr la efectiva aplicación del Derecho Internacional Humanitario, el respeto de los derechos humanos, el cese de hostilidades o su disminución, la reincorporación a la vida civil de los miembros de estos grupos, o lograr su sometimiento a la ley, y enmarcados en la voluntad de crear condiciones que propendan por un orden político, social y económico justo. 
126. Los acuerdos y su contenido serán los que a juicio del Gobierno sean necesarios para adelantar el proceso de paz y su cumplimiento será verificado por las instancias nacionales o internacionales que para el efecto y de común acuerdo designen los partes. 
127. Estos acuerdos deben garantizar el normal y pleno funcionamiento de las instituciones civiles de la región en donde ejerce influencia el grupo armado al margen de la ley que los suscribe.”
128. Y la misma legislación, determina  en su parágrafo 1º  que por grupo armado al margen de la Ley debe entenderse de conformidad con las normas del Derecho Internacional Humanitario:”…. aquel que, bajo la dirección de un mando responsable, ejerza sobre una parte del territorio un control tal que le permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas. ”
129. Autorizando además  la legislación en cita que con ese cometido “…. el Gobierno Nacional podrá acordar con los voceros o miembros representantes de los grupos armados organizados al margen de la ley, con los que se adelanten diálogos, negociaciones o acuerdos, su ubicación temporal o la de sus miembros, en precisas y determinadas zonas del territorio nocional o internacional, de considerarse conveniente.” 

130. Al estimarse por el señor Presidente de la República la convergencia de condiciones para la apertura de un proceso de diálogo y reconciliación, con las facultades que como se anotó en precedencia le vienen conferidas por la Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por las Leyes 548 de 1999 y 782 de 2002,  junto con los Ministros del Interior y de Justicia y de Defensa Nacional, mediante Resolución No 091 de 2004 se dispuso la apertura del proceso de diálogo, negociación y firma de acuerdo  con las Autodefensas Unidas de Colombia –AUC-, organización armada que previamente en el acuerdo de Santa Fe de Ralito suscrito el 15 de julio de 2003, se había comprometido a iniciar antes del 31 de Diciembre de esa misma anualidad la desmovilización paulatina y gradual de la totalidad de sus integrantes que finalizaría el 31 de diciembre de 2005, en tanto que el Gobierno Nacional, se comprometió  a  implementar políticas de rehabilitación social y económica que viabilicen la reinserción a la vida civil de los integrantes de la citada organización ilegal. 

131. “Estadísticas sobre reinserción en Colombia, reportadas por el Programa de Atención Humanitaria al desmovilizado (PAHD) de la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, reportan que las desmovilizaciones de las autodefensas se iniciaron el 25 de noviembre de 2003 en Medellín con el bloque Cacique Nutibara y terminaron el 15 de agosto de 2006 con el bloque Elmer Cárdenas en la Vereda El Tigre, Municipio de Unguia, departamento de Chocó. Con la entrega de armas por parte de 39 bloques de las autodefensas, se desmovilizaron 31.671 de los integrantes de los grupos irregulares.”
132. “Aunado a la anterior, durante el periodo comprendido entre agosto de 2002 y agosto 31 de 2009, se presentaron 3.682 desmovilizaciones individuales, para un gran total de 35.353 desmovilizados individuales y colectivos; 94% hombres y 6% mujeres.” 

133. “A diciembre de 2009, en los procesos de la Ley Nº 975 (2005) se habían enunciado 2.520 casos de desaparición forzada, de un total de 35.664 crímenes confesados. Como consecuencia, se habían exhumado 2.388 fosas y encontrado 2.901 cadáveres. Sin embargo, la identificación y entrega de restos y cuerpos son todavía muy lentas: hay 910 identificados de manera plena, de los cuales 796 han sido entregados a sus familiares.”
 l

134. “Desde la detención de tres congresistas en noviembre de 2006, el número de políticos y funcionarios públicos investigados por supuestas relaciones con organizaciones paramilitares, o casos de "parapolítica", ha continuado aumentando. A noviembre de 2009, había 93 casos abiertos contra congresistas, de un total de 268 miembros elegidos para el período 2006-2010, pertenecientes a 15 partidos políticos diferentes. A diciembre de 2009, había un total de 13 personas condenadas, 5 absueltas y 9 casos en los que se determinó que no había suficientes pruebas para continuar con la investigación. A noviembre de 2009, había 249 casos iniciados contra 12 gobernadores, 166 alcaldes, 13 diputados y 58 concejales.” 

135. “La Procuraduría por su parte en los últimos fallos que tienen que ver con parapolítica inhabilitó para ejercer cargos públicos por 20 años a los ex congresistas Luis Eduardo Vives, Alfonso Campo, Dieb Maloof y Jorge Luis Caballero. Según el fallo del Ministerio Público  “ los ‘paras’ crearon “distritos electorales” donde amenazaron a los electores, manipularon las campañas e incluso adulteraron los resultados oficiales el día de la votación para asegurar la victoria de sus candidatos.” 

136. Concebido y en ejecución el proceso de paz con las Autodefensas, para su  apoyo, acompañamiento y verificación, el 23 de enero de 2004 Colombia suscribió Convenio con La Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia, de la Organización de los Estados Americanos (MAPP/OEA).

137. En desarrollo de aquellos objetivos, trimestralmente se rinden informes en relación con la evolución del proceso y hasta la fecha se han emitido un total de 14 informes.

138. Bajo esa óptica se  destaca para lo que interesa al objeto de esta decisión los siguientes informes rendidos por la MAPP/OEA:

139. “En el marco de los diálogos de paz con las AUC, desde que se inició el proceso en noviembre de 2003, se han dado 37 actos de desmovilizaciones colectivas con las cuales comenzaron el tránsito a la vida civil 30.915 miembros de este grupo armado irregular. Durante el mes de abril, se destaca la desarticulación de las estructuras que se encontraban fuera de la mesa de Santa Fe de Ralito como los son los frentes Héroes del Guaviare y de Los Llanos, así como del Bloque Elmer Cárdenas (BEC). Con este escenario, quedarían por desmovilizarse, un último reducto del BEC y el Bloque Cacique Pipintá. El último reducto del BEC se desmovilizaría antes de finales de agosto de 2006. Asimismo, cabe mencionar que, si bien ha habido contacto con las Autodefensas Campesinas del Casanare, aún no se ha llegado a un acuerdo sobre su desmovilización. 

140. En el periodo de febrero a mayo de 2006, se realizaron 8 desmovilizaciones colectivas, que sumaron en su conjunto 8.625 miembros de las Autodefensas. Durante este período, con la desmovilización del Frente Próceres del Caguán, Héroes de los Andaquíes y Héroes de Florencia en el departamento del Caquetá y el Frente Sur Putumayo, en el departamento del Putumayo, se terminaron de desmovilizar las estructuras armadas del Bloque Central Bolívar, a excepción del Bloque Cacique Pipintá. Con el Bloque Elmer Cárdenas se acordó en tres fases la desmovilización total de esa estructura en el Urabá Antioqueño y Chocoano; hasta la fecha se han cumplido dos fases y está pendiente la desmovilización de otra estructura en el departamento del Chocó. 
141. Como balance se tiene que a lo largo del proceso de paz con las Autodefensas, iniciado en el año 2003 y hasta el mes de mayo de 2006 se han desmovilizado treinta y seis (36) estructuras armadas, siendo este último año el de mayor promedio de desmovilizaciones con un 52,89 % que corresponde a las 16.352 personas en un lapso de 4 meses. 
142. De los 30.915 ex integrantes de las autodefensas desmovilizados, el 94% son hombres (29.036) y el 6% son mujeres (1.879). 
143. La relación hombres/armas en las estructuras desmovilizadas es de un arma por cada dos combatientes. No obstante, hay algunos Bloques que se encuentran por debajo de este promedio: el Bloque Norte (Chimila) en el cual la relación es 0,28; el Bloque Norte (La Mesa) con 0,32; el Bloque Tolima con 0,24; y las Autodefensas de Ortega con 0,27. 
144. Al discriminar por clase de arma, surge que el 76% de las armas entregadas son largas, el 17% cortas y el 7% de apoyo.

145. “Durante el trimestre considerado se dio por terminado el proceso de desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), luego de 38 actos de los cuales hicieron parte 31.689 miembros de este grupo armado irregular. La última desmovilización tuvo lugar el 15 de agosto de 2006, con el Frente Norte Medio Salaquí o Frente Chocó, estructura orgánica del Bloque Elmer Cárdenas (BEC). La única agrupación que participó en la mesa de Ralito y no se acogió a este proceso fue el Frente Cacique Pipinta, el cual se mantiene activo.

EL BLOQUE CALIMA
146. Según  expuso el señor Fiscal 18 de la Unidad de Justicia y Paz Doctor José Joaquín Arias, mediante programa metodológico adelantado por su despacho con apoyo de Policía Judicial y las versiones de Heber  Veloza García, Yesid Enrique Pacheco Sarmiento alias El Cabo, José de Jesús Pérez Jiménez  alias Sancocho,  Robert Enrique Oviedo Yáñez  alias El Chacal y el postulado  Gean  Carlos Gutiérrez Suárez, Delfín Caicedo Ramos alias  El pescado, retransmitidas en diligencia de legalización de cargos ante la Sala y testimonios de víctimas, pudo verificar que en el segundo semestre de 1999 el Bloque Calima de las  Autodefensas Unidas de Córdoba y Urabá, bajo el mando de su representante HEBER VELOZA GARCÍA alias HH., hicieron presencia en la zona central del Valle del Cauca, Cauca, Huila y Quindío con el propósito de enfrentar a las guerrillas de las FARC - Frente 6º - y ELN, que sometían  a la población a reiterados hurtos, secuestros y asesinatos. Que hacia finales de 1999 y comienzos del 2000 el Bloque Calima se expandió  desde el centro del Valle del cauca hacia el sur y occidente del Valle del cauca y  Buenaventura, llegando hasta el norte del valle del cauca  y hacia el sur combatiendo a los frentes   8,60, 29 y 30  de las FARC  y  ELN en el Tambo Cauca.  Que en el año 2002 ingresó el bloque, al sur occidente del Huila y en límites con  el departamento de Cauca combate a la columna móvil Jacobo Arenas de las FARC. 

147. Que el bloque Calima  llegó a esas regiones por orden  de los hermanos Castaño con 50 hombres que provenían del Urabá antioqueño, en principio bajo el mando de Rafael Antonio Londoño Jaramillo alias Rafa Putumayo, quien a los pocos días entregó el mando a Norberto Hernández Caballero alias Román y que posteriormente a escasos treinta días, hicieron su arribo 40  hombres al mando de Elkin Casarrubia alias “Mario” o “el cura”, acompañado de alias “Nechí” y “Catori”, para combatir la guerrilla financiada o apoyada por Wilmer Varela alias Jabón, enemigo de alias don Diego, quien los financió y patrocinó con material de intendencia, exigiendo a cambio al Comandante del Bloque Norberto Hernández Caballero que le custodiara los laboratorios, a lo que se opuso  Carlos Castaño quien relevó al entonces comandante. 

148. Señala el señor Fiscal que aquellas comprobaciones demuestran además, que la primera zona de concentración y base de operaciones del Bloque Calima se ubicó en la zona de Pardo alto en Tulúa, desde donde se coordinaron las primeras operaciones militares del centro y oriente del departamento del Valle, perpetrando en el segundo semestre de 1999 la masacre de las veredas de Chorreras, el Placer y San Lorenzo, como también el asesinato del Comandante del frente Jaime Bateman Callòn y de 25 personas más, que señalaron como milicianos de las FARC y que habitaban en los municipios de La Marina, Naranjal, Sevilla, Moralia, Tulúa, todo lo cual produjo el desplazamiento de gran parte de los habitantes de esas poblaciones. 

149. Que en ese contexto, el 22 de julio de 1999 enviaron un comunicado anunciando la llegada del Bloque a la región para combatir a la guerrilla. Que el 31 de julio de 1999 incursionaron oficialmente como frente Calima por primera vez en la finca Palermo de la vereda la Moralia en Tulúa en una fiesta familiar, asesinando a Orlando Urrea y su hija Sandra Patricia Urrea, quien al parecer mantenía una relación afectiva con el Comandante  alias Oscar de las FARC, quien  murió en  Cali en el edificio Torre Loma. Que a la citada finca llegaron a bordo de camionetas, armados y sustrajeron a cuatro personas, dejando  panfletos alusivos y grafitis  de la  presencia del Calima. 

150. Expone que a  principios del año 2000 se modifica la línea de mando del bloque Calima,  por la muerte de   alias Román que era el segundo al mando, quien fue  asesinado  por orden de alias José o 39, como sanción por haberse  auto secuestrado y solicitar dinero por su  rescate a las AUC y además, por estar al servicio del narcotráfico, razón por la cual Carlos Castaño envió a Heber Veloza García  alias “HH”, para entonces el bloque contaba con 75 hombres que operaban en Tulúa y Bugalagrande y con apoyo de empresarios y sectores económicos, ingenios azucareros,  ganaderos y comerciantes que habían sido victimas de las vacunas de los subversivos, quienes se reúnen  en la  finca El Corcobado de Cartago Valle de propiedad de Munar Arcángel, reunión a la que asistieron Ernesto Báez, Diego Murillo Bejarano alias don Berna y narcotraficantes  representativos de don Diego, Adolfo Paz y Vicente castaño quienes acordaron apoyar al bloque Calima en su expansión y avance y la búsqueda de la colaboración económica de quienes  manejaban el poder en el valle del cauca. 
151. Posicionado HEBER VELOZA GARCIA,  designa al mando del bloque Calima a Elkin Casarrubia Posada alias el cura o Mario y a alias  Sarley, Jovani, Marcos y José de Jesús Pérez Jiménez alias sancocho comandantes de los grupos  urbanos que ingresaron al Valle del Cauca. Que por igual el bloque Calima también incursionó en el departamento del Quindío, municipios de Génova y Pijao, en el cauca en el 2000 en casi todos los municipios y a mediados de 2002 y finales del 2003 en el sur occidente del Huila, Acevedo, Guadalupe, San José de Isnos ,en Pitalito, San Agustín, en tanto que a mediados de 2003 y principios de 2004 incursionan con 80 o 100 hombres en el municipio de Santo Domingo en Antioquia, Amalfi y San Roque al mando de “HH”, en apoyo de las AUC en sus enfrentamientos contra el Bloque Metro. 

152. Que  en el año 2000 en límites de Córdoba y Urabá  Carlos Castaño se reúne con familiares de los secuestrados en la María y resuelven enviar como emisarios ante  comerciantes e industriales de la región en búsqueda de apoyo financiero para el bloque, a Hernán Gómez y Carlos Spath ex presidente de Avianca, quienes se reúnen con empresarios liderados por Edgar  Lennis, ex Presidente de Avianca, acordando  financiar la acción armada con 250 millones de pesos mensuales, recaudados a través de alias Pepe secretario de Vicente Castaño; no obstante cuando el bloque ingresa a Buenaventura y se crea el frente Pacífico, se suspende el aporte y el Bloque Calima pasa, a financiarse con apoyo en los narcotraficantes de la región quienes cancelaban un impuesto de Cien dólares por Kilo de Cocaína comercializada y  el hurto de combustibles liderado por alias “marrana” y Robert Enrique Oviedo Yáñez alias “el chacal”. 
153. Destaca la Fiscalía que Bloque Calima contaba con tres estructuras. La Política al mando de Carlos Efrén Guevara Cano alias “Fernando el político”, Armando Lugo alias “El Cabezón” en el Cauca y Huila, y alias “Daniel” en Popayán; la Militar al mando del Elkin Casarrubia Posada alias “el Cura” o “Mario” y la financiera controlada por Juan Mauricio Aristizabal Ramírez alias “el Fino” y sus colaboradores Luis Horacio Martínez alias “tocayo”, Alias “Pedro”, “Eric”, “Andrés” y “Fabián”. Que así mismo, para difundir la ideología de las autodefensas entre militantes y civiles, como de conseguir apoyo en la región se encargaban Francisco José Morelo Peñata alias “Sarley”, al Igual que Teodosio Pavón Contreras alias “Andrés”, “el Profe” o “Camilo”.

154. Se acreditó por la Fiscalía que el 18 de diciembre de 2004 conforme a como se dispuso en Resolución No 297 del 10 de diciembre de 2004 de la Presidencia de la República, en la finca “El Jardín” ubicada en el corregimiento de “Galicia” del municipio de Bugalagrande del departamento del Valle del Cauca, se desmoviliza el hasta entonces Bloque Calima de las AUC, con un total de 564 hombres, enlistados por su Representante Heber Veloza García (a. HH) conforme a lo dispuesto por el Decreto 3360 de 2003, entre los que se relaciona al postulado Gian Carlo Gutiérrez. 

155. Al acto de su desmovilización el Bloque Calima hizo entrega de 370 armas largas, 60 armas cortas, 21 armas de apoyo, 149 granadas, 79 radios portátiles y 2 radios base.
156. Durante el tiempo en que operó el Bloque Calima de las AUC en esa zona del país, se reportaron ataques criminales sistemáticos y generalizados en los departamentos del Valle del Cauca, Quindío, Cauca y Huila, los cuales respondieron a una política devastadora que iba dirigida en la mayoría de los casos contra miembros de la población civil, señalados, sin formula de juicio, como militantes o auxiliadores de los grupos subversivos ya citados
.  
157. Para la presencia de la organización criminal en esta zona del país, como para la de otros actores armados de corte subversivo, resultó de gran importancia, no solo la ubicación geográfica en cuanto a su colindancia con la costa pacifica, sino su proyección económica . 
158. “El Valle del Cauca ocupa un territorio de 21.195 Km, privilegiado por su acceso al océano pacífico por el puerto de Buenaventura, por donde se movilizan la mayor parte de las exportaciones e importaciones del país. Dividido en 42 municipios intercomunicados por una vasta red vial, bastante moderna y en proceso de expansión, por lo cual se le reconoce como una región con inmensas ventajas competitivas y comparativas.”
159. “Dichas diferencias han generado nichos para la conformación y establecimiento de grupos al margen de la ley en la región: el M-19, las FARC, el ELN y más recientemente (desde 1999) las Autodefensas Unidas de Colombia.”

160. “Dicha dominación guerrillera persistió hasta casi finales de los años noventas, cuando ingresaron a la zona las autodefensas de Córdoba y Urabá dirigidas por los hermanos Carlos y Vicente Castaño Gil, a través de su hombre de confianza José Éver Veloza García más conocido como “Hernán Hernández” o “HH”, a quien asignaron el comando del denominado “Bloque Calima” que posteriormente operó con algunos Frentes, tal como lo explicó a satisfacción Élkin Casarrubia Posada, alias “el Cura”, encargado militar del Calima: “…el Frente Central operaba desde Tuluá hasta Palmira, el Frente Cacique Calarcá que operaba para los lados de Sevilla cerca al Quindío, el Frente Farallones que operaba por los lados de Jamundí, Santander de Quilichao, Popayán, Dagua y Yumbo y el Frente Pacífico que operaba en Buenaventura, desde los límites con el Chocó hasta los límites con Nariño…el comandante del Frente central era Giovanny, del Calarcá del Farallones y del Pacífico eran Álex y el Mocho….”.
161. “Ya a partir del año 2000 cuando inició plena actividad el Bloque, una de las primeras acciones de Éver Veloza consistió precisamente en organizar en la ciudad de Buenaventura el “Frente Pacífico”, con la finalidad de poder llevar su dominio a esa zona del Valle que hasta ese momento se encontraba bajo la influencia casi total de las FARC. Así lo expresó en diligencia rendida el 16 de julio de 2008: “…Asumí el comando del Bloque Calima en junio de 2000…pero mi objetivo en el Valle del Cauca era montar el Frente Pacífico…el Calima ya existía con presencia en el Valle…el Frente Pacífico entra a hacer parte del Bloque Calima cuando yo entro a comandar el Bloque…” 

162. “Por esa razón designaron a varios líderes de dicha organización armada ilegal, todos bajo el mando superior de “HH”, como comandantes en cada área específica, así: en lo militar Elkin Casarrubia Posada alias “el Cura”, en lo financiero Mauricio Aristizábal Ramírez alias “Alex” o “el Fino”, en lo político Efrén Figueroa alias “Fernando Político” y Teodosio Pabón Contreras alias “el Profe”; en la ciudad de Buenaventura se impusieron también los correspondientes líderes y comandantes, tales como alias “Félix” en lo financiero y Henry Jaramillo alias “el Mocho” en lo militar.

163. “Dicha situación indudablemente generó un enfrentamiento de grandes proporciones entre guerrilleros de las FARC y autodefensas del Bloque Calima, que conllevó a una generalización del conflicto, motivo por el cual las muertes, los desaparecimientos y el desplazamiento forzado fueron los delitos de mayor incidencia, todo lo cual influyó en la comunidad, al punto tal que en cierto momento posterior ya no fue necesario ejercer intimidación armada, pues la actividad precedente dejó huella en los habitantes. 1[1] Declaración del 1 de noviembre de 2007 dentro del Radicado 26.625... de la Corte Suprema de Justicia.
164. “El mismo comandante “HH” así lo afirmó: “…Nosotros teníamos influencia en las comunidades, se hacía trabajo comunitario…y esas comunidades ya no era necesario intimidarlas por las armas…luego de tantas muertes…”.
165. “Para su permanencia en la zona, la organización debía obtener los recursos necesarios que le permitiera subsistir. Estableció al efecto lo que denominó la “cuota o impuesto de gramaje” consistente en que por cada kilo de droga ilícita que transitaba por el lugar los narcotraficantes debían hacer un aporte, normalmente en dólares, situación de la cual dio plena cuenta el desmovilizado “HH”: “…cuando se inicia la etapa de cobro de impuestos en el Valle del Cauca…un método que nosotros implementamos en la Costa Atlántica…cuando entramos al Valle…se hacen reuniones con lancheros y narcotraficantes…les notificamos que deben pagar un impuesto so pena de que se decomise la mercancía y/o la muerte de las personas…entonces sí se hicieron reuniones en las que tenían que estar todos los lancheros, se programaban en Calima Darién…quien citaba era el Fino y el Mocho…yo hablaba con la gente…yo hablé personalmente con esos narcos…los lancheros le trasportaban a otros capos del narcotráfico ellos tienen la estructura para sacar la droga…los González y Durán eran transportadores”  

166. Conforme a como se acredita en el  proceso,  el Bloque Calima, adscrito a la  entonces denominada “Casa Castaño” de la organización ilegal Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), operó en los Departamentos del Valle del Cauca, Cauca, Huila, Quindío, parte baja del Chocó y parte Baja de la Costa Pacífica, a los que ingresó a inicios de 1999, fungiendo como Comandante Hebert Veloza García a. “H.H.”, en lo militar Elkin Casarrubia Posada alias “el Cura”, en lo financiero Mauricio Aristizábal Ramírez alias “Álex” o “el Fino”, en lo político Efrén Figueroa alias “Fernando Político” y Teodosio Pabón Contreras alias “el Profe”.

167. En la ciudad de Buenaventura se impusieron también los correspondientes líderes y comandantes, tales como alias “Félix” en lo financiero y Henry Jaramillo alias “el Mocho” en lo militar.” 

168. Según pudo verificar la Fiscalía, para el ingreso de las AUC al Valle del Cauca, surgió  entre otras circunstancias como antecedente estimulante, el asesinato de Orlando y Sandra Patricia Urrea, Padre e hija en “La Moralia”, jurisdicción del municipio de Tulúa.
169. A su turno, el Secuestro masivo de feligreses de la Iglesia La María del barrio Ciudad Jardín de la ciudad de Cali, realizado por el frente José María Becerra de la guerrilla del Ejército de Liberación Nacional, el 30 de Mayo de 1999, se marca como un antecedente importante del accionar paramilitar del Bloque Calima  en el Valle del Cauca.

170. “El más cercano antecedente del paramilitarismo en el Valle del Cauca se encuentra hacia finales de la década de los ochenta e inicios de los noventa, cuando los clanes del narcotráfico deciden expandir su control territorial a ciertas zonas, lo cual se traduce en una confrontación directa con organizaciones sociales, campesinas, y desde luego con las Guerrillas de las FARC y ELN.
171. Bajo este contexto ocurre la denominada masacre de Trujillo, cuando entre 1988 y 1994, en los municipios de Trujillo, Bolívar y Riofrío, nor-occidente del departamento del Valle, se registraron, según los familiares y organizaciones humanitarias, 342 víctimas de homicidio, tortura y desaparición a causa de una alianza macabra entre ejércitos privados de narcotráfico y la Fuerza Pública.”
172. “La primera acción de trascendencia se da en diciembre de 2000 con la incursión a Barragán, Tulúa, en búsqueda de “Pablo Catatumbo”, uno de los comandantes del Comando Conjunto de Occidente de las Farc.”
173. “En esta etapa 'H.H' tiene la tarea de crear el frente Pacífico del Bloque Calima. Inicialmente la expansión debería orientarse para llevar los paramilitares a Buenaventura y al litoral pacífico del departamento, con la idea también de llegar a Cauca y Nariño, y controlar las rutas del narcotráfico en todas esas costas. El propio 'H.H' relata que Vicente Castaño detiene este proceso y le ordena entregar la zona de Nariño al Bloque 'Central Bolívar' al mando de alias 'Macaco' y 'Pablo Sevillano'.”
174. “Al Cauca llegan inicialmente al corregimiento de Timba, municipio de Buenos Aires. Allí en junio de 2000, miembros del Bloque al mando del propio 'H.H' incursionan en las veredas Ventura y San Francisco y asesinaron a 12 personas, algunos de cuyos cuerpos fueron arrojados al río Cauca. Posteriormente el Bloque avanza por la cordillera central hasta límites con Nariño.”
175. “Entre el año 2000 y su desmovilización en 2005 el grupo realizó al menos 70 masacres, dejó centenares de víctimas, produjo el desplazamiento de más de 20 mil personas, asesinó de manera selectiva a 400 líderes sindicales, cívicos, docentes y campesinos, y en la actualidad se cree que existen más de 400 fosas comunes con víctimas del Bloque.”
Entre las principales masacres están:

176. 1999: Los paramilitares llegaron este año a Bugalagrande, Tulúa, San Pedro y Buga. Fueron cometidas once masacres y siete homicidios selectivos.

177. 2000: Fue el año de la expansión, incursionaron a Sevilla, Trujillo, Palmira, Pradera, Florida, Jamundí, Buenaventura y el norte del Cauca. Cometieron 30 masacres y 13 homicidios selectivos.
178. 2001: Este año se presentaron once masacres, entre ellas el Naya y La Habana, y doce homicidios selectivos. La influencia se amplió a Restrepo, Calima-El Darién y Vijes.
179. 2002: Ocurrieron trece masacres y ocho homicidios selectivos. La mayor cantidad ocurrieron en Palmira, Florida y Pradera.”
180. 2003: Se cometieron tres masacres y cinco homicidios selectivos. La gran influencia estuvo en Buenaventura”.
181. 2004: Se reportaron dos masacres y tres homicidios selectivos. Fue el año en que el 'Bloque Calima' se desmovilizó.”
182. Con la llegada de 'H.H' el organigrama del grupo cambió. 'H.H' se convirtió en el nuevo comandante, Elkin Casarrubias, 'El Cura', asumió como segundo al mando. Y se dividieron las zonas en cuatro frentes. El norte del Cauca y Jamundí era manejado por José de Jesús Jiménez, alias 'Martín' o 'Sancocho'; el centro del Valle quedó a cargo de 'El Cura'; Palmira, Florida y Pradera las manejó 'Geovany', y Buenaventura estaba bajo el mando de 'Félix'. Asimismo, alias 'Fernando' quedó encargado de manejar las relaciones con los políticos.

183. Orgánicamente y según 'H.H.', el Bloque tenía la siguiente estructura: Frente Cacique Calarcá (Sevilla, Bugalagrande, Andalucía; el Central (Tulua, Buga, Río Frío, Trujillo); Frente Pacífico (Calima Darién, Dagua, Restrepo, Cisneros, Buenaventura); Frente Farallones (Jumbo, sur del Valle y norte del Cauca)”.

184. Según 'H.H', la principal fuente de financiación del 'Bloque Calima' era el narcotráfico: “nos pagaban 50 dólares por kilo de coca que  sacaban”. Además tenían los aportes de empresarios de la región.”
185.  Las anteriores informaciones se fortalecen en el proceso mediante evidencias que informan que integraron la estructura del Bloque Calima, los Frentes Calima bajo la Comandancia de Elkin Casarrubia Posada a. “El Cura”; Cacique Calarcà bajo la Comandancia de alias “Juan”;  Pacífico bajo la Comandancia de Henry  Jaramillo alias “Mocho”; Farallones bajo la comandancia de  José de Jesús Pérez Jiménez alias “Martín” y “Sancocho” en los  Departamentos del Cauca, Huila, frente en el que operó el postulado Gian Carlo Gutiérrez Suárez, mas concretamente en los municipios de El Bordo, Tambo y Mercaderes en el Cauca y Guadalupe y San José de Isnos en el Huila, regiones en las que se perpetraron los hechos materia de este proceso. 

186. En diligencia de legalización de cargos
 se documentaron en el proceso mediante las versiones libres de los postulados ex militantes del Bloque Calima Heber Veloza alias H.H., Robert Enrique Oviedo Yánez alias El chacal, Henry Rodríguez alias Darío, Yesid Enrique Pacheco Sarmiento Alias el Cura, José de Jesús Pérez Jiménez alias Sancocho las fuentes de financiación, relaciones con políticos, con el narcotráfico, así como los patrones de conducta a los que se adecuaron las acciones cometidas en contra de población civil por los miembros del Bloque Calima.
187. A instancias y en desarrollo del conflicto armado interno colombiano, el  accionar criminal, sistemático y generalizado de los integrantes del Bloque Calima en contra de la población civil, se obtuvo y se extendió entonces a lo largo y ancho de los Departamentos del Valle del Cauca, Cauca, Huila y Quindío, afectándose a los pobladores de  entre otros municipios, a los de El Bordo, Balboa, Corinto, Miranda, el Estrecho de Mercaderes, Popayán, El Tambo, La Sierra, Rosas, Pitalito, San José de Isnos, San Agustín, Altamira, Garzón, Acevedo, Guadalupe, Suaza, Gigante, Garzón, Cartago, Tulúa, Macedonia, Andalucía, Galicia, Bugalagrande, Vereda la Morena, Pardo Alto, Piedritas, Jamundì, Yotoco, Viges, Cerritos, Municipio de Dagua, El Piñal, Buenos Aires, La Chorrera, Suárez, El Tablón, Yumbo, El naranjal, La Moralia y vereda el Pedregal, homicidios que bajo el supuesto de colaboradores de la subversión, se perpetraron en contra de ciudadanos previamente enlistados por  comerciantes, empresarios y ganaderos de las distintas  regiones y para los cuales, se contó también con la  decidida y determinante colaboración de miembros de organismos de seguridad del Estado, consistente en el despeje o desamparo de la zona, mas concretamente de los Batallones, Palacé,  Vencedores de Cartago, Pichincha del Ejercito Nacional y Policía Nacional de Buga, entre los que se mencionan en el proceso al Coronel Rafael Alonso Hani Jiménez, Comandante del Batallón Palacè para 1999, Ovidio Alfonso Jiménez  alias El Ruso, soldado profesional del mismo Batallón, el Mayor Ribeira del Batallón Palacè, El Coronel Fandiño de la Tercera Brigada, el Sargento de Inteligencia Jairo Medina, el Coronel Jorge Alberto Amor Páez Comandante del Batallón de Artillería No 13, el Mayor Navarro Comandante de la Estación de Policía de Santander de Quilichao, el Capitán Mira del Batallón Vencedores de Cartago, el Agente Londoño del CAI de la Plazuela de Tulúa, el Capitán Andrés Zambrano del Batallón Pichincha de la Tercera Brigada, el Coronel José Alberto Vargas, y Medina González del B2, el Coronel Vargas Fetecua Jhonny Alberto, el Sargento Antonio Castellanos del Batallón Pichincha y su esposa Claudia Jaimes, el Mayor Navarro, el Capitán Marcos Martínez Sánchez, el Coronel Juan Carlos Figueroa, el Sargento Gutiérrez del B2, el Capitán Pavón, el Coronel León Coronado y los sub intendentes Talaga, Herrera y Razo.
188. De la misma forma,  el fortalecimiento financiero y bélico del grupo criminal, se obtiene con la colaboración de algunos de los miembros de tales organismos de seguridad, en cuanto a que con franca omisión de sus obligaciones constitucionales, les facilitaban armas, municiones, material de intendencia y les amparaban para el cobro de impuesto a los carteles del hurto de hidrocarburos. 

189. Financiación. Las pruebas aportadas informan que el Bloque Calima fue apoyado financieramente mediante aportes que recaudaba Mauricio Aristizabal alias “fino”, recursos que fueron suministrados por la empresa  privada, comerciantes y ganaderos de la región quienes cancelaban la suma de $10.000 mensuales por hectárea de tierra, e impuestos cobrados al tráfico de estupefacientes y el Hurto de Hidrocarburos. Por concepto del tráfico de estupefacientes se señala un recaudo de 100 dólares por cada kilo de cocaína que salía del país por el puerto de Buenaventura. 

190. Se mencionaron entre otras empresas lideradas por Edgar Lennis, Hernán Gómez y Carlos Spa como aportantes a la causa paramilitar, el Ingenio San Carlos con un aporte de  Veinte millones de pesos mensuales, ($20.000.000), Incopesca, Bahía Cupica de Javier Armitanche, Manaba o Playa Nueva de propiedad de Fernando González, Timelco, Carnes y Carnes de propiedad de Julio Aristizabal, Galería Pueblo Nuevo, Juancho Transporte, JCM, Gustavo Calle, Milton Mejìa, Restaurante los Balcones, Víctor Olarte en Tulúa, Juan Bautista García Monsalve, Néstor Fabio Álvarez Pereira, Alfonso Luis Cruz, Felix Ocoro –ex Alcalde de Buenaventura-, Funeraria San Martín, Graciela Sánchez, Héctor Mondragón Jiménez, Piedad Vélez Rengifo, Carlos Alberto Renterìa Mantilla, Granero JB, García y Hermanos Ltda., Manuel Mosquera, Fernando Piani, Carlos Castro, Bernardo Besna, Andrés Orozco, Cooperativa de Ganaderos del Centro del  Norte del Valle del Cauca y para 2002, el Alcalde de López de Micai colaboraba con un aporte de un millón ($1.000.000) de pesos mensuales. 
191. Relaciones Políticas. El Bloque Calima a través de Carlos Efrén Guevara Cano alias “Fernando el político”, recibía el apoyo de algunas personalidades políticas de la región entre los que fueron mencionados en el proceso el ex gobernador del Cauca Juan José Chaux, la entonces Representante a la Cámara Emil Mantilla Echavarría y su esposo Jaime González, el Exalcalde de San Pedro Cerlimo Bedoya, Fernando Santa ex alcalde de Puerto tejada, el ex Alcalde de Santander de Quilichao y la Ex Alcaldesa de Yumbo entre 2002 y 2003.
192. Tal y como viene motivado, las características, expansión y resultas de los fenómenos de criminalidad organizada autodenominados paramilitarismo y subversión, han generado en Colombia una clara situación que supera la de simple disturbio, hacia una clara connotación de conflicto armado no internacional que hoy reitera la Sala, no gratuitamente, pues su existencia a más de ser reconocida por la jurisprudencia nacional e internacional, fue precisamente lo que legitimó la inclusión en la Ley 599 de 2000 del Titulo II, Capitulo Único relativo a los Delitos contra personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario.
193. Ante el Congreso de la República y como fundamento de la adición de tipos orientados a sancionar las violaciones de las reglas de la guerra se expuso en su momento:
194. “2. Delitos contra personas y bienes protegidos por el derecho internacional humanitario.
195. El derecho internacional de los conflictos armados o derecho internacional humanitario es un conjunto normativo de carácter supraestatal, cuyo objeto y fin es “humanizar” los conflictos armados mediante el establecimiento de reglas para las conductas de hostilidad y para la protección de las víctimas de la guerra.
196. Es ante todo un catalogo axiológico que incorpora valores humanitarios reconocidos universalmente por la comunidad internacional.
197. Este ordenamiento esta comprendido por los cuatro Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949; el primero para aliviar la suerte que corren los heridos y enfermos de las fuerzas armada en campaña; el segundo para aliviar la suerte que corren los heridos, los enfermos y los náufragos de las fuerzas armadas en el mar;  el tercero relativo al trato debido a los prisioneros de guerra y el cuarto relativo a la protección debida a las personas en tiempo de guerra. Convenios que están adicionados por el Protocolo relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales y el Protocolo II relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados no internacionales.
198. Colombia es parte de los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, aprobado mediante la Ley 5 de 1960 y vigente desde el 8 de mayo de 1962. Igualmente Colombia aprobó mediante la Ley 11 de 1992 el Protocolo I adicional a los Convenios de Ginebra, Hizo la Adhesión el 1º de septiembre de 1993 y entró en vigor el 1º de marzo de 1994. El Protocolo Adicional II fue también aprobado mediante Ley 171 de 1994.
199. En la situación de conflicto interno que padece Colombia, muchas de las conductas vulneratorias o amenazadoras de Derechos Humanos, constituyen a la vez infracciones al Derecho Internacional Humanitario. Son ellas acciones u omisiones con las cuales quienes participan directamente en las hostilidades – los combatientes – incumplen los deberes o quebrantan las prohibiciones que les ha impuesto el artículo 3º común a los cuatro Convenios de Ginebra y el Protocolo II adicional. 
200. En la propuesta legislativa se incluye un capítulo especial denominado “conductas punibles contra personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario”, que agrupa una serie de tipos penales que describen y penalizan aquellos comportamientos que representan las mas graves infracciones a esa normatividad internacional que Colombia se comprometió a respetar y a aplicar.
201. Las normas del D.I.H., son de aplicación inmediata y directa en la medida que ellas constituyen una reglamentación de los derechos esenciales del ser humano: el a la vida; la prohibición de la tortura, etc., para las circunstancias de guerra o conflicto armado. Su aplicación inmediata y directa constituye una responsabilidad para los funcionarios judiciales y para el legislador en sus ámbitos específicos de competencia.
202. Este vacío de reglamentación punitiva de conductas lesivas de derechos fundamentales desplegadas en las circunstancias especificas de un conflicto armado, es el que se pretende solucionar con la inclusión en el proyecto de conductas delictivas que además de ofender esos bienes esencialísimos , entrañan un agravio a las conductas del D.I.H.
203. Las razones de conveniencia y necesidad para la creación de estas conductas punitivas emergen en forma ostensible del agudo conflicto bélico que afronta el país. 
204. Se incluye como conducta violatoria de esta normatividad ese hecho injusto y conmovedor del desplazamiento forzoso de personas causado por la violación de los derechos humanos y por el conflicto armado. La migración de personas es obra conjunta de las partes en conflicto, y muestra en los contendientes total olvido y menosprecio de elementales principios de humanidad. 
205. El Estado Colombiano debe adoptar todas las medidas, incluidas las legislativas en el ámbito penal, para afrontar este drama social que padecen millares de colombianos a quienes la guerra fraticida despojó de su mínimo vital, Este proyecto aporta la cuota que le corresponde en este imperativo institucional

206. “... Por otra parte, también es una novedad como lo anticipamos en el día de ayer, se tipifican los delitos contra la personas y bienes protegidos por el derecho internacional humanitario, Colombia al signataria como alta parte contratante de los protocolos I y II, que desarrollan los convenios ginebrinos del año 49, se comprometió a tipificar estas conductas en su legislación interna. Hasta el momento hay una legislación muy precaria sobre esta materia en el Código Penal Militar, pero no está en el Código Ordinario. ¿Eso que efecto trae?  Que una infracción grave al derecho humanitario, en el contexto de una conflicto armado, podía ser imputada a un agente de Estado, pero no a un rebelde, a un miembro de un grupo subversivo, por que no está tipificada en el Código Penal común, se trata de establecer un equilibrio entre los dos Códigos para que la imputación, por ejemplo, del delito de perfidia, o los ataques o atentados a bienes, protegidos por el derecho internacional humanitario, como las presas eléctricas, o las torres de energía, o los atentados contra personas protegidas por el D.I.H., como la población civil, como el personal destinado a las labores religiosas, o de asistencia médica humanitaria, se pueda imputar por igual a los agentes del Estado y a los guerrilleros. Me parece que eso es apenas lógico y el Código Penal común no trae esas tipificaciones y nosotros queremos incluirlas.

207. Así mismo, los fundamentos atendidos por el órgano legislativo para la expedición de la ley 975 de 2005 también destaca la existencia en Colombia de un conflicto armado no internacional, trabado entre actores armados responsables de graves violaciones a los derechos humanos. Sobre el  tema se expuso en esa oportunidad:
208. “En el estudio de los proyectos de la ley objeto de esta ponencia es importante aclarar que el objeto de estas iniciativas es poner fin al conflicto armado y no simplemente permitir la reincorporación de algunos miembros de grupos ilegales a la sociedad”.

209. Bajo ese entendido, reiterando las obligaciones adquiridas por Colombia desde el 15 de febrero de 1994 cuando entró en vigencia la Ley 171 de 1994 que aprobó el Protocolo II adicional de los convenios de Ginebra de junio de 1977, es que la Sala reconoce y procura el perentorio cumplimiento de las leyes de la guerra, por parte de los actores armados enfrentados en nuestro territorio y la sanción de quienes se alejen de estos postulados.
210. Sobre este punto vale destacar que la creación del Bloque Calima y su presencia en los departamentos del Valle del Cauca, Huila, Cauca y Quindio, según lo expuesto y verificado por la Fiscalía, obedeció al propósito de contrarrestar las acciones guerrilleras mediante su expulsión de los territorios ocupados; sin embargo lo que se observa es que -en contraste- las acciones ejecutadas constituyeron una política de terror, materializada con ataques sistemáticos y generalizados sobre la población civil, concretados en actos de terrorismo, homicidios selectivos, masacres, secuestros masivos, extorsiones entre otros, eficaces para su sometimiento y el dominio, y simultáneamente para el fortalecimiento de la organización ilegal.
211. Bajo aquellas directrices, la organización paramilitar se expande a costa de graves, sistemáticas y generalizadas violaciones a los derechos humanos, de lo que resulta víctima la población civil, Masacres, homicidios selectivos, la desaparición y el desplazamiento forzado marcan el día a día de los habitantes de esas regiones, quienes ajenos al conflicto, como era de esperarse, se hallaban en franca situación de vulnerabilidad y desventaja frente al dominio y capacidad de agresión de la organización.
212. De lo expuesto se concluye, que tal y como fuera propuesto por la Fiscalía y los defensores de víctimas, se hallan cumplidas las condiciones de que trata el protocolo adicional II artículo 1º y el párrafo 1º de ese mismo artículo, como de los artículos 7º,.1 y 8º  del Estatuto de Roma para declarar, que los hechos materia de este proceso se enmarcan en el concepto de Crímenes de Guerra y de Lesa Humanidad de manera concurrente. Téngase en cuenta que a partir de la vigencia de la Ley 472 del 1º de Noviembre de 2002 y  en relación al Genocidio y crímenes de Lesa Humanidad, la Corte Penal Internacional adquirió competencia complementaria en Colombia, para el juzgamiento y sanción de este tipo de criminalidad, en tanto que para Crímenes de Guerra la adquirió a partir del 2 de Noviembre de 2009. 

213. Bajo el marco conceptual-jurídico que se expuso en precedencia, respecto de la naturaleza de los crímenes de Lesa Humanidad y de Guerra, conforme a las subsiguientes motivaciones la Sala resuelve legalizar los cargos que le fueron formulados al postulado bajo las adecuaciones típicas de Homicidio en persona  protegida, Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil, previstos por el Titulo II Delitos contra personas y bienes protegidas por el Derecho Internacional Humanitario, Capítulo Único, artículo 135 y 159 de la Ley 599 de 2000 objeto de esta decisión.
214. De los homicidios en persona protegida. En relación con esos comportamientos, resaltó la Fiscalía que por las connotaciones  sobre sistematicidad y generalidad de estos homicidios selectivos o ejecuciones extrajudiciales, cometidos por actores miembros de una organización armada ilegal, en desarrollo de un conflicto armado interno y contra miembros de la población civil, deben ser considerados como delitos de Lesa Humanidad y Crímenes de guerra simultáneamente.
215. Sobre el punto expuso:“… deben ser calificados todos como crímenes de lesa humanidad, frente a este punto debemos precisar que en las zonas donde delinquió Gian Carlos como aconteció en muchas otras no solo a cargo del bloque Calima si no de los demás bloques que integraron la facción paramilitar en Colombia, se suscitó una confrontación armada con otros grupos irregulares, en medio de la cual se halló inerme la población civil, así se ha venido aceptando a lo largo de las versiones cuando postulados como el propio Gian Carlo ha explicado como se desarrolló esa lucha y como fue ese enfrentamiento principalmente contra integrantes de la subversión. Dadas las características de este tipo de confrontación que por décadas ha padecido la nación, dicha confrontación corresponde a lo que se conoce como un conflicto armado no internacional, de conformidad con los criterios expuestos en el Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra de junio de 1977 vigente en Colombia desde el 15 de febrero de 1996 en virtud de la ley 171 de 1994; En razón a estas especiales circunstancias considera la Fiscalía, que de conformidad con el articulo 13 y siguientes del protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra la población civil y las personas civiles, cuya condición era la que ostentaban estas victimas, gozaban entonces de la protección general contra los peligros generados por operaciones militares como la que desplegó el bloque Calima en esa zona del país.”

216. En efecto, las comprobaciones procesales con suficiencia informan no solo la relación de los delitos con la existencia del conflicto interno colombiano, sino que desde la óptica de la numerosidad de los distintos homicidios selectivos, las condiciones personales y fácticas de las víctimas al momento de los hechos y el conocimiento del postulado sobre estas circunstancias, y además sobre el propósito de los actos, legítimamente se concluye que se trató de actos sistemáticos y generalizados que afectaron gravemente derechos humanos de titularidad de la población civil,  que se enmarcan en el Capitulo segundo artículo 135 del CP., 7º y 8º del Estatuto de Roma como crímenes de guerra y de lesa humanidad, tal y como lo reconoce y declara la Sala de acuerdo con los criterios que vienen expuestos. 
217. De la misma forma, atendido que las circunstancias modales y temporo-espaciales en que se desarrollaron tales comportamientos, simultáneamente se adecuaron a los delitos de Secuestro, Extorsión y Porte ilegal de armas de defensa personal previstos los artículos 168,340-2 y 365 de la Ley 599 de 2000 se resuelve la legalización de los cargos formulados.
218. Para lo anterior, la Sala tiene en cuenta que respecto de los casos de homicidio en persona protegida referenciados con los números 3, 4, 5, 9, 10, 18, 19 y 21 acertadamente y a instancias de solicitudes de los señores defensores de víctimas, en diligencia de Legalización de cargos ante esta Sala de conocimiento, la Fiscalía adicionó a tales cargos, el de secuestro establecido en el artículo 168 de la Ley 599 de 2000, en calidad de coautor de conformidad con lo establecido en el artículo 29 del CP. al considerar que en aquellos eventos, se les vulneró a las víctimas el bien jurídico de su libertad individual, cuando previamente fueron retenidas, privadas de su locomoción y llevadas a un área específica donde finalmente  fueron asesinadas.
219. De igual forma sobre los casos 2 y 12 formulados en principio por el delito de Secuestro fue adicionado el delito de  Homicidio en persona protegida y la circunstancia de agravación prevista para el delito de Secuestro por el artículo 169-10.
220. Se trata de treinta y un (31) Homicidios en Persona Protegida, sobre los cuales importa destacar que:
221. Veintiséis (26) homicidios fueron objeto de formulación de cargos ante el Magistrado de Control de Garantías.
222. Cuatro (4) homicidios fueron adicionados al Hecho No 2 y
223. Un homicidio (1) fue  adicionado sobre el Hecho No 12. 
224. Estas adiciones en audiencia de Legalización de cargos ante esta Sala de conocimiento. 
225. A más de lo anterior, también en diligencia de Legalización de cargos la Fiscalía adicionó Trece (13) Secuestros agravados, para un total de Dieciocho (18), discriminados así:
226. Sobre el Hecho No. 3 que relaciona un (1) Homicidio en persona protegida, adicionó el secuestro de la victima.
227. Sobre el Hecho No. 4 que relaciona un (1) Homicidio en persona protegida, adicionó  el secuestro de la victima.
228. Sobre el Hecho No. 5 que relaciona un (1) Homicidio en persona protegida, adicionó el secuestro de la victima.
229. Sobre el Hecho No. 9 que relaciona tres (3) Homicidios en persona protegida, adicionó los secuestros de las tres victimas.
230. Sobre el Hecho No. 10 que relaciona un (1) Homicidio en persona protegida, adicionó  el secuestro de la victima.
231. Sobre el Hecho No. 18 que relaciona tres (3) Homicidios en persona protegida, adicionó  el secuestro de la tres victimas.
232. Sobre el Hecho No. 19 que relaciona dos  (2) Homicidios en persona protegida, adicionó los secuestros de las victimas.
233. Sobre el Hecho No. 21 que relaciona un (1) Homicidio en persona protegida, adicionó  el secuestro de la victima.
234. Una (1) Extorsión agravada.
235. Un (1) Desplazamiento Forzado
236. Una Desaparición  forzada  previsto para el caso No. 15, al que adicionó el Homicidio en persona protegida de la misma víctima.
237. Los tipos previstos precedentemente en su orden comportan:
238. Homicidio en persona protegida

239. “Articulo 135. Homicidio en persona protegida. El que con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, ocasione muerte de persona protegida conforme a los convenios internacionales sobre derecho humanitario ratificados por Colombia, incurrirá en prisión de treinta (30) a cuarenta (40) años, multa de dos mil (2.000) a cinco mil (5.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de quince (15) a veinte (20) años.

240. Parágrafo. – Para los efectos de este artículo y demás normas del presente titulo se entiende como persona protegida conforme al derecho internacional humanitario:

241. Los integrantes de la población civil.

242. Las personas que no participan en las hostilidades, y los civiles en poder de la parte adversa.

243. Los heridos, enfermos, o náufragos puestos fuera de combate.

244. El personal sanitario o religioso.

245. Los periodistas en misión o corresponsales de guerra acreditados.

246. Los combatientes que hayan depuesto las armas por captura, rendición u otra causa análoga. 

247. Quienes antes del comienzo de las hostilidades fueren considerados como apátridas o refugiados. 

248. Cualquier otra persona que tenga aquella condición en virtud de los convenios I, II, II, Y IV de Ginebra de 1949 y los protocolos adicionales I y II de 1977 y otros que llegaren a ratificarse.
249. Para efecto de un mejor análisis del tipo penal de Homicidio en persona protegida antes transcrito, consignado en el Titulo II, Capitulo Único de la Ley 599 de 2000, es necesario traer a colación los instrumentos internacionales que tipifican los comportamientos que vulneran los bienes jurídicos de las personas protegidas por el Derecho Internacional Humanitario, los cuales son:
250. Convenio I de Ginebra del 12 de agosto de 1949, “para aliviar la suerte que corren los heridos y enfermos de las fuerzas armadas en campaña.”
251. El Convenio II de Ginebra del 12 de agosto de 1949, “para aliviar la suerte que corren los heridos, los enfermos y los náufragos de las Fuerzas Armadas en el mar”.
252. Convenio III de Ginebra del 12 de agosto de 1949, “relativo al trato debido a los prisioneros de guerra”.
253. El Convenio IV de Ginebra del 12 de agosto de 1949. “relativo a la protección debida a las personas civiles en tiempo de guerra.”
254. El protocolo I, del 8 de junio de 1977, Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, “relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales.”
255. El Protocolo II del 8 de junio de 1977, Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, “relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados de carácter no internacional”.
256. En este orden de ideas se tiene que el artículo 44 del Protocolo I adicional respecto al carácter de combatiente y no combatiente de las personas involucradas o ubicadas en medio de hostilidades, señala en su numeral Tercero:

257. “Con el objeto de promover la protección de la población civil contra los efectos de las hostilidades, los combatientes están obligados a distinguirse de la población civil en el curso de un ataque o de una operación militar o preparatoria de un ataque. Sin embargo, dado que en los conflictos armados hay situaciones en las que debido a la índole de las hostilidades un combatiente armado no puede distinguirse de la población civil, dicho combatiente conservará su estatuto de tal siempre que, en esas circunstancias lleve sus armas abiertamente: 
258. a). Durante todo enfrentamiento militar; y 

259. b). Durante el tiempo que sea visible para el enemigo mientras está tomando parte en el despliegue militar previo al lanzamiento de un ataque en el que va a participar”. 

260. De lo anterior se concluye que resulta necesario  hacer una distinción durante el desarrollo de las hostilidades entre las personas que tienen una participación directa en el conflicto armado y aquellas que pertenecen a la población civil, aspecto que se halla consagrado dentro del Principio del Derecho Internacional Humanitario denominado “Principio de Distinción”
, necesario para efectos de que la población civil no sea objeto de los ataques armados, como consecuencia del conflicto de la misma naturaleza, pues tales ataques deben limitarse a objetivos militares y a los considerados como combatientes. 

261. Por otra parte los artículos 43 y 50 del Protocolo I Adicional a los Convenios de Ginebra de 1977, efectúan una clara distinción entre combatientes y no combatientes.

262. De todo lo anterior se concluye que se configura el delito de Homicidio en persona protegida cuando con ocasión y en desarrollo de un conflicto armado, se ocasione la muerte de personas no combatientes, miembros de la población civil tal y como en los eventos aquí relacionados aconteció, y de personas que ostentan un estatuto especial según el artículo 2º del Protocolo I Adicional a los Convenios de Ginebra, es decir personal medico, sanitario o religioso que a pesar de hacer parte de alguno de los grupos armados en conflicto no participan directamente y de manera inmediata en las hostilidades. 
263. Desaparición forzada.
264. Artículo 165 C.P. El particular que perteneciendo a un grupo armado al margen de la ley someta a otra persona a privación de su libertad cualquiera que sea la forma, seguida de su ocultamiento y de la negativa a reconocer dicha privación o de dar información sobre su paradero, sustrayéndola del amparo de la ley, incurrirá en prisión de veinte (20) a treinta (30) años, multa de mil (1.000) a tres mil (3.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes y en interdicción de derechos y funciones públicas de diez (10) a veinte (20) años. 

265. A la misma pena quedará sometido, el servidor público, o el particular que actúe bajo la determinación o la aquiescencia de aquél, y realice la conducta descrita en el inciso anterior.

Secuestro simple:
266. “Artículo 168.-Modificado Ley 733 de 2002, Art.1º . Secuestro simple. El que con propósitos distintos a los previstos en el artículo siguiente, arrebate, sustraiga, retenga u oculte a una persona, incurrirá en prisión de doce (12) a veinte (20) años y en multa de seiscientos (600) a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
267. El secuestro simple consiste en la privación de la libertad mediante alguna de las formas que describe la disposición que lo tipifica, esto es, arrebatar, sustraer, retener u ocultar a la víctima; todo sin un ingrediente subjetivo característico, pues basta que se prive de la libertad a una persona para que se configure el delito, sin que la adecuación típica requiera la búsqueda de alguna finalidad especifica.
 

268. Lo anterior por cuanto si en la privación de la libertad individual el sujeto activo tiene una finalidad específica, o un designio subjetivo identificable
, consistente en obtener por la liberación una utilidad, la conducta necesariamente debe adecuarse dentro del tipo penal de Secuestro extorsivo.  

269. Se tiene entonces que el tipo penal de Secuestro simple busca de manera preponderante la protección del bien jurídico de la libertad individual, cuya lesión se agrava cuando se hagan exigencias patrimoniales a cambio de la liberación de la víctima.
270. En cuanto a la circunstancia de agravación alegada por el Fiscal respecto al el Hecho No. 5, consagrada en el numeral 10 del artículo 170 de la misma normatividad, consistente en “cuando por causa o con ocasión del secuestro le sobrevengan a la víctima la muerte o lesiones personales”, observa la Sala que no tiene aplicación en el presente asunto como quiera que no existe una relación de causalidad entre la muerte de la víctima y su privación de la libertad, puesto que tal como lo indica la norma, el fallecimiento debe sobrevenir como consecuencia de la retención y/o condiciones en que esta estuvo en cautiverio, las que de alguna forma originen el detrimento de su integridad física hasta el punto de ocasionarle la muerte, situación que no se dio en el presente asunto, pues la muerte de los retenidos surgió, no por las condiciones materiales de la retención, sino por la voluntariedad criminal de la organización que decidió quitarle la vida.

Extorsión: 

271. “Artículo 244. Extorsión.- Modificado Ley 733 de 2002, Art. 5º. El que constriña a otro a hacer, tolerar u omitir alguna cosa, con el propósito de obtener provecho ilícito o cualquier utilidad ilícita o beneficio ilícito para sí o para un tercero, incurrirá en prisión de doce (12) a dieciséis (16) años, y multa de seiscientos (600) a mil doscientos (1200) salarios mínimos legales mensuales vigentes.”
272. Se trata de un delito contra el patrimonio económico, entendido este según definición del Diccionario de la Real Academia Española como  “el conjunto de bienes pertenecientes a una persona natural o jurídica, o afectos a un fin, susceptibles de estimación económica”. Esa relación entre los bienes y el individuo debe ser reconocida por el ordenamiento jurídico, de manera tal que sea objeto de protección y tutela del estado.

273. Es esta relación posesoria la que se ve quebrantada con la comisión de delitos que se hallan cobijados bajo el titulo de delitos contra el patrimonio económico, precisión que resulta necesaria para el estudio del caso concreto.

274. Sin embargo el delito de extorsión es pluriofensivo ya que lesiona no solo el patrimonio económico sino también la autonomía personal.
. 

275. Lo anterior por cuanto el fin buscado en el hecho punible en cuestión, es la obtención de un provecho económico, utilidad o beneficio ilícito ya que el verbo rector de esta conducta típica es constreñir, que según definición de la Real Academia Española significa “obligar, compeler por fuerza a uno que haga o ejecute alguna cosa”
. 

Porte ilegal de armas de defensa personal:
276. “Artículo 365.- Modificado Ley 1142 de 2007, art.38. Fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones. El que sin permiso de autoridad competente importe, trafique, fabrique, transporte, almacene, distribuya, venda, suministre, repare o porte armas de fuego de defensa personal, municiones o explosivos, incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años.

277. La pena mínima anteriormente dispuesta se duplicará cuando la conducta se cometa en las siguientes circunstancias:

1. Utilizando medios motorizados.

2. Cuando el arma provenga de un delito.

3. Cuando se oponga resistencia en forma violenta a los requerimientos de las autoridades, y

4. Cuando se empleen máscaras o elementos similares que sirvan para ocultar la identidad o la dificulten.”

278. De conformidad con el Decreto 2535 de 1993 se entiende por armas todo aquellos instrumentos fabricados con el propósito de producir amenaza, lesión o muerte a una persona; si estas emplean como agente impulsor del proyectil la fuerza creada por expansión de los gases producidos por la combustión de una sustancia química adquiere la calificación de armas de fuego; y a su vez si esta es diseñada para la defensa individual a corta distancia se tiene como arma de fuego de defensa personal.
279. Teniendo claro los anteriores conceptos se tiene que el tipo penal establece una sanción a toda persona que, sin permiso de autoridad competente, importe, fabrique, transporte, almacene, distribuya, venda, suministre, repare, o porte armas de fuego de defensa personal o municiones, y se encuentra ubicado en el Titulo de los Delitos contra la Seguridad Pública, en el Capítulo sobre los Delitos de peligro común o que pueden ocasionar grave perjuicio para la comunidad y otras infracciones, por lo que es un tipo penal pluriofensivo, pues protege varios bienes jurídicos como la vida, la integridad física de las personas, la seguridad pública y el patrimonio económico
.  
280. La ilicitud de la conducta del sujeto activo, parte del hecho de no poseer la licencia otorgada por la autoridad competente, que lo autoriza para portar, es decir, llevar consigo, un arma de fuego de defensa personal, o sus municiones, lo que lo lleva a la categoría de tipo penal de peligro, pues este solo hecho de portar un arma sin la autorización respectiva, pone en peligro la seguridad del entorno social, sancionando la conducta por este solo hecho sin que sea necesario la vulneración efectiva de los bienes jurídicos protegidos.
Deportación, Expulsión, Traslado o Desplazamiento Forzado de Población Civil:
Artículo159. Deportación, expulsión, traslado o desplazamiento forzado de población civil. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado y sin que medie justificación militar, deporte, expulse, traslade o desplace forzadamente de su sitio de asentamiento a la población civil, incurrirá en prisión de diez (10) a veinte (20) años, multa de mil (1.000) a dos mil (2.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de diez (10) a veinte (20) años.
ALEGACIONES

Fiscalía.  

281. Tal y como viene motivado, comparte la Sala los argumentos que expusiere en torno a la contextualización de algunos de los comportamientos del postulado,  concretamente  en lo que se refiere a los delitos de Homicidio en persona protegida y Desplazamiento forzado, cuando considera se trata de delitos que simultáneamente tienen la connotación de Lesa humanidad y Crímenes de guerra.

282.  También como se expuso en precedencia, la Sala comparte  que en efecto, tal y como lo expusiere la Fiscalía, en lo que guarda relación con los casos Nos. 3, 4, 5, 9, 10, 18, 19 y 21, el comportamiento del postulado se adecuó en concurso heterogéneo al delito de secuestro previsto por el artículo 168 del Código Penal, en atención a la ilegal retención de las victimas, previa a sus ejecuciones.
283. De la misma forma la Sala avala la postura de la Fiscalía en su negativa de formular en contra del postulado, cargos por el delito de tortura del que se dice resultó victima Carmen Pungo; en efecto, hasta la fecha no milita en la foliatura evidencia alguna que acredite que los padecimientos emocionales que pudo haber sufrido la víctima en razón de las citaciones o requerimientos del postulado, se le infligieron con alguna de las finalidades a las que se refiere el artículo 178 de la Ley 599 de 2000. Sin embargo, insiste la Sala en que como la gestión procesal informa que estamos frente a una formulación de cargos parciales, nada obsta para que en el evento en que la Fiscalía logre verificar el cumplimiento de aquellas exigencias, proceda en los términos de ley, a formular la correspondiente imputación y cargos por dicha ilicitud.

284. Respecto al hecho No.1 relacionado con el Homicidio en persona protegida de Jaime Quira Cifuentes imputado al postulado inicialmente a titulo de cómplice, se comparte la postura del señor Fiscal en cuanto precisó que se trató de un Homicidio en persona protegida cometido bajo la forma de participación de la coautoría impropia, bajo el entendido que la vinculación del postulado con la concertación estuvo orientada a cometer múltiples delitos, sumando su voluntad al cumplimiento de las políticas de la organización.

285. En relación con el delito Homicidio agravado consignado en el hecho No.15., teniendo en cuenta que la víctima era militante del bloque Calima y que al momento de su asesinato no hacia parte de las hostilidades y se encontraba desarmado, entiende la Sala que ostentaba para ese momento la calidad de persona protegida, y en consecuencia tal y como se planteara por el señor Fiscal, se comparte la modificación del tipo hacia el Homicidio en persona protegida.

286. En lo que tiene que ver con la adición del comportamiento del desaparecimiento forzado, en el aparte pertinente se consignaron los argumentos que llevan a la Sala a no legalizar el cargo formulado por este delito.

Ministerio Público. 
287. Expuso el señor Procurador delegado para Justicia y Paz, con argumentos que comparte la Sala, que si bien los procesos rituados por la Ley 975 de 2005 son mas flexibles en lo que tiene que ver con los estándares probatorios, ello no implica el desconocimiento de la misma ley, en torno a sus exigencias de verdad.

288. Llama la atención sobre la importancia de respetar los principios de legalidad y tipicidad estricta, armonizados en su criterio por el Derecho Internacional. En tal virtud considera que tales principios no están ausentes del proceso de Justicia y paz que ritua la Ley 975 de 2005, y por ello el diseño de las adecuaciones típicas debe ajustarse a la legislación interna, mayormente si se tiene en cuenta que el Estatuto de Roma es un instrumento internacional complementario.

289. Comparte con la Fiscalía, la connotación de Delitos de lesa humanidad y crímenes de guerra que se reconoció sobre los distintos homicidios y el desplazamiento forzado.

290. En relación con la forma de participación reclamada por la Fiscalía respecto de los casos Nos 14 y 20, como viene motivado, pudo la Sala verificar que se trató de la forma de participación de la coautoría, pues el postulado, en asocio de otro de los integrantes del Bloque Calima, coordinó y materializó la ejecución de la víctima.

291. Sobre el delito de tortura del que se predica por el Ministerio público resultó victima Carmen Pungo, la Sala hace extensivos a este sujeto procesal, los argumento expuestos precedentemente sobre el tema.

292. En cuanto al delito de terrorismo señala que existe el delito propiamente dicho y existen los actos de terrorismo, conforme al  artículo 144 del código penal, por lo que la existencia de actos de terrorismo en el presente asunto se encuentran perfectamente verificados. Sobre este punto, cabe destacar que igual precisión hizo la Sala en diligencia de legalización de cargos; no obstante el señor Fiscal en postura razonable manifestó, que dicha ilicitud seria objeto de verificación y análisis posterior, para efectos de considerar la procedencia de su imputación.

Postulado.

293. Gian Carlos Gutiérrez Suárez. Manifiesta aceptar de manera libre, voluntaria y asistido por su defensora todos y cada uno de los cargos formulados por parte del Fiscal Delegado para la Justicia y la Paz, al tiempo que pide perdón a las victimas de los hechos por el cometidos e invita a aportar de manera conjunta el esfuerzo que sea necesario para lograr el perdón y la reconciliación necesaria en este proceso de Justicia y Paz.

Defensora Pública de Gian Carlo Gutiérrez Suárez:

294. Solicita se declare la legalidad de los cargos formulados.

295. Señala que se hace indispensable impulsar el debido proceso y la legítima defensa dentro de un proceso de paz y reconciliación por ello pregona por que se aplique la corriente garantista bajo el respeto de la verdad y las garantías procesales del postulado.

296. Pugna por el énfasis en la reconciliación y la reinserción, como oferta seria del Estado y la sociedad de darle al procesado la oportunidad de demostrar su voluntad de reincorporarse a la sociedad.
297. Considera que la modificación de los cargos debe encausarse dentro de un marco que respete las garantías procesales de  los postulados de la ley de justicia y paz, pues es necesario la existencia de fundamentos fácticos para efectos de la imputación y la posterior formulación de los cargos igual en lo que respecta a la variación de los hechos que ya fueron objetos de formulación de cargos, en este caso el fundamento fáctico esta dado en primer lugar por la versión y confesión del postulado. La función del postulado es ayudar al esclarecimiento de los hechos y la consecución de la verdad.

298. Reitera que resulta desproporcionado exigirle al postulado las circunstancias mínimas de tiempo y modo, lo que importa es, que este diga la verdad, su verdad. Concluye que la verdad del postulado se encuentra conforme a derecho, ya que no obstante las readecuaciones y adiciones típicas se derivaron de las circunstancias fácticas narradas por el postulado, las que no fueron modificadas.

299. En cuanto a la aplicación de categorías de lesa humanidad y crímenes de guerra considera una contrariedad aplicar las dos categorías a la luz del derecho interno. Sobre este punto, con suficiencia en las motivaciones precedentes precisó la Sala, que la naturaleza de los bienes jurídicos protegidos, como los elementos de contextualización en cada caso, bien permite que se declare sobre los hechos simultáneamente aquellas connotaciones.

300. La defensa se atiene a lo demostrado y reconoce la competencia exclusiva del tribunal para ello sin embargo con fines solo académicos realiza las siguientes observaciones:
301. En lo que tiene que ver con el hecho No 1., precisa la Sala que las condiciones fácticas de los hechos, bien permiten se ubique en comportamiento del postulado bajo la forma de participación de la coautoría, todo por la importancia y determinación de su aporte a alias el Pelirrojo, quien como se sabe fue quien  accionó el arma  de fuego en contra de la víctima.

302. En  relación con los Casos Nos 2 y 12 sobre los que se adicionaron por parte de la Fiscalía los homicidios en persona protegidas de los inicialmente retenidos en desarrollo del reten por parte del postulado, contrario a lo que expone, todo indica que la dinámica de la organización, bien le permitía al postulado prever la suerte de quienes eran entregados como retenidos a sus superiores, bajo el supuesto de pertenecer o tener vínculos con la subversión. Téngase en cuenta que los homicidios selectivos de que trata este proceso, se dieron en su mayoria, precisamente bajo ese mismo supuesto. 

303. En cuanto al desplazamiento forzado reclamado al postulado y del que resulto víctima Jorge Enrique Pungo, como la norma no consagra tal discriminación no comparte la Sala  como se asegura por la defensa, que el tipo previsto por el artículo 159 del CP, solo punibilice el desplazamiento de dos o mas personas. Ha de entenderse que cuando el tipo se refiere al elemento “población” este comprende una o mas personas; lo contrario riñe con postulados de simple equidad; ello equivaldría a un tratamiento discriminatorio, en tanto que en los eventos de un solo desplazamiento generado con posterioridad al 24 de julio de 2001, fecha en que entro en vigencia la Ley 599 de 2001, automáticamente se le restaría la connotación de crimen de guerra, en tanto que si se reconocería al tratarse de dos o mas desplazados.

Representantes de Victimas:

Doctor Juan Carlos Córdoba Correa. 

304. Peticiona a la Sala se resuelva no legalizar los cargos formulados pues concretamente considera que los homicidios referenciados como casos No 14 y 20, no se adecuan a crímenes de guerra, ya que las víctimas fueron señaladas como militantes de la subversión. Sobre este punto, tal y como viene motivado, la relación de los hechos con el conflicto que se vive en Colombia, la condición de protegidas de la victimas y además las fechas de los hechos –ambos sucedidos en el 2002- permiten  sin dubitaciones su ubicación en la categoría de Crimen contra persona protegida, en los términos que lo consagra el artículo 135 del CP. tal y como lo expuso la Fiscalía. El inconsulto e incluso un acertado señalamiento de los integrantes del Bloque Calima en relación con los vínculos de estas víctimas con la subversión, no les sustrae automáticamente la condición de persona protegida. En este puntual evento, el análisis que se impone toca ya con las condiciones materiales de las victimas al momento de los hechos, a fin de determinar lo que la jurisprudencia ha llamado igualdad de armas. El homicidio de personas derivado del conflicto, pertenezcan o no a la subversión, siempre que se de en condiciones de desigualdad de defensa, y con posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 599 de 2000, será  un crimen de guerra.

305. Para este defensor resultan válidos los argumentos relacionados en torno al delito de terrorismo y que se expusieron frente a las alegaciones del Ministerio público.

306. De igual forma, en cuanto al eventual secuestro del que pudo resultar víctima el señor Jorge Pungo, en tratándose de cargos parciales los que nos ocupan, la Fiscalía una vez hechas las correspondientes verificaciones considerará la procedencia de la correspondiente imputación.

307. Considera el defensor que no se hizo relación a los bienes para fines de reparación, sin que se pueda determinar que ha pasado con los bienes que en su momento fueron embargados, y que destino se les ha dado. Tampoco se dijo nada referente a los daños colectivos, ni a los sufridos de manera individual. Hay casos de desplazamiento forzado respecto a las que no se han realizado labores de verificación, sin tener en cuenta que de estas podrían surgir nuevos delitos o nuevas victimas. 
308. Respecto al hecho No. 2 que relaciona el secuestro y posterior homicidio de Emilson Albeiro Peñafiel Ardila, Felipe Antonio Peñafiel Muñoz, Wilmar Yahir López Peñafiel y Marino Enrique Báez, considera importante se verifique por la Fiscalía sus eventuales torturas. Frente a estas argumentaciones debe la Sala puntualizar que hasta la fecha, ninguna evidencia señala que las víctimas fueron torturadas por el grupo ilegal, por tanto frente a esa carencia probatoria no es posible, de cara a solo suposiciones, realizar procesos de adecuaciones típicas, que de otra parte registran comportamientos que comprenden elementos propios.

309. Conforme a lo anterior entiende la Sala que los argumentos traídos por el señor defensor, no resultan suficientes para desestimar como se pretende la legalización de los cargos formulados, pues como se dijo, el tema relacionado con la falta de imputaciones por los comportamientos que señala, bien puede ser solventado por la Fiscalía, luego de los pertinentes procesos de verificación.

310. En cuanto a la administración o manejo por parte de Acción social de los bienes entregados para efectos de reparación, la Sala procurará la absoluta clarificación de su manejo, durante el desarrollo del incidente de reparación.

Doctor José Hipólito Vargas.

311. Como puede verse los argumentos traídos por el señor defensor de víctimas, como soporte de la improcedencia de legalización de cargos solicitada por la Fiscalía en relación con el postulado del Bloque Calima Gian Carlo Gutiérrez Suárez, por la ausencia de relación causa - efecto, entre los antecedentes que señala y la petición que ofrece, no están llamados a prosperar.

312. Sus argumentos se contraen a señalar que la ausencia de testimonios de las victimas, no ha permitido se estructure en este asunto un conocimiento cercano a la verdad de lo sucedido.

313. Sobre el tema vale anotar que en  tales condiciones de imprecisión no le es posible a la Sala determinar, si la ausencia de verdad que señala afecta la contextualización de los hechos y en que sentido, al punto que se reduzcan los elementos de comprobación referidos a los Crímenes de guerra o de Lesa humanidad, o, si por el contrario, se lesiona el contenido de verdad referido a uno a o varios de los hechos por los que se formularon cargos. De la misma forma y en lo que tiene que ver con el delito de tortura, como no señala en cuales de los eventos acá relacionados se dieron tales comportamientos, a fin de que a la Sala le sea posible examinar si en efecto hacen o no presencia los elementos que se relacionan por el artículo 137 del CP., bajo ese marco genérico no es posible abordar el análisis de lo pedido y en tal virtud con los argumentos expuestos, no se deslegitiman la solicitud de la Fiscalía en relación con la legalización de los cargos formulados.

Doctora Soraya Gutiérrez
314. Luego de exponer argumentos referidos al concepto de verdad, plantea la improcedencia de la legalización de los cargos formulados como delitos de lesa humanidad y crímenes de guerra simultáneamente, pues entiende que el contexto de los hechos, solo marca su naturaleza de lesa humanidad. Sobre el tema la Sala precisa que acreditado como se encuentra la existencia de un conflicto armado interno en Colombia, las sistemáticas y generalizadas violaciones de derechos humanos, que las víctimas de esos hechos carecían de vinculaciones directas o indirectas con las organizaciones trabadas en ese conflicto y por tanto que se trataba de personas protegidas en condición de civiles, que además los hechos materia de legalización fueron cometidos por el postulado durante y en su condición de militante del Bloque Calima de las AUC, que finalmente bajo ese contexto, se cometieron los hechos con posterioridad al 24 de julio de 2001, fecha en que entró en vigencia la ley 599 de 2000 que consagra en su Capitulo II los delitos contra las personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario, ninguna duda surge a la Sala para declarar, que se trataron de crímenes de guerra y simultáneamente de lesa humanidad, pues además esos homicidios selectivos contundentemente afectaron a la comunidad internacional, a mas de los intereses particulares.

315. Enfatiza que la deficiente información recaudada por la Fiscalía no permitió conocer características de las victimas y sectores de la sociedad victimizadas, como tampoco un acercamiento a la verdad sobre el contexto en que ocurrieron las acciones delictivas por parte de esa estructura paramilitar a la que perteneció el postulado. 

316. Considera que los crímenes objeto de legalización hacen parte, de una política sistematizada de las estructuras paramilitares y para el caso del Bloque Calima que actuó no solo con el consentimiento sino con el apoyo de servidores públicos tales como las fuerzas militares, Ejército y Policía, organismos de seguridad del estado, autoridades civiles y políticas, con el objetivo de eliminar a personas miembros de organizaciones sindicales, cívicos, campesinos, indígenas y defensores de derechos humanos entre otros. Reitera que la  persecución de los activistas sindicales también es un hecho destacable, incluso la persecución contra los activistas de SINTRA EM CALI  se agudizó luego de manifestaciones de protestas de trabajadores públicos contra la privatización de EMCALI y las denuncias de corrupción contra los miembros de esta empresa. Igual situación ocurrió con ANTHOC de la cual era dirigente Carmen Pungo, todo lo cual indica, que eran asesinados “solo por pensar diferente”. 

317. La postura de la señora defensora de victimas carece en este proceso de evidencias que la respalden. No desconoce la Sala que en efecto de algunas de las víctimas de este proceso se predica su vinculación con organizaciones sindicales; no obstante, también ha quedado claro en el proceso, que aquellos homicidios selectivos obedecieron antes que a una postura estatal como lo predica la defensa, a una política de terror implantada en contra de población protegida, por una organización ilegal –AUC-BLOQUE CALIMA-, bajo el ilegítimo y nunca bien lamentado y erróneo e injustificado criterio, de que se trataba de personas que eran señaladas por sus vínculos con la subversión. No existe en el  proceso evidencia alguna que respalde, el que estas muertes más que violentas e injustas, hayan sido generadas por su condición de activistas, defensoras de derechos humanos, sindicalistas etc. y menos, en cumplimiento de una política estatal. Bajo ese entendido no es posible considerar como se pretende por la defensa, ausencia de verdad en relación con las condiciones sociopolíticas bajo las que se dieron los hechos materia de esta investigación.

Doctora Natalia Hidalgo.

318. Expone que conforme a postura reiterada de la Sala de Casación penal de la Corte Suprema de Justicia, la Fiscalía debió practicar todos los medios probatorios tendientes a confirmar lo aceptado por el postulado; que en la sentencia proferida en contra del señor Salvador Arana la Corte dejó claro que los grupos paramilitares desde su creación tenían la finalidad de arrasar a todos los ciudadanos que se opusieran a sus propósitos. En el presente proceso la única información con la que se cuenta es que existe la posible participación de autoridades en la comisión de las conductas delictivas de los paramilitares, y que a las personas que se asesinaron fue por que se creía que eran guerrilleros: Sin embargo no se acreditó el perfil de las victimas. Sobre este punto, la Sala entiende que conforme a lo probado y viene motivado, no hay en el proceso evidencia alguna que señale o respalde, que la postura de los militantes de las autodefensas era orquestada por el Estado, a fin de asesinar a miembros de la población con perfiles específicos. Como bien lo señala y lo reiteró la Corte en la Sentencia que menciona, la política de esta organización ilegal, eran entre otras, los homicidios selectivos de los que a bien tuvieran señalar como opositores a sus propósitos.

319. Acertadamente considera la defensa, que adecuar las conductas contra el DIH es considerarlas simplemente como un delito interno, o meros delitos comunes desconociendo que son delitos de lesa humanidad; por ello la Sala conforme a lo motivado, declara que en efecto se trató de comportamientos que con suficiencia tienen la connotación de delitos de lesa  humanidad.

320. Señala que Carmen Pungo fue secuestrada dos veces y torturada psicológicamente antes de ser asesinada. Esta hipótesis delictiva como viene motivado, será objeto de verificación por la Fiscalía.

321. De cara a las anteriores motivaciones, considera la Sala que las inconsistencias señaladas por la señora defensora, no  generan la improcedencia de la legalización de los cargos formulados en contra de Gian Carlo Gutiérrez Suárez, por lo que abordará el análisis de lo pedido por la Fiscalía.

322. Conforme a las motivaciones precedentes y siendo además acertados los distintos procesos de adecuaciones típicas se legalizan los cargos que se derivan, a juicio de la Sala, de las circunstancias modales y temporo-espaciales que se discriminan a continuación:
323. Hecho 1.  Homicidio de Jaime Quirá Cifuentes. 

324. El 30 de Julio del año 2001, aproximadamente a las dos de la tarde, en la cabecera municipal de El Tambo - Cauca, en la vía que lleva del matadero municipal al barrio San Fernando, el señor Jaime Quirá Cifuentes fue abordado por dos individuos que se transportaban en una motocicleta, cuyo conductor, distinguido con el alias de "Pelirrojo", después de un intercambio de palabras le disparó con arma de fuego, tipo revólver calibre 38, causándole las heridas que le produjeron la muerte, hecho que confesó el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, en su versión rendida el 30 de agosto de 2007 (a las 10:32:10 - 11:31:50), en la cual manifestó que él era el segundo de los individuos mencionados anteriormente, admitiendo su responsabilidad en el homicidio, como quiera que protegió y colaboró en la huida de alias "El Pelirrojo", al desenfundar su arma de fuego por prevención y huir del lugar conjuntamente en la motocicleta mencionada; además por formar parte de la organización paramilitar, específicamente el Bloque Calima. 

325. Este delito de homicidio, advirtió el Fiscal, lo investiga la Fiscalía 1ª Delegada ante los Juzgados Penales del Circuito de Popayán, con sede en el Tambo - Cauca, bajo el radicado No. 55204, que se halla en etapa de instrucción, en cuyo diligenciamiento se constató que los hechos averiguados son idénticos a los confesados por el postulado. 

326. La conducta delictiva confesada por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, se subsumió por el ente instructor en el delito denominado Homicidio en persona protegida, descrito y sancionado en el articulo 135 del Código Penal (Ley 599/2000), que contempla pena de prisión de 30 a 40 años, multa de 2.000 a 5.000 salarios mínimos legales mensuales vigentes e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de 15 a 20 años. 

327. La anterior adecuación típica, se sustentó en el reconocimiento de que la conducta fue perpetrada por miembros de un grupo armado organizado al margen de la ley (Bloque Calima de las AUC), que se encontraba integrado al conflicto armado interno, y la víctima era un miembro de la población civil que no estaba participando en combates ni en ninguna hostilidad. 

328. Como se dijo, el grado de participación, inicialmente fue ubicado por la Fiscalía, en calidad de “cómplice”. Ante esta Sala aclaró que tal postura debe ser modificada a la forma participativa de la Coautoria impropia que establece el artículo 29 del CP., pues al analizar en contexto el hecho atribuido, de los elementos materiales probatorios se puede colegir que la vinculación del postulado al Bloque Calima, se dirigió a concertarse para cometer múltiples conductas criminales indeterminadas, de tal suerte que sumó su voluntad a la de otros integrantes de esa organización, para alcanzar los propósitos y políticas de la organización, entre estas, eliminar a quienes consideraban sus opositores. Por lo anterior, debe entenderse que cuando aceptó a acompañar a alias El pelirrojo, lo hizo bajo el fin de servir a la organización en aquellos propósitos criminales. 

329. Hecho No. 3 Homicidio de  David Ospina González, aserrador de 19 años de edad.

330. Considera el representante del ente fiscal que se dio en concurso heterogéneo con el delito de Secuestro agravado y conforme a los siguientes antecedentes:
331. El 19 de septiembre de 2001, en la Vereda Monteredondo del municipio de El Tambo-Cauca, en horas de la tarde, alias "Maycol" y GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, sacaron de su casa de habitación al señor David Ospina González, conduciéndolo hasta la Vereda Betania, donde "Maycol" le disparó con arma de fuego causándole la muerte, hecho que confesó el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ en su versión rendida el 29 de agosto de 2007 (a las a las 5:07:37 - 5:14:54), en la cual aceptó su responsabilidad porque acompañó a "Maycol" a sacar al hoy occiso de su casa y llevarlo al lugar donde se le dio muerte con disparos de arma de fuego tipo revólver, calibre 38, tras ser señalado por "Maycol" como guerrillero. 
332. Informó que tales hechos son idénticos a los que ha venido investigando la Fiscalía Seccional de El Tambo-Cauca, en el radicado No. 1107- 52226 que se halla en etapa de instrucción. 

333. La conducta se subsumió en el delito de homicidio en persona protegida, de acuerdo con el artículo 135 del Código Penal, pero bajo la calidad de coautor impropio y el delito de Secuestro agravado previsto por los artículos 168 y 170-10 del CP. 
334. Hecho 4. Homicidio de Nisareiver Sánchez Vásquez, vigilante de 20 años de edad. 

335. El 20 de agosto de 2001, por orden de alias "Maycol", GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ y el individuo conocido como "El Pelirrojo", llegaron a la población de El Tambo-Cauca, en dos motocicletas, y sacaron al señor Nisareiver Sánchez Vásquez, quien era vigilante del pueblo, para dirigirse con él hasta la Vereda de El Tablón, lugar donde "El Pelirrojo" le disparó con un revólver calibre 38, produciéndole heridas que le causaron la muerte, bajo el entendido de que la víctima se hacía pasar como miembro de las AUC para pedir dinero y extorsionar a los vecinos de El Tambo, según la confesión realizada por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, en su versión rendida el 30 de agosto de 2007 (a las 11:54:59 - 12:00:51), dentro del proceso de justicia y paz que se le sigue conforme a la Ley 975 de 2005. 

336. Este acontecer delictual corresponde al que ha venido investigando la Fiscalía 01 Seccional de El Tambo - Cauca en el radicado No. 55210, en etapa de instrucción. 
337. Bajo los mismos parámetros que vienen expuestos , la conducta se subsume también en el delito de homicidio en persona protegida –artículo 135 y el delito de Secuestro agravado previsto por los artículos 168 y 170-10 del CP., en calidad de coautor, conforme al artículo 29 del Código Penal.

338. Hecho 5. Homicidio de Napoleón Rosero, agricultor de 43 años de edad.
339. El 31 de Julio de 2001, en horas de la noche, por orden de alias "Maycol", GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ y el individuo conocido como "El Pelirrojo", sacaron al señor Napoleón Rosero de su casa de habitación, ubicada en la Vereda Pueblo Nuevo, corregimiento de Piagua, Municipio de El Tambo – Cauca, y cerca de la misma, en el camino, el sujeto alias "El Pelirrojo" le disparó con arma de fuego tipo revólver calibre 38, produciéndole heridas que le causaron la muerte.

340. El postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, en su versión rendida el 30 de agosto de 2007 (a las 11:32:39 - 11:42:10), dentro del proceso de justicia y paz que se le sigue conforme a la Ley 975 de 2005, confiesa éste homicidio, afirmando que ayudó a sacar al hoy occiso con conocimiento de que era para asesinarlo, toda vez que alias “Maycol” había informado que era guerrillero.

341. La conducta es investigada por la Fiscalía 1ª Seccional de El Tambo-Cauca, en el radicado No. 55205, en etapa de instrucción. 
342. Bajo los mismos parámetros, la conducta se subsume también en el delito de homicidio en persona protegida –artículo 135 del CP. y el delito de Secuestro agravado previsto por los artículos 168 y 170-10 del CP., en calidad de coautor, conforme al artículo 29 del Código Penal.

343. Hecho No. 9. Homicidios de Wilson Hernando Dorado Piamba –conductor de 39 años- y  Norelly Guauña – de 23 años de edad-
344. El 19 de septiembre de 2001, en la Vereda Puerto Piagua, municipio de El Tambo-Cauca, por orden de alias “Maycol”, identificado por la Fiscalía como Janier Franco, el sujeto distinguido con el alias de "El Burro" y GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, conocido con los alias de "El Pirata, Tuerto o Carlo", dieron muerte a Wilson Hernando Dorado Piamba y Norelly Guauña, a quienes sacaron de una casa ubicada en una vereda aledaña al corregimiento de San Joaquín, transportando primero al señor Wilson Hernando en una motocicleta en medio de los dos victimarios hasta cerca al corregimiento de Piagua, donde "El burro" procedió a dispararle con un arma de fuego, tipo revólver calibre 38, causando su deceso. Procedimiento que repitieron luego con la señora Norelly, acción en la que también disparó “El Burro". Las víctimas fueron ejecutadas por orden de “Maycol”, tras ser señaladas como guerrilleros.

345. El postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, en su versión rendida el 29 de agosto de 2007 (a las 5:14:54 - 5:55:09), dentro del proceso de justicia y paz que se le sigue conforme a la Ley 975 de 2005, confiesa su responsabilidad en los dos homicidios, por haber realizado un aporte esencial al trasportar a las victimas conjuntamente con el sujeto alias "El burro", con conocimiento de que era para ejecutarlas; es decir, obró conjuntamente con éste individuo para la comisión de los delitos, siguiendo órdenes de alias “Maycol”.

346. Tales delitos de homicidio se vienen investigando por la Fiscalía 1º Seccional de El Tambo-Cauca, en el radicado 55227, (etapa de instrucción), donde se verificó que el hoy interfecto Wilson Hernando presentaba un brazo enyesado, hecho que coincide con el relato del postulado.
347. El doble homicidio, confesado por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, bajo los parámetros arriba señalados se subsume en el delito de Homicidio en persona protegida, previsto en el artículo 135 y el delito de Secuestro agravado previsto por los artículos 168 y 170-10 del CP., en concursos homogéneos sucesivos, en calidad de coautor, conforme al artículo 29 del Código Penal.

348. Hecho No. 10. Homicidio de  Bleismer García Idrobo, agricultor de 19 años de edad.

349. El 9 de septiembre de 2001, los sujetos distinguidos con el alias "El Burro" y GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, conocido con los alias "El Pirata, Tuerto o Carlo", por orden de “Maycol”, identificado hoy como Janier Franco, en horas de la noche sacaron de un billar ubicado en el casco urbano de El Tambo-Cauca, al señor Bleismer García Idrobo, y lo llevaron en una motocicleta por la vía que conduce a Popayán y antes de llegar al corregimiento de Piagua, el sujeto conocido como "El burro" le disparó con un revólver calibre 38, causando su deceso. El señor GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ manejó la motocicleta en la que transportaron al hoy occiso en medio de los dos victimarios.

350. El postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, en su versión rendida el 29 de agosto de 2007 (a las 5:24:12 - 5:32:38), confiesa su responsabilidad en este homicidio por realizar un aporte esencial, al sacar del billar y transportar en una motocicleta que conducía, a la víctima, conjuntamente con el sujeto alias "El burro", con conocimiento de que era para ejecutarla por considerársele guerrillero; es decir, obró conjuntamente con éste individuo para la comisión del ilícito, siguiendo órdenes de alias “Maycol”.

351. La conducta, informa el Fiscal, viene siendo investigada por la Fiscalía 1ª Seccional de El Tambo-Cauca, en el radicado 1099-55215 (etapa de instrucción). 

352. Bajo los mismos parámetros, esta conducta confesada por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ se subsume en el delito de homicidio en persona protegida, articulo 135 del Código Penal y el delito de Secuestro agravado previsto por los artículos 168 y 170-10 del CP., en calidad de coautor, conforme al artículo 29 del Código Penal.

353. Hecho No. 18. Homicidios de Ferney Mesa García (agricultor de 30 años), Wilton Delgado Valdez (agricultor de 17 años), Jaiber Valdez Delgado (agricultor de 20 años) y Holman Valdez Delgado (agricultor de 21 años).

354. El 22 de marzo de 2002, el señor GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ coordinó un operativo por órdenes de alias “JC”, comandante del Bloque Calima en el municipio de El Bordo-Cauca, en el que participaron dos sujetos de raza negra, uno de ellos conocido como “Edinson”, dos ex -guerrilleros que no se pudieron individualizar, un sujeto conocido como “El Indio” y dos personas más sin individualizar, quienes transportándose en una camioneta roja y una motocicleta, sacaron de una vivienda en la vereda El Cocal a una persona y, luego, a tres más en la vereda de Matacea, a las que les dieron muerte disparándoles con arma de fuego, tras ser señaladas como colaboradores de la guerrilla. GIAN CARLO se encargó de dispararle a una de las víctimas y sus compañeros a las otras tres. Los cuerpos fueron dejados sin vida en diferentes puntos de la vereda El Limón–Matacea, del municipio de Mercaderes - Cauca.

355. Las personas asesinadas respondían a los nombres de Ferney Mesa García, Wilton Delgado Valdez, Jaiber Valdez Delgado y Holman Valdez Delgado.
356. Los hechos fueron confesados por el postulado en su versión rendida el 29 de agosto (a las 3:28:04 - 3:44:50) y el día 30 de agosto de 2007 (a las 12:39:00 -12:45:50). 
357. Estos hechos vienen siendo investigados por la Fiscalía Seccional con sede en Mercaderes-Cauca, en el proceso radicado bajo el No. 63498-1808 (etapa de instrucción). 
358. El cuádruple homicidio, confesado por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, se subsume en el delito de homicidio en persona protegida previsto por el articulo 135 en concurso homogéneo sucesivo y el delito de Secuestro agravado previsto por los artículos 168 y 170-10 del CP., en calidad de coautor impropio conforme al artículo 29 del Código Penal.

359. Hecho No. 19. Homicidios de Ovidio Díaz Rodríguez (agricultor de 24 años) y Hegidio Marino Galíndez (de 20 años de edad).

360. El 7 de junio de 2002 en horas de la mañana, GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, en compañía de un sujeto de raza negra conocido como “Edison” y otro que había sido guerrillero, retuvieron en la localidad de Mojarras, municipio de Mercaderes, departamento del Cauca, a los señores Ovidio Díaz Rodríguez y Hegidio Marino Galindez, y después de comunicar su retención al comandante conocido con el alias de “JC”, quien se localizaba en la cabecera municipal de El Bordo-Cauca, éste ordenó ejecutarlos, como quiera que aparecían en una lista que portaba. GIAN CARLO y sus dos compañeros trasladaron a las víctimas en una motocicleta hasta la vereda El Cocal, municipio de Mercaderes – Cauca, donde les dieron muerte sobre la vía panamericana. 
361. Las conductas fueron confesadas por el postulado en su versión rendida los días 29 de agosto (a las 3:44:52 - 4:06:09) y 30 de agosto de 2007 (a las 12:45:47 -12:50:25). 
362. Estos hechos se investigaron por la Fiscalía Seccional de Mercaderes- Cauca, en el proceso radicado bajo el No. 63541 (etapa de instrucción). 
363. La conducta delictiva aquí confesada por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, se subsume en el delito de homicidio en persona protegida previsto por el articulo 135 del CP., en concurso homogéneo sucesivo y el delito de Secuestro agravado previsto por los artículos 168 y 170-10 del CP., en calidad de coautor, conforme al artículo 29 del Código Penal.

364. Hecho No. 21. Homicidio de José Wilder Díaz Cuellar (agricultor de 22 años).
365. El 3 de Noviembre de 2002, por orden de alias "Maycol", el ahora desmovilizado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, el sujeto conocido con el alias de “El Gato” y dos personas más no identificadas, aprehendieron en el parque del municipio de Guadalupe-Huila, al señor José Wilder Díaz Cuellar, a quien tildaban de guerrillero, y lo trasladaron hasta la vereda Los Cauchos, por la vía que conduce de Guadalupe a San Antonio-Garzón (Huila), donde le dieron muerte, mediante dispararos que le propinó alias "El Gato".

366. La conducta fue confesada por el postulado en su versión rendida el día 20 de noviembre de 2007 (a las 11:07:26 - 11:24:50). 
367. Tales hechos son investigados por la Fiscalía 20 Seccional de Garzón - Huila, en el proceso radicado bajo el No. 8949 (etapa de instrucción). 
368. Citando las mismas circunstancias modales, la conducta aquí confesada por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, se subsume en el delito de Homicidio en persona protegida, articulo 135 del Código Penal y el delito de Secuestro agravado previsto por los artículos 168 y 170-10 del CP., en calidad de coautor, conforme al artículo 29 del Código Penal.

369. Hecho 2.  Homicidio en persona protegida y Secuestro agravado. Victimas Emilson Albeiro Peñafiel Ardila (agricultor de 24 años), Felipe Antonio Peñafiel Muñoz (agricultor de 20 años), Wilmar Jair López Peñafiel (agricultor de 22 años) y Marino Enrique Báez (profesor, dirigente sindical, extranjero de la República Dominicana).
370. El 2 de agosto de 2001, en el sitio La Cuchilla, vía al Obelisco de El Tambo, departamento del Cauca, un grupo paramilitar de las AUC, al mando de alias “Gonzalo”, conformado por aproximadamente 60 hombres, realizó un retén, en el que se privó de su libertad a cuatro (4) personas luego identificadas como Emilson Albeiro Peñafiel Ardila, Felipe Antonio Peñafiel Muñoz, Wilmar Jair López Peñafiel y Marino Enrique Báez, éste último de nacionalidad dominicana, profesor dirigente del sindicato de maestros de ese país, y como momentos después se presentó un combate con la guerrilla, los retenidos quedaron con el grupo al mando de alias “Gonzalo”, mientras que GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ y los individuos conocidos como "Maycol" y "Pelirrojo", regresaron a la población de El Tambo.
371. GUTIÉRREZ SUÁREZ afirmó en su versión que al día siguiente los cuatro retenidos aparecieron muertos, junto con el señor Hegidio Achinte, quien fue víctima del cruce de disparos en el enfrentamiento sostenido entre guerrilleros del ELN y miembro de las AUC.

372. El postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, en su versión rendida el 29 de agosto de 2007 (a las 4:53:24 - 5:07:37), confiesa su responsabilidad en la retención de las cuatro personas inicialmente identificadas, más no en los homicidios ejecutados sobre ellas, diciendo que cuando abandonó el lugar en compañía de "Maycol" y "el Pelirrojo", las víctimas quedaron con vida a disposición del grupo al mando de alias “Gonzalo”, desconociendo que los iban a matar.

373. Estos hechos, informa el Fiscal, se corresponden con los que viene investigando la Fiscalía 41 Especializada de la Unidad Nacional de Derechos Humanos de Cali, en el proceso radicado bajo el No. 1781.

374. Las conductas delictivas confesada en este hecho por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, constituye, a juicio de la Fiscalía, un delito de secuestro agravado y no simple como se consideró en la audiencia preliminar de imputación de cargos, pues el imputado mantuvo a las víctimas bajo su control y custodia instantes previos a que fueran asesinadas por otros miembros de la agrupación delincuencial de la cual el postulado hacía parte. Su contribución en el hecho, recabó, obedeció a una estrategia criminal concertada de las AUC encaminada a ejecutar acciones violentas y sistemáticas en contra de miembros de la población civil, catalogados de guerrilleros o auxiliadores de la guerrilla. 
375. Consideró la Fiscalía que no resultaba extraño para un militante de las AUC que las personas privadas de su libertad en esos retenes, por ser consideradas miembros o auxiliadores de los grupos subversivos, fueran sometidas a esa clase de prácticas generalizadas en las que se les desaparecía o causaba la muerte en el acto, como efectivamente ocurrió en este caso.

376. Por ello formuló cargos por las conductas establecidas en el Libro II, Título III, Capítulo II, artículos 168 y 170, numeral 10º del Código Penal y artículo 135 de la misma obra previsto como Homicidio en persona protegida, en concurso homogéneo sucesivo, en armonía con los artículos 29 y 31 del mismo estatuto, que tratan de la coautoría y del concurso de conductas punibles. 
377. Hecho No. 12. Homicidio en persona protegida y Secuestro del señor Nesar López Céspedes, comerciante de 29 años de edad. 
378. Entre septiembre y diciembre de 2001, el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ y el sujeto conocido con el alias de "El burro", cumpliendo órdenes del comandante “Maycol”, retuvieron en una estación de gasolina de El Tambo – Cauca, al señor Nesar López Céspedes, a quien transportaron en una motocicleta hasta la vereda de Chasquido, dejándolo a disposición de miembros del  grupo paramilitar que comandaba alias “Charli”, quien a los pocos días dio la orden de ejecutarlo, entregando su cadáver a los familiares, quienes por intermedio de una funeraria lo inhumaron como “N.N”. en el cementerio del corregimiento de Piagua, municipio de El Tambo-Cauca. Su identidad se estableció posteriormente como consecuencia de la exhumación realizada por la Fiscalía de El Tambo-Cauca el 14 de febrero de 2002, cuando sus familiares informaron todo lo sucedido y la razón por la cual había sido enterrado sin identidad.

379. El postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, en la versión rendida los días 29 de agosto (a las 5:32:40 - 5:50:19) y 30 agosto de 2007 (a las 10:19:02 - 10:32:05), confiesa la retención de la víctima, pero dijo desconocer que la misma tenía como propósito el darle muerte, de la cual se enteró posteriormente.
380. El hecho, informó el Fiscal, viene siendo investigando por la Fiscalía 1ª Seccional de El Tambo- Cauca, en el radicado No. 1350 (etapa de instrucción), con la aclaración de que inicialmente sólo se indagaba sobre el delito de homicidio, pero se remitieron copias de la versión para se hiciera lo propio con el secuestro confeso.
381. La conducta ejecutada por el postulado, al privar de la libertad al hoy occiso Mesar López Céspedes con el propósito de trasladarlo al campamento del grupo paramilitar asentado en la vereda el Chasquido de El Tambo-Cauca, se subsumió en los comportamientos previstos por los 168, 170-10 y 135 del Código Penal Colombiano vigente o Ley 599 de 2000, que tipifica los delitos de Secuestro agravado y Homicidio en persona protegida en concordancia con el artículo 29 del C. P. que trata de la coautoría.
382. Como fundamentos de la adición del delito de Homicidio en Persona protegida, respecto de los casos 2 y 12, en diligencia de legalización de cargos señaló la Fiscalía:

383. “…..con respecto a los casos 2 y 12 donde aparece como victimas Emilso Peñafiel Ardila, Felipe Antonio Peñafiel Muñoz ... que fueron apresadas en un reten y posteriormente asesinadas y la del señor Nesar López Céspedes quien fue sacado de su vivienda y posteriormente asesinado la fiscalía procede a modificar los cargos que originalmente se habían formulado de conformidad con los artículos 168 y 170 numeral 10 del cp por la comisión de los delitos de secuestro simple y secuestro agravado respectivamente y en su lugar se formula el cargo para ambos casos por los delitos de homicidio en persona protegida en concurso con secuestro de conformidad con lo normado en los artículos 135 y 168 del CP. Lo anterior se sustenta en las siguientes razones: En primer lugar hay que anotar que cuando se le formuló a Gian Carlo la imputación por los delitos de secuestro en contra de estas victimas se tuvo casi exclusivamente en cuenta la versión y confesión que este le ofreció a la justicia de tal suerte que se hizo una valoración donde se escindió la acción individual que el propio Gian Carlo se atribuyó y no se extendió la valoración a lo que verdaderamente ocurrió en el contexto de las incursiones paramilitares en esa zona y en el resto de Colombia, de tal suerte, que se sobrevaloró la versión que entregó el postulado en el punto donde particularmente aceptó su participación en la instalación de un reten y en la privación ilegal de las victimas las cuales según su dicho entregó a otros integrantes de la organización explicando que a partir de ese momento perdió cualquier contacto con ellas por lo que consideró que su acción no fue mas allá que la de secuestrar, y mucho menos su intención o voluntad estuvo dirigida a participar en la ejecución de los homicidios, la fiscalía debe reconocer que dentro de este caso no aplico los criterios de contexto exigidos por la jurisprudencia para esta compleja clase de macro criminalidad de los cuales fueron sus protagonistas estos grupos de autodefensa , de tal suerte que al obedecer las pautas trazadas y al analizar las circunstancias que desde una perspectiva mas amplia rodearon los acontecimientos analizados, inexorablemente encontramos que para un patrullero incluso de las calidades de Gian Carlo no podía resultarle ajeno la finalidad que desde el punto de vista estratégico y militar tenia la instalación de este tipo de retenes ilegales. por lo tanto sabia por su experiencia que si dentro de este tipo de retenes se encontraba alguna persona que despertaba algún tipo de sospecha corría la trágica suerte de ser asesinado...
384. Por esto la Fiscalía procedió a modificar los cargos inicialmente formulados y en su lugar acusa a Gian Carlo por la comisión de los delitos de homicidios en personas protegidas en concurso con secuestro de conformidad a lo estatuido en los artículos 135 y 168 del CP., en armonía con el artículo 29 del CP. que trata de la coautoría.

385. Ahora al referirnos al reparo que se hace respecto a que en estos casos se formularon cargos por el delito de secuestro como delito común y no dentro del contexto del conflicto armado interno tipificado en el Art. 148 como toma de rehenes debemos aclarar que la justificación para no encuadrar dichas conductas dentro de tales parámetros obedeció a que la conducta desplegada en estos casos por Gian Carlo si bien se probó intervino en el acto ilícito de la aprehensión de esas víctimas, no se probó que condicionara su libertad a la satisfacción de una determinada exigencia, no se probó que Gian Carlo haya cumplido con alguno de los presupuestos exigidos por la norma. 

386. En relación con los hechos Nos. 2, 3, 4, 5, 9, 10, 12, 18, 19 y 21 calificados todos como Homicidios en persona protegida, consideró la Fiscalía que este comportamiento punible, bajo idénticas condiciones fácticas, se subsumían por igual en el delito de Secuestro simple, agravado por los artículos 168 y 170 -10  del CP. Lo anterior por cuanto las victimas fueron previamente retenidas y privadas de su derecho a la locomoción, en la medida en que todas fueron trasladadas por la fuerza y contra su voluntad, hasta el sitio donde finalmente fueron asesinadas
.
387. Hecho No. 15. Homicidio y Desaparición Forzada   de alias “Turbo”, integrante de las AUC. 

388. Una noche, en abril de 2002, por orden de alias “Luis”, GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ en asocio de otro integrante del bloque, de quien no recuerda su individualización, sacó a un hombre de raza negra conocido con el alias del “Turbo”, de una hacienda cercana al puente El Pilón, sobre la vía Panamericana con dirección Pasto- Nariño, jurisdicción del municipio de El Bordo-Cauca, y una vez en el puente, el hombre que lo acompañaba le disparó con un arma de fuego revólver calibre 38 ocasionándole la muerte, para seguidamente tirar el cuerpo al río que queda entre Pilón y Galíndez, conocido como Guachicono. Menciona GUTIÉRREZ SUÁREZ que la víctima trabajaba con el grupo paramilitar y que fue muerto como sanción por haberle disparado días antes a una persona inocente de la población.

389. El postulado confesó este hecho en su versión rendida el 29 de agosto de 2007 (a las 4:21:48 - 4:26:55). 
390. Hasta ese momento la conducta no era objeto de investigación por la Fiscalía, pues no se tenía noticia de la misma. El hecho se judicializó mediante oficio 765 de agosto 30 de 2007 ante la Fiscalía Seccional de El Bordo- Cauca y actualmente cursa la indagación con el radicado No. 9451, en la que se dictó auto inhibitorio el 16 de abril de 2008, pues pese a las averiguaciones adelantadas no se pudo individualizar ni identificar a la víctima, ni a sus familiares, labor de averiguación que aún continúa a cargo de las autoridades de policía judicial.

391. El hecho se imputó y se formuló cargo por el delito de homicidio agravado, conforme a los artículos 103 y 104, numeral 7º, del Código Penal Colombiano vigente, al aprovechar los victimarios la indefensión de la víctima, bajo la modalidad de la coautoría impropia, de acuerdo con el artículo 29 ibídem.
392. Ante esta Sala de conocimiento, consideró la Fiscalía que respecto a este evento delictivo, se impone la modificación del cargo antes previsto, por el delito de Homicidio en persona protegida y Desaparición forzada conforme a lo previsto por los artículos 135 y 165 del CP.

393. La anterior reconsideración por cuanto “se parte del hecho que conforme a la confesión del procesado la victima fue un militante mas de las autodefensas que al momento de su muerto hacia parte del grupo de hombres que controlaban la región por lo que ostentaba la calidad de combatiente y participaba como militante del bloque calima, precisamente dada esta condición fue ejecutada cumpliendo la sanción que le fuera impuesta por su comandante por haber disparado contra un inocente, consideramos que en este caso pese a que la victima era un integrante mas del grupo de autodefensa, de la confesión del procesado se extractó que para los momentos previos a su ejecución la víctima no participaba directamente en ninguna hostilidad y por el contrario se encontraba sometido, desarmado, indefenso por lo que en virtud de esta condición paso a ser una persona protegida por el DIH de acuerdo a lo contemplado el Art. 135 del CP…..” Además este delito se formula en concurso con el delito de desaparición forzada contenido en el articulo 165 del CP., habida cuenta que la victima según lo que se probó luego de ser asesinada fue arrojada al río desapareciendo cualquier rastro de ella, por ser una conducta reiterada por parte del bloque calima consistente en la desaparición de las victimas luego de ser asesinadas la conducta para este caso debe considerarse de lesa humanidad.”

394. En relación con esta conductas delictivas, la Sala no cuenta con evidencias que contradigan las condiciones fácticas del acontecimiento y que fueren informadas por el postulado; sin embargo, también es evidente  que en punto a la verdad del hecho, no se registran en el proceso ni menos se discriminan, las gestiones adelantadas por la Fiscalía para la verificación por ejemplo de la identidad de la víctima,  sus familiares, quien ordenó su ejecución, cual era su rango en la organización, quien fue la persona que se dice ejecutada por este y que le mereció como sanción su muerte, ni ninguna información que medianamente acredite estas circunstancias, en condiciones en que todo indica, era posible la clarificación del hecho, dado que el postulado informó con suficiencia el sitio de residencia de alias Turbo, lo que permite a lo menos, que  se intente recaudar información entre vecinos y o familiares. En las condiciones anotadas, como el contenido de verdad sobre este hecho no resulta siquiera medianamente satisfactorio, no se legalizará el cargo, a fin de que la Fiscalía en posterior oportunidad, cuando cuente con la información minima requerida para satisfacer  las exigencias de verdad, formule la solicitud pertinente.
395. Hecho 7. Homicidio de Claudina Medina,  62 años de edad. 

396. El 27 de noviembre de 2001, alias "El Burro" y GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, conocido con los alias de "El Pirata o Carlo", quienes se movilizaban en una motocicleta, arribaron a la casa de la señora Claudina Medina, ubicada en el barrio San Fernando del municipio del Tambo-Cauca, siendo aproximadamente las 8:30 P.M., y después de golpear a su puerta y ser atendidos por la mencionada señora, "El burro" le disparó con un arma de fuego tipo revólver calibre 38, causándole las heridas que le produjeron la muerte.
397. El postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, en su versión rendida el 30 de agosto de 2007 (a las 12:01:08 - 12:06:10), dentro del proceso de justicia y paz que se le sigue conforme a la Ley 975 de 2005, confiesa este homicidio, diciendo que por orden de alias "Maycol" acompañó al sujeto alias "El burro", para prestarle seguridad y manejar la motocicleta, con pleno conocimiento de que se dirigían a la casa de la víctima con el fin de darle muerte, porque era señalada como auxiliadora de la guerrilla. El homicidio se cometió por orden de “Maycol”, a quien la Fiscalía identificó como Janier Franco.

398. Tal delito viene siendo investigado por la Fiscalía Seccional de El Tambo- Cauca, en el radicado No. 1154- 61507 (etapa de instrucción). 
399. La conducta delictiva confesada por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, bajo  las consideraciones reseñadas en el hecho primero, se subsume en el delito de homicidio en persona protegida, articulo 135 del Código Penal, en calidad de coautor impropio. 

400. Hecho No. 8. Homicidio de Fernando Trujillo, agricultor de 24 años de edad.
401. El 29 de agosto de 2001, en horas de la mañana, arribaron a la hacienda El Caimo, ubicada en la Vereda Nuevo Piagua de El Tambo - Cauca, los sujetos conocidos con los alias de “Maycol” -quien responde al nombre de Janier Franco- y el "El burro", junto con GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, buscando al señor Fernando Trujillo, a quien tildaban de guerrillero, persona contra quien alias "El burro" disparó arma de fuego, por orden de “Maycol”, causándole lesiones que le llevaron a la muerte.

402. El postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, en su versión rendida el 29 de agosto de 2007 (a las 11:36:40 - 11:55:02), dentro del proceso de justicia y paz que se le sigue conforme a la Ley 975 de 2005, confiesa su responsabilidad en este homicidio, admitiendo que integró el grupo que se dio a la búsqueda de la víctima, para darle muerte por orden del sujeto conocido como “Maycol”.

403. Se informa que la conducta viene siendo investigada por la Fiscalía 1ª Seccional de El Tambo-Cauca, en el radicado No. 55219, (etapa de instrucción). 
404. La conducta confesada por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, bajo los parámetros arriba señalados, se subsumió en el delito de homicidio en persona protegida, articulo 135 del Código Penal, en condición de coautor impropio, como lo establece el artículo 29 del mismo código. 

405. Hecho No. 11. Homicidio de Belisario Elvira Sánchez, conductor de 56 años. 
406. El 5 de septiembre de 2001, el señor Belisario Elvira Sánchez se encontraba en el parque de la población del El Tambo (Cauca) en un vehículo tipo campero, y so pretexto de que realizara una carrera en el mencionado rodante, fue sacado del pueblo por GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ y el sujeto conocido con el alias de "El burro", quien se transportó en el vehículo con el señor Elvira Sánchez, en tanto que GIAN CARLO GUTIÉRREZ los seguía en una motocicleta DT-125, tomando la vía que de El Tambo conduce a Popayán. En inmediaciones del corregimiento de Piagua, "El burro" disparó contra el señor Belisario Elvira Sánchez con un revólver calibre 38, causándole las heridas que produjeron su deceso, tras lo cual dejaron abandonado el cadáver en la misma vía. El homicidio se perpetró por órdenes de “Maycol”, quien señaló a la víctima como miliciano de la guerrilla.

407. El hecho fue confesado por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, en su versión rendida el 29 de agosto de 2007 (a las 2:31:49 - 2:49:26). 
408. El delito lo viene investigando la Fiscalía 1ª Seccional de El Tambo- Cauca, en el radicado No. 1115- 55236 (etapa de instrucción). 

409. Esta conducta delictiva confesada por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, se subsumió en el delito de homicidio en persona protegida, artículo 135 del Código Penal (Ley 599/2000), como coautor impropio. 
410. Hecho No. 13. Homicidio de Paulino Uribe Muñoz, agricultor de 39 años de edad.
411. El 5 de enero de 2002, aproximadamente a las tres de la tarde, cerca al parque infantil de El Bordo-Cauca, salida al corregimiento El patía, por la vía Panamericana, el señor GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, cumpliendo órdenes del sujeto “Nelson”, Comandante del grupo paramilitar en esa localidad, asesinó al señor Paulino Uribe Muñoz, al dispararle con un revólver calibre 38 en varias oportunidades, persona que era señalada por el citado comandante como guerrillero. El homicidio lo ejecutó GIAN CARLO GUTIÉRREZ con ayuda de alias “Gómez”, quien lo esperó en una moto KMX. 
412. El hecho fue confesado por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, en su versión rendida el 30 de agosto de 2007 (a las 12:06:40 - 12:12:14). 
413. El delito lo está investigando la Fiscalía Seccional de El Bordo - Cauca, en el radicado No. 68096 (etapa de instrucción). 
414. La conducta delictiva confesada por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, se subsumió en el delito de homicidio en persona protegida, articulo 135 del Código Penal (Ley 599/2000), bajo la modalidad de coautor impropio, de conformidad con el artículo 29 ibídem. 

415. Hecho No. 14. Homicidio de Fredy Armando Girón Burbano, docente de 32 años de edad.
416. El 7 de abril del 2002, en horas de la tarde, en la vía Panamericana, entrada a la Vereda de la Fonda, corregimiento El patía, municipio de El Bordo-Cauca, GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ en compañía de otro sujeto de quien no recuerda su alias, cumpliendo órdenes del sujeto “Nelson”, comandante del grupo paramilitar en esa localidad, asesinaron al señor Fredy Armando Girón Burbano, quien era señalado como guerrillero, después de interceptarlo en el campero en que se movilizaba, momento en el cual GIAN CARLO le disparó con arma de fuego.

417. El hecho fue confesado por el postulado en su versión rendida el 30 de agosto de 2007 (a las 11:43:03 - 11:54:31). 
418. La conducta viene siendo investigada por la Fiscalía 8ª Especializada con sede en Pasto- Nariño, en el proceso radicado bajo el No. 149-567 (etapa de instrucción). 
419. La conducta delictiva confesada por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, se subsumió en el delito de homicidio en persona protegida, articulo 135 del Código Penal (Ley 599/2000), en condición de coautor.

420. Hecho No. 16.  Homicidio de Heberth Elías Osorio, taxista de 26 años de edad. 
421. El 15 de marzo de 2002, en inmediaciones de la hacienda California, a orillas de la carretera, en el sitio La india de El Patía, municipio de El Bordo-Cauca, GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, en compañía del sujeto distinguido con el alias de “El Indio” y cumpliendo órdenes del comandante “Nelson”, dieron muerte al señor Heberth Elías Osorio, cuando el último le disparó con arma de fuego, dejando el cadáver tirado en el lugar. La víctima había sido citada al parador Patía, lugar desde donde los dos mencionados lo condujeron hasta el sitio donde le produjeron la muerte, toda vez que era señalado como auxiliador de la guerrilla, específicamente por colaborar en los retenes que hacían en la vía que de El Bordo conduce a Bolívar - Cauca.
422. El postulado confesó los hechos en su versión rendida el 30 de agosto de 2007 (a las 12:13:15 - 12:19:05). 
423. Estos hechos vienen siendo investigados por la Fiscalía 4ª  Especializada de Popayán-Cauca, en el proceso radicado bajo el No. 5920-56602 (etapa de instrucción). 
424. Bajo los parámetros señalados inicialmente, la conducta delictiva aquí confesada por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, se subsume en el delito homicidio en persona protegida, articulo 135 del Código Penal (Ley 599/2000), en la modalidad de coautoría, de acuerdo al artículo 29 ibídem.

425. Hecho No. 17. Homicidios de José Alberto López Ramos (Tornero de 40 años), James Heli Medina Bermúdez y otro individuo no identificado.
426. El 3 de Junio de 2002, en la entrada a la vereda La Fonda, Corregimiento El patía, municipio de El Bordo-Cauca, siguiendo órdenes del jefe paramilitar alias “JC”, GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ coordinó la muerte de José Alberto López Ramos y otros dos (2) individuos no identificados por él, quienes habían sido señalados como guerrilleros. La ejecución material de las muertes estuvo a cargo de dos individuos de raza negra, uno de ellos conocido como “Edison” y otro que había sido guerrillero, que tampoco fue individualizado. 
427. El ex -guerrillero que actuaba con el grupo paramilitar fue la persona que reconoció a las víctimas como miembros de la organización subversiva, conforme lo relató en su versión el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ.
428. Mediante dictamen pericial No. 103163 de fecha 9 de enero de 2003, el CTI de la Fiscalía de Bogotá logró la identificación de uno de las víctimas N.N., que corresponde al nombre de James Heli Medina Bermúdez, con C.C.No. 14.224.544, de 46 años a la fecha de la muerte, y cuya acta de inspección de cadáver corresponde a la No. 021 de junio 4 de 2002.

429. Los tres homicidios fueron confesados  por GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, en su versión rendida el 30 de agosto de 2007 (a las 12:19:44 - 12:26:33), confiesa estos tres homicidios.

430. Tales hechos vienen siendo investigados por la Fiscalía 1ª Seccional de El Bordo - Cauca, en el procesado radicado con el No. 6156 (etapa de instrucción). 

431. La conducta delictiva confesada por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, se subsume en el delito de homicidio en persona protegida, articulo 135 del Código Penal (Ley 599 de 2000), en concurso de conductas punibles y bajo la modalidad de la coautoría, de acuerdo con los artículos 31 y 29 del mismo Código.

432. Hecho 20. Homicidio de Miguel Ángel Rodríguez Erazo de 20 años de edad.
433. El 13 de Mayo de 2002, en la cabecera municipal de Mercaderes - Cauca, sector El Lago, en un balneario que queda a la salida de la vía para la Unión-Nariño, GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, por orden de alias “JC”, dio muerte al señor Miguel Ángel Rodríguez Erazo, al dispararle con arma de fuego, persona a quien se tenía como miliciano de la guerrilla. En la ejecución del hecho estuvo acompañado de los individuos conocidos con el alias de “Antonio”, Jefe del grupo paramilitar en el municipio de Mercaderes, y el apodado “El Indio”.

434. El postulado confesó el homicidio en su versión rendida el día 29 de agosto de 2007 (a las 4:06:21 - 4:20:21). 
435. Estos hechos son investigados por la Fiscalía 4ª Especializada de Popayán- Cauca, en el proceso radicado bajo el No. 63513 -1369 (etapa de instrucción). 
436. En iguales condiciones, la conducta delictiva aquí confesada por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, se subsume en el delito de homicidio en persona protegida, articulo 135 del Código Penal (Ley 599/2000), bajo la modalidad de coautoría impropia, modificada ante la Sala por la de coautoría material.

437. Hecho No. 22. Homicidio de Luis Alfonso Òme Ordóñez (agricultor de 36 años)-
438. El 1º de marzo de 2003, en la vereda Alto Junín del municipio de San José de Isnos, departamento del Huila, el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ asesinó al señor Luis Alfonso Gómez Ordóñez, al dispararle con un revólver calibre 38 cuando se encontraba en su casa de habitación, obedeciendo órdenes de alias “Rigo”, jefe del grupo paramilitar en el municipio anotado San José de Isnos, pues la víctima era señalada como guerrillero. El hecho lo perpetró en compañía de otro sujeto en principio no identificado, pero luego señalado por el propio postulado como Jhon Jader Montenegro Arias y utilizando un guía que posteriormente fue muerto por la guerrillera en la gallera de San José de Isnos.
439. El postulado confesó el homicidio en su versión rendida el día 30 de agosto de 2007 (a las 12:26:35 - 12:32:19). 
440. Estos hechos fueron investigados por la Fiscalía 27 Seccional de Pitalito- Huila, en el proceso radicado bajo el No. 97987 (hoy archivado). 

441. La conducta delictiva aquí confesada por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, por las mismas razones, se subsume en el delito denominado homicidio en persona protegida, articulo 135 del Código Penal (Ley 599 de 2000), en la modalidad de coautoría.

442. Desplazamiento forzado y extorsión. Hecho No. 26.  
443. El 23 de mayo de 2008, Jorge Enrique Pungo Gómez acudió ante las autoridades informando que el 6 de octubre de 2001 fue víctima de desplazamiento forzado, pues en dos oportunidades fue citado por los paramilitares para que acudiera hasta la vereda de El Tablón en el Tambo, Cauca. En la primera de tales reuniones se entrevistó con los paramilitares conocidos con los alias de "El Tuerto" y "Peliteñido", quienes le exigieron dinero en efectivo y dos celulares a cambio de no atentar contra su vida y la de su familia, tras acusarlo de ser auxiliador de la guerrilla. Uno de los celulares requeridos fue entregado a alias "Peliteñido" en la segunda citación que se le hizo, a la cual acudió con su hermana Carmen Pungo, luego asesinada por el grupo paramilitar.

444. En esta última oportunidad, dijo, los interrogaron y amenazaron de muerte y luego de tres horas de retención los dejaron ir con la condición de que abandonaran la población de El Tambo, razón por la cual se trasladó la ciudad de Popayán. No obstante, en octubre del mismo año, al enterarse de la muerte de su hermana Carmen, a manos de los paramilitares, pidió protección a la Fiscalía General de la Nación, que le colaboró para su traslado a la ciudad de Bogotá, donde reside actualmente, dejando abandonada su finca cafetera. Tal hecho, dice la Fiscalía, guarda relación con el No. 6.

445. El postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUAREZ, en su versión rendida el día 30 de agosto de 2007 (a las 12:56:22 - 12:59:30), hizo referencia a estos hechos cuando confesó el homicidio de la señora Carmen Pungo; sin embargo, allí no se le interrogó sobre el desplazamiento de que hoy se trata, pues se desconocía tal acontecer. 

446. Estos hechos están siendo investigados por la Fiscalía Seccional de El Tambo Cauca, en el proceso radicado bajo el No. 2262 (etapa de instrucción).
447. La conducta se adecua a los delitos de desplazamiento forzado y extorsión, tipificados por los artículos 159 y 244  respectivamente, del Código Penal vigente para la época de los hechos, en concordancia con los artículos 29 y 31 del mismo código que tratan de la coautoría y el concurso de conductas punibles.

448. Sostiene la Fiscalía que el desplazamiento forzado fue cometido por GIAN  CARLO durante y con ocasión de su pertenencia a las AUC, contra un miembro de la población civil, cumpliendo orden no justificada, que causó grave perjuicio, y en el contexto del conflicto armado. 
449. Finalmente, dado que en principio y ante el señor Magistrado de Control de Garantías se ubico el comportamiento en el tipo previsto por el articulo 180 del CP., relativo al Desplazamiento forzado, en relación con la readecuación hacia el tipo previsto en el articulo 159 del CP, expuso la Fiscalía que : “….. al referirnos al ilícito de Desplazamiento forzado y Extorsión que también le fueron formulados a Gian Carlo donde figura como victima el señor Jorge Enrique Pungo la tipicidad de esta conducta, como se sostuvo en dicha diligencia se acreditó con los elementos materiales probatorios recaudados que dieron cuenta no solo de la existencia del hecho sino también del accionar delictivo de Gian Carlo y tuvo como preámbulo la ejecución de otros hechos en los que perdió la vida la hermana de la víctima y su primo, lo que ocasionó que el señor Jorge Enrique Pungo de manera violenta se viera en la obligación de abandonar y desplazarse forzadamente del lugar donde residía que era el Tambo en el Cauca, acorde a la formulación de cargos que se hizo por el delito de Desplazamiento se hizo en concurso con el punible de Extorsión habida cuenta que Gian Carlos en su condición de militante de las autodefensas y actuando en su nombre se probó que exigió de su victima la entrega de dinero y de dos celulares, obteniendo de este modo un provecho económico para si o para la organización delincuencial a la que pertenecía a cambio de no atentar contra el o contra su familia, con relación a este hecho y respecto a lo manifestado por uno de los defensores de víctimas quien alega que para este caso también se configura el delito de Secuestro, la Fiscalía estimó que para el caso no concurre dicho delito por cuanto de los elementos probatorios allegados a esta actuación a la victima precisamente se le exigió de manera arbitraria y con violencia intimidatoria acudir a una cita por parte de miembros de ese grupo paramilitar y este acudió voluntariamente a dicha cita y permaneció allí durante tres horas mientras conocía de sus ilícitas exigencias, por lo que la conducta extorsivo imputada incorporaba en si misma el mandato que se le hacía a la victima de acudir a la citación que en dos oportunidades se le hizo. 

450. Ahora respecto a la postura de las victimas en el sentido de que este desplazamiento debió encuadrarse en el articulo 159 y no en el articulo 180 como aconteció, la Fiscalía varia la calificación jurídica para en su lugar formular el delito atribuido a Gian Carlos de acuerdo a lo reseñado por este artículo 159 del CP., ello en razón a la conveniencia de ensanchar el ámbito de las normas humanitarias y dar aplicación de manera extensiva del concepto de población civil de conformidad con la sent. C291. Se adiciona además como víctima a este mismo hecho la señora Adriana del Pilar Sánchez Pungo, hija de carmen pungo, y los familiares del occiso Ricaute Román Pungo Vargas, en su orden la señora Nancy Elvira Pungo Vargas, hermana, y sus consanguíneas Matilde vargas de Pungo, madre, Ricaurte Román Pungo padre, Wilson Pungo Vargas, hermano, Judi Sulayma Llanten Solarte, esposa, y sus hijos José Manuel, Germán Felipe, Esther Julieth Pungo Llanten, adición que se hace tomando como soporte la declaración jurada que ante este tribunal de conocimiento hizo la señora Nancy Elvira Pungo. De otro lado se tiene que estos delitos de desplazamientos se dieron en desarrollo del conflicto armado y en contra de la población civil, comportamiento criminal cometido con masividad y sistematicidad en las regiones que controló el bloque calima lo que nos permite considerarla como delito de lesa humanidad a titulo de coautor material.”
451. Por otro lado se alegó por la representante de la víctima Adriana Del Pilar Sánchez Pungo que a esta le fue causada tortura psicológica atribuida al procesado y derivada de este mismo hecho, respecto a lo que debemos anotar como se hizo en precedencia que nuestra ley prevé la tortura en los artículos 137 y 178 del CP., por lo que consideramos que ajustándonos en lo establecido en nuestra legislación consideramos que tampoco se configura este delito de Tortura en su modalidad física o psicológica como se alegó pues la prueba recolectada así lo indicó.” 

452. Para esta eventualidad, es evidente que la retención de la víctima durante aproximadamente tres (3) horas es un comportamiento que se adecua al delito de Secuestro simple. En tal virtud tratándose de formulación de cargos parciales, se recomienda a la Fiscalía atender lo planteado en posterior diligencia de formulación de cargos.  
453. Porte ilegal de armas 

454. Hecho No. 25. Fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso privativo de las fuerzas armadas.

455. Dice el Fiscal que el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUAREZ confesó en la versión realizada el 30 de mayo de 2007, su responsabilidad en el delito de porte ilegal de armas, toda vez que durante su pertenecía y con ocasión de su actividad delictiva al servicio del Bloque Calima, uso armas de fuego tipo fusil y UZI, hecho que investiga la Fiscalía 6ª Seccional de Popayán Cauca, en el proceso radicado bajo el No. 152937 (etapa de instrucción).

456. La conducta se subsume en el tipo penal del artículo 366 del Código Penal, que trata del delito denominado fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso privativo de las fuerzas armadas y que señala una pena de prisión de tres (3) a diez (10) años de prisión.

457. Concluye su intervención la Fiscalía solicitando que la formulación de cargos realizada en contra de Gian Carlos Gutiérrez Suárez “ se tome como parcial para dejar abierta la posibilidad de adicionar otras conductas criminales que con ocasión y por la pertenencia del procesado con el bloque Calima eventualmente se le pueda atribuir.” 

Sobre la relación de bienes y recursos afectados con fines de reparación.
458. En aplicación del artículo 15 del Decreto 4760 de 2005, la Fiscalía informa que respecto de los bienes ofrecidos para la reparación de víctimas por el representante de los Bloques Bananero y Calima, Hebert Veloza García alias “HH”, a instancias de la Fiscalía 17 de la Unidad Nacional de Justicia y Paz, dentro del proceso No. 11.001.00253.2006.81099, se adoptaron por el Magistrado de Control de Garantías de esa jurisdicción, en audiencia preliminar, medidas cautelares de embargo y suspensión del poder dispositivo, sobre los siguientes predios:

459. Ubicados en el municipio de Ebéjico, Antioquia:

· San Marino, folio de matrícula inmobiliaria 029-0000662

· Hicoteas, folio 029-0000663 

· El Saladito, folio 029-0000664 

· El Diamante, folio029-0000665 

· Lote de terreno, folio 029-0000666 

· Penuca, folio 029-0006152 

· Peña Lisa, folio 029-0005400 
460. Ubicados en el municipio de Caldas, Antioquia

· Predio rural paraje Salinas,  folio 001-195279
· Predio que hizo parte de la Finca La Margarita en el Paraje Salinas, con folio 001-79344
· Hacienda Hato Grande, folio 001-775837
461.  Ubicado en el municipio de Turbo, Antioquia
· Predio Urbano, carrera 20,  folio 034-7047
462.  Ubicado en Envigado 
· Carrera 36a No. 20 A Sur 91, folio 001-356136
463. De todos se adjuntaron los correspondientes registros de la medida cautelar.

464. Advierte que en relación con bienes personales del postulado, éste manifestó en su versión que carece de ellos, lo cual fue verificado por la Fiscalía en las oficinas respectivas. 
CUMPLIMIENTOS DE LOS REQUISITOS DE ELEGIBILIDAD

465. Atendiendo a que la desmovilización del bloque Calima de las AUC. se hizo colectivamente, ha de examinarse por la Sala el cumplimiento de los requisitos de elegibilidad establecidos por  el artículo 10 de la Ley 975 de 2005, conforme al cual podrán acceder a los beneficios consagrados en esta ley, los miembros de un grupo armado organizado al margen de la ley que hayan sido o puedan ser imputados, acusados o condenados como autores o partícipes de hechos delictivos, cometidos durante y con ocasión de la pertenencia a esos grupos, siempre que no puedan ser beneficiarios de algunos de los mecanismos consagrados en la Ley 782 de 2002, y que se encuentren en el listado que el Gobierno Nacional remita a la Fiscalía General de la Nación. 

466. En cuanto a los requisitos de elegibilidad que establece el artículo 10 de la Ley 975 de 2005, señala la  Fiscalía que se cumplen a  cabalidad, conforme a como se demuestra  a través de la información documental legalmente obtenida, la cual aparece relacionada en hoja anexa al escrito de acusación, en los siguientes términos:
467. Resolución presidencial No 233 del 3 de noviembre de 2004 en la que se señala que ante la voluntad manifiesta de las Autodefensas Unidas de Colombia de realizar todos los actos tendientes a la desmovilización de sus integrantes y para materializar dicho propósito, se reconoce como miembros representantes de esa organización a HEBERT VELOZA GARCÍA alias “HH”, IVAN ROBERTO DUQUE GAVIRIA y SALVATORE MANCUSO GÒMEZ.

468. Resolución presidencial No 297 del 10 de diciembre de 2004, por medio de la cual se determina como zona de ubicación temporal para los integrantes de este bloque, la finca denominada “El Jardín”, ubicada en el corregimiento de Galicia, municipio de Bugalagrande del Departamento del Valle
.

469. La Oficina del Alto Comisionado para la Paz
, reportó al Fiscal General de la Nación, mediante oficio No OFI08-000015446/AUV12300 del 18 de febrero de 2008,  que en cumplimiento a acuerdo suscrito con el Gobierno Nacional  en  Santafé de Ralito el 15 de julio de 2003, el 18 de diciembre de 2004, se dio la  desmovilización colectiva de los integrantes del  Bloque Calima, en la finca el Jardín del corregimiento de Galicia,  municipio de Bugalagrande - Valle del Cauca-. En la misma comunicación se da cuenta que el Bloque Calima al momento de su desmovilización realizó la entrega del siguiente armamento: 354 fusiles, 1 Uzi, 5 escopetas, 11 subametralladoras, 3 escopetas, 2 carabinas, 9 pistolas, 34 revólveres, 5 ametralladoras, 3 lanzagranadas, 2 lanzacohetes, 152 granadas, 68.222 cartuchos de munición, y 1164 proveedores, hecho que fue corroborado por la fiscalía en desarrollo de la audiencia pública.

470. Hasta este momento, la Fiscalía no ha demostrado que quienes aún parte de los actores armados que operan en el Cauca, Valle del Cauca y Huila, tienen vínculos con el aquí postulado, por lo tanto, la Sala encuentra satisfecho este primer requisito, no sin antes advertir que la comprobación del no desmantelamiento de la organización de autodefensas que controlaron esa zona, generaría eventualmente la pérdida de los beneficios que trae la ley 975 de 2005 y su consecuente exclusión del proceso.  

471. Entrega de bienes: Adujo la Fiscalía que los siguientes inmuebles fueron ofrecidos por el miembro representante del Bloque Calima Heber Veloza García alias “HH”, con la finalidad de contribuir con la reparación de las víctimas del referido bloque y en consecuencia fueron afectados con medida cautelar de embargo y suspensión del poder dispositivo
: En el Municipio de Ebejicó –Antioquia- los bienes denominados: San Marino, folio de matrícula inmobiliaria 029-0000662; Hicoteas, folio 029-0000663; El Saladito, folio 029-0000664; El diamante, folio 029-0000665; Lote de terreno, folio 029-0000666; Penuca, folio 029-00006152; Peña Lisa, folio 029-00005400. En el Municipio de Caldas Antioquia: Predio Rural Paraje Salinas, folio 001-195279; Predio que hizo parte de la finca Margarita, Paraje Salinas, folio 001-79344; Hacienda Hato Grande, folio 001-775837. En el Municipio de Turbo Antioquia: Predio Urbano, Carrera 20, folio 034-7047. En envigado y Medellín, Carrera 36 A No. 20 A Sur 91, Folio 001-356136.

472. Entrega de Menores: Mediante oficio UNJP No. 004847 del 17 de junio de 2008, suscrito por el Jefe de la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz
, se relaciona un listado de 27 menores desvinculados del Bloque Calima, los cuales responden a los nombres de:

· Cristian Andrés Arenas Ramírez, de 16 años de edad.

· Dimedes Arteaga Aguirre, de 17 años de edad.

· Edgar Andrés Sánchez Gallego, de 13 años de edad.

· Ernesto Aguirre Ruiz, de 15 años de edad.

· Evangelista Escobar Mosquera, de 17 años de edad.

· Fernando Castañeda Viveros, de 16 años de edad.

· Giovanni Andrés López Quirama, de 17 años de edad.

· Gustavo Adolfo Rosero Muñoz, de 16 años de edad.

· Helio Mauricio García Marin, de 17 años de edad.

·      Iván David Colorado Urrea, de 17 años de edad.

· Jesús Chávez Caicedo, de 17 años de edad.

· John Eimar Moreno Londoño, de 16 años de edad.

· John Jairo Cruz García, de 16 años de edad.

· Jorge Luis Valencia Betancourt, de 15 años de edad.

· Juan Camilo Gálviz Betancourt, de 17 años de edad.

· Juan Carlos Gil Cardona, de 17 años de edad.

· Juan Carlos Gil Cardona, de 17 años de edad.

· Listh Vanesa  Rada Benavides, de 17 años de edad.

· Luis Fernando Sanmartín Valencia, de 17 años de edad.

· Oscar Andrés Rosero Grisáles, de 16 años de edad.

· Ricardo Carabalí, de 16 años de edad.

· Robinson Calle Marin, de 17 años de edad.

· Robinson Muñoz García, de 17 años de edad.

· Víctor Alfonso Muñoz Gallego, de 17 años de edad.

· Wilfram Montezuma Caicedo, de 18 años de edad.

· Jair Amaya Vélez, de 16 años de edad.

· John Alexander Castro Montes, de 16 años de edad.

473. En este  orden se observa Oficio 14320-009721 del 2 de abril de 2007, suscrito por la Dra. Luz Mila Cardona Arce, Subdirectora de Intervenciones Directas del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, donde informa al Fiscal Delegado para la Justicia y la Paz que desde el 17 de diciembre de 2004 han ingresado al Programa de Atención Especializado del ICBF, 27 adolescentes, que manifestaron haber pertenecido al Bloque Calima de las AUC. Se da por cumplido el requisito de elegibilidad consagrado en el numeral 3º del artículo 10 de la Ley 975 de 2005.

474. Cesación de interferencia al libre ejercicio del Derecho Político y libertades públicas y cualquier otra actividad ilícita. Sobre este punto se cuenta con el Oficio 2011 del 16 de julio de 2007
 suscrito por Armando González y Claudio Pulido Espinal, en sus calidades de Delgados del Registrador Nacional del Estado Civil de la Delegación Departamental del Valle del Cauca, en el que informan que respecto al Bloque Calima no se cuenta con denuncias por parte de los Registradores de esa región sobre delitos cometidos contra los mecanismos de participación ciudadana.
475. El Narcotráfico y la creación del Bloque: EL Fiscal en desarrollo de la audiencia, manifestó  que no existe evidencia  que determine, que el Bloque Calima fue creado o se organizó con fines de narcotráfico; sin embargo, la Sala tiene claridad que esta actividad se constituyó en una de las fuentes de financiación del grupo.

476. Señala el representante de la Fiscalía que se ha documentado que con el desmantelamiento del cartel de Cali para los años de 1995, dio paso al cartel del Norte del Valle liderado por Diego León Montoya a. “Don Diego”, Luis Fernando Gómez, a. “rasguño”, y alias “el mocho”, llegaron a controlar ente los años 1997 y 1999 el 60 por ciento del trafico de drogas en el país, 300 toneladas al año, el Bloque Calima en sus inicios recibió financiación de algunos narcos del cartel del norte del valle, tal como se evidencia en el folio 3 del escrito de 5 de julio de 2000 dirigido por el comandante a. Román, a miembros del estado mayor de las ACCU.

477. Aclara la Fiscalía que el aporte de los narcotraficantes duró hasta que las AUC desalojaron de los territorios a la guerrilla, lo que conllevó a que el Bloque Calima buscara el financiamiento cobrando lo que ellos denominaban “gramaje”, a todos los narcotraficantes, es decir el cobro de un impuesto proporcional a la cantidad de droga que se estaba traficando.; en consecuencia para controlar que toda la droga que salía pagara el impuesto de 10 mil pesos por cada kilo, en otros casos 50 y hasta 100 dolares, se organizó un grupo de las AUC en el alto calima conformado por 16 hombres quienes se encontraban bajo el mando del individuo conocido con el alias de “chiquito malo”.

478. Queda claro, entonces para la Sala, que el narcotráfico se constituyó en un factor determinante para los diversos grupos armados ilegales, pues las ganancias derivadas de esta actividad, es lo que todavía alimenta la lucha armada interna que se vive en Colombia.  No obstante, hasta este momento no se ha probado, que el Bloque Calima se hubiera conformado con la finalidad de traficar estupefacientes o el enriquecimiento ilícito.

479. Lo anterior se concluye además del informe de Policía Judicial No. 61 UNJP del 24 de noviembre de 2008, donde se informa que “...de acuerdo a la génesis del bloque, se puede inferir que el propósito de las autodefensas en el departamento del Valle, fue una conformación y agrupación militar y objetivos claros de contrarrestar, combatir y desplazar a los grupos subversivos guerrilleros  que tenían asentamientos y zonas bajo su poder, donde ejecutaban hechos delincuenciales, tales como secuestros masivos, extorsiones y asesinatos a cualquier persona que estuviera en contra de su ideología; es por eso, y de acuerdo a la ley 975 de 2005, en su artículo 10, numeral 10.5. hasta el momento este grupo armado y desmovilizado (bloque Calima) no se organizó y operó en este departamento, con el propósito de actuar en el tráfico de estupefacientes.
”

480. Liberación de todos los secuestrados: Mediante Informe de Policía Judicial No.063 del 21 de noviembre de 2008
, se informa que si bien, una vez consultada la base de datos del sistema de información de Justicia y Paz, específicamente en los Departamentos de Valle del Cauca, Cauca y Parte del Departamento del Huila, donde tuvo ingerencia el Bloque Calima, se encontraron registros de hechos relacionados con el delito de Secuestro atribuibles al referido Bloque respecto a las victimas directas “ninguno se encuentra en cautiverio actualmente”.

481. De igual forma se informa que se consultó la base del SIJUF de la Seccional Popayán, Huila y Valle del Cauca, sin que se encontrara información que diera cuenta de que a la fecha se encuentran personas retenidas por el desaparecido Bloque Calima.  

482. Por lo anterior se concluye que este requisito se encuentra satisfecho a la fecha, sin perjuicio de toda la información que las investigaciones muestren a futuro y que sean materia de nueva valoración.

En merito de lo expuesto, la Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior de Bogota, D.C.

RESUELVE

PRIMERO: Declarar que se encuentra acreditado que los delitos cometidos por el postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ y cuyos cargos fueron objeto de formulación por la Fiscalía, lo fueron en su condición de militante del Bloque Calima de las Autodefensas Unidas de Colombia, y, durante y con ocasión de esa militancia.

SEGUNDO: Declarar que los hechos antes mencionados se cometieron en desarrollo del conflicto armado interno que se vive en Colombia y que constituyeron mecanismos que de manera sistemática y generalizada materializaron graves violaciones de derechos humanos de titularidad de la población civil protegida, por tanto han sido calificados conforme a las motivaciones precedentes, como Crímenes  guerra y Delitos de Lesa Humanidad respectivamente. 

TERCERO: Declarar que hasta este momento procesal, con excepción del hecho No 15, resulta satisfactorio el aporte a la verdad que se obtuvo por la Fiscalía, en lo que hace a las circunstancias que determinaron la presencia del Bloque Calima en los departamentos de Valle del Cauca, Quindio, Huila y Cauca, fuentes de financiación, patrones de conductas y factores determinantes de su expansión. 

CUARTO: Declarar que hasta esta fase del proceso, los requisitos de elegibilidad que atañen al postulado GEAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, se encuentran cumplidos.

QUINTO: Consecuente con lo anterior, de acuerdo con lo motivado, se declara la legalidad  de los cargos formulados en este asunto en contra del Postulado GIAN CARLO GUTIÉRREZ SUÁREZ, con excepción y de acuerdo a lo motivado, del cargo formulado por los delitos de Homicidio en Persona Protegida y Desaparecimiento forzado de quien en el hecho No 15, fue referenciado como alias Turbo.

SEXTO: Conforme a lo motivado, los delitos de Secuestro referenciados en los casos 2 y 12 se legalizan como Secuestro simple (Art.168 CP.) y no como Secuestro extorsivo agravado del Art. 170-10.
SÉPTIMO: Acumular a la presente actuación los procesos que en contra del postulado se encuentren suspendidos por la justicia ordinaria.

OCTAVO: Superada la ejecutoria de esta decisión, proseguir la actuación conforme a lo establecido por el artículo 19 de la Ley 975 de 2005.

NOVENO: Contra la presente decisión proceden los recursos de reposición y de apelación.

Notifíquese y Cúmplase
LÉSTER M. GONZÁLEZ ROMERO

Magistrada

ULDI T. JIMÉNEZ LOPEZ

Magistrada

EDUARDO CASTELLANOS ROSSO

Magistrado
(Con salvamento y aclaración de voto parcial)
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Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.


Artìculo  221. De los delitos cometidos por los miembros de la fuerza pública en servicio activo, y en relación con el mismo servicio, conocerán las Cortes Marciales o Tribunales Militares, con arreglo a las prescripciones del Código Penal Militar. Tales Cortes o Tribunales estarán integrados por miembros de la Fuerza Pública en servicio activo o en retiro. 


ARTICULO 222. La ley determinará los sistemas de promoción profesional, cultural y social de los miembros de la Fuerza Pública. En las etapas de su formación, se les impartirá la enseñanza de los fundamentos de la democracia y de los derechos humanos.
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� Corte Interamericana de Derechos Humanos Vs Colombia. Caso 19 comerciantes.. 





� .” Corte Interamericana de Derechos Humanos Vs Colombia. Caso 19 comerciantes.. 





� Corte Interamericana vs. Colombia. Sentencia 19 comerciantes.


� Corte Suprema de Justicia.Sentencia 25 de mayo de 1989


� Órganos de la Naciones Unidas. Informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos  Humanos sobre la Oficina en Colombia, al 54 periodo de sesiones de la Comisión de Derechos Humanos. Distr. GeneraL E/CN.4/1998/16  9 de marzo de 1998 - 





� Sentencia de 25 de Noviembre de 2008. Sala de Casación Penal Corte Suprema de Justicia. Radicado No 26.942





� Radicado No 110016000253200680281 Iván Laverde Zapata Sala de Justicia y Paz Tribunal Superior de Bogotá.





� GE.10-11822 (S) 050310 100310 Consejo de Derechos Humanos 13º período de sesiones. Tema 2 de la agenda Informe anual del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Marzo 4 de 2009


� GE.10-11822 (S) 050310 100310 Consejo de Derechos Humanos 13º período de sesiones. Tema 2 de la agenda Informe anual del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Marzo 4 de 2009





� Documento elaborado por Oscar Fernando Sevillano, investigador asistente del Observatorio del Conflicto Armado. Corporación Nuevo Arco iris.  Diciembre De 2009




















� ”.Séptimo informe Trimestral del Secretario General al Consejo Permanente sobre la misiòn de apoyo al proceso de paz en Colombia. (MAPP/OEA) 30  de Agosto de 2006.





� .”Octavo informe Trimestral del Secretario General al Consejo Permanente sobre la misiòn de apoyo al proceso de paz en Colombia. (MAPP/OEA) 14  de Febrero de 2007..   


� CD. de Formulación de Cargos. 








� Ver escrito para el desarrollo de audiencia de formulación de cargos, folios 1 y 2.


� ”Version libre Elkin Casarrubia Posada alias El Cura


�  Corte Suprema De Justicia Sala De Casación Pena  Proceso No 30097. veinticinco (25) de enero de dos mil diez (2010). 





� Versiòn libre Ever Veloza Garcia alias H.H. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casaciòn Penal. Proceso No 30097. 25 de Enero de 2010.


� ”La ruta de la expansión paramilitar y los acuerdos Políticos. Corporación Nuevo Arco Iris, Cerec y Asdy 2007.
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� Diligencia de legalización de cargos 7 de noviembre de 2009.
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� ...” Comisión Primera Del Honorable Senado De La Republica – Acta Numero O7 DE 1998 (septiembre 16) Cuatrienio 1998 – 2002. Doctor Jaime Córdoba Triviño, Vicefiscal General de la Nación.





� Publicado en la Gaceta del Congreso, No. 77 del 7 de marzo de 2005.


� Para el caso de  Colombia, la Corte  podrá conocer de crímenes de Genocidio y de Lesa Humanidad cometidos después de noviembre primero del año 2002 y en el caso de Crímenes de Guerra, a partir de noviembre 1 de 2009. En relación con los Crímenes de Guerra, Colombia decidió acogerse a lo dispuesto en el artículo 124 del Estatuto de Roma, que le permite a un Estado declarar que no acepta la competencia  de la Corte por un período máximo de siete años. Dicho plazo para el caso colombiano vence el próximo primero de noviembre de 2009.


Sobre el particular, Colombia declaró que “no acepta la competencia  de la Corte  sobre la categoría de Crímenes a que se hace referencia en el artículo 8 cuando se denuncie la comisión de uno de esos delitos por nacionales colombianos o en territorio colombiano Lo anterior significa que en ese plazo la Corte no puede conocer de los casos que involucren Crímenes de Guerra y sólo a partir del primero de noviembre de 2009 y sobre hechos ocurridos a partir de esa fecha, la Corte  tendrá competencia bajo el principio de complementaridad. � HYPERLINK "http://web.presidencia.gov.co/sp/2009/octubre/30/corte_penal.pdf" �http://web.presidencia.gov.co/sp/2009/octubre/30/corte_penal�








� Nuevo Código Penal – Jairo López Morales, Ediciones Doctrina y Ley.


� Sentencia del 25 de mayo del 2005, radicado 17.666, M.P. Edgar Lombana Trujillo. 








� Mesa Velásquez, Pág. 184 y 185. 


� Alberto Suárez Sánchez, Delitos Contra el Patrimonio Económico, Pág. 176.


� Sentencia C-038/95.


� CD. Diligencia de legalización de cargos. Alegaciones Fiscalìa


� . Artículo 168. Secuestro simple. El que con propósitos distintos a los previstos en el artículo siguiente, arrebate, sustraiga, retenga u oculte a una persona, incurrirá en prisión de diez (10) a veinte (20) años y en multa de seiscientos (600) a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes


Artículo 170. Circunstancias de agravación punitiva. Las penas señaladas en los artículos anteriores se aumentarán de una tercera parte a la mitad, si concurriere alguna de las siguientes circunstancias:… 


10. Cuando se trafique con la persona secuestrada durante el tiempo de privación de la libertad.


� CD Alegaciones de conclusión Fiscalia


� Artículo 10. Requisitos de elegibilidad para la desmovilización colectiva. Podrán acceder a los beneficios que establece la presente ley los miembros de un grupo armado organizado al margen de la ley que hayan sido o puedan ser imputados, acusados o condenados como autores o partícipes de hechos delictivos cometidos durante y con ocasión de la pertenencia a esos grupos, cuando no puedan ser beneficiarios de algunos de los mecanismos establecidos en la Ley 782 de 2002, siempre que se encuentren en el listado que el Gobierno Nacional remita a la Fiscalía General de la Nación y reúnan, además, las siguientes condiciones:


10.1 Que el grupo armado organizado de que se trata se haya desmovilizado y desmantelado en cumplimiento de acuerdo con el Gobierno Nacional.


10.2 Que se entreguen los bienes producto de la actividad ilegal.


10.3 Que el grupo ponga a disposición del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar la totalidad de menores de edad reclutados.


10.4 Que el grupo cese toda interferencia al libre ejercicio de los derechos políticos y libertades públicas y cualquiera otra actividad ilícita.


10.5 Que el grupo no se haya organizado para el tráfico de estupefacientes o el enriquecimiento ilícito.


10.6 Que se liberen las personas secuestradas, que se hallen en su poder.


Parágrafo. Los miembros del grupo armado organizado al margen de la ley que se encuentren privados de la libertad, podrán acceder a los beneficios contenidos en la presente ley y a los establecidos en la Ley 782 de 2002, siempre que en las providencias judiciales correspondientes se determine su pertenencia al respectivo grupo.
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